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BOLIVIA
DESAFÍOS SOCIOAMBIENTALES

EN LAS TIERRAS BAJAS

En marzo 2018 el Instituto de In-
vestigación Científica Social de la 
Universidad NUR (IICS NUR), Santa 
Cruz, firmó un acuerdo de coope-
ración con el Programa Servicio 
Civil para la Paz de la Cooperación 
Alemana GIZ en Bolivia. El acuerdo 
visualiza un interés común para 
trabajar en el fomento de la trans-
formación de conflictos socioam-
bientales en Bolivia mediante el 
apoyo al IICS, el establecimiento de 
una nueva línea de investigación en 
este sentido y respectivas ofertas 
académicas. El presente libro es un 
primer fruto de esta alianza.

El presente libro recoge aportes 
teóricos - conceptuales, reflexio-
nes y análisis de personas com-
prometidas con la transformación 
de conflictos socioambientales. 
Estas personas fueron reunidas 
por el Instituto de Investigación 
Científica y Social de la Universi-
dad Núr, en el marco del desarrollo 
de una línea de investigación que 
surge de la imperiosa necesidad de 
abrir caminos a la búsqueda de me-
canismos para a la transformación 
de los conflictos socioambientales. 
Se trata de  una nueva cara de la 
administración de justicia ambien-
tal que pretende ir más allá de la 
fórmula jurídica escueta, pero en 
ningún caso contra ella.

“Esta publicación es el primer resultado tangible de la cooperación entre el 
Servicio Civil para la Paz (ZFD, por sus siglas en alemán) y la Universidad 
Núr. Dada la gran coincidencia entre los principios, visiones y objetivos, 
en marzo de 2018, las dos instituciones firmaron un acuerdo de coopera-
ción. Se comparte la convicción de que el fomento de la paz requiere de 
un genuino diálogo y de la transformación no violenta de los conflictos.”

Alejandro Christ, coordinador Programa Servicio Civil para la Paz de la 
Cooperación Alemana GIZ en Bolivia

“Bajo esta alianza se lanza la iniciativa de un Foro que genera un espacio 
constructivo con diferentes actores que nos permite llevar al campo de la 
acción estos preceptos, nos demuestra la crisis que existe en torno a la 
dinámica socioambiental y nos da pautas de cómo podemos afrontar de 
forma pacífica y conciliadora esta realidad. El presente documento es la 
sistematización de las diferentes intervenciones de actores cuya experiencia 
y acción consideramos pueden ayudar en este sentido.”

William Shoaie, Rector Universidad NUR

Mirna Inturias, Kristina von Stosch,  
Henry Baldelomar, Iokiñe Rodríguez
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Presentación

Willy Shoaie
Rector Universidad Nur

Me permito a�rmar que hoy en día, de manera general, ante cualquier 
tipo de problema surge una diversidad de pugnas basadas en intereses 
empresariales, políticos, de sectores, etc. Todos se involucran desde 
su perspectiva y la lucha se centra en quien tiene más fuerza para 
hacer prevalecer su postura.

Frente a esta situación creemos que se deben generar espacios enfo-
cados en la búsqueda de la verdad con las responsabilidades que ello 
implica, sea cual sea la conclusión debemos actuar en función de lo 
que es mejor para la mayoría de la sociedad y la humanidad en general.

En este marco, el Servicio Civil para la Paz (ZFD, por sus siglas en 
alemán) y la Universidad Nur han establecido una alianza buscando 
generar espacios de investigación y análisis en torno a la problemática 
socioambiental para evitar y/o aportar con soluciones noviolentas 
a los con�ictos que surgen en este campo, bajo el principio de ser 
�eles a buscar la verdad y responsables para actuar en coherencia 
con la misma.

En el marco de esta alianza, se llevó adelante el Foro Internacional 
“Bolivia y sus Desa�os Socioambientales”como un espacio constructivo 
con diferentes actores que nos permite llevar al campo de la acción 
estos preceptos y visibilizar la crisis que existe en torno a la dinámica 
socioambiental; también nos da pautas de cómo podemos afrontar 
de forma pací�ca y conciliadora esta realidad. El presente documento 
es la sistematización de las diferentes intervenciones de actores cuya 
experiencia y acción consideramos pueden ayudar en este sentido.
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Presentación

Alejandro Christ 
Coordinador, Servicio Civil para la Paz  
Deutsche Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit (GIZ) GmbH

Esta publicación es el primer resultado tangible de la cooperación 
entre el Servicio Civil para la Paz (ZFD, por sus siglas en alemán) y 
la Universidad Nur. Dada la gran coincidencia entre los principios, 
visiones y objetivos, en marzo de 2018 las dos instituciones �rmaron 
un acuerdo de cooperación. Se comparte la convicción de que el fo-
mento de la paz requiere de un genuino diálogo y de la transformación 
noviolenta de los con�ictos. Por ello, sentimos que la cooperación es 
bene�ciosa para ambas partes. Mediante el asesoramiento del ZFD, la 
Universidad Nur va a fortalecer su línea de investigación y, en especial 
su Instituto de Investigación Cientí�ca y Social; mientras que las 
actividades que desarrolla el Instituto constituyen un aporte clave a 
la transformación noviolenta de los con�ictos socioambientales, que 
persigue el ZFD.

Para el programa ZFD de la GIZ Bolivia, es la primera vez que se 
coopera directamente con la academia. Esto conlleva la gran opor-
tunidad de llegar a un grupo social que, en el pasado, no ha estado 
demasiado presente en el radar institucional: los y las jóvenes. For-
talecer las capacidades de estos futuros profesionales en el análisis, el 
manejo y la transformación noviolenta de los con�ictos es, sin lugar 
a duda, una apuesta acertada. Además, estamos seguros de que las 
investigaciones a realizarse en la Universidad Nur van a contribuir 
sustancialmente al trabajo de las demás organizaciones contraparte 
del Programa, que enfrentan diferentes desafíos socioambientales en 
sus áreas de intervención.
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En esta medida, desde sus inicios, saludamos y apoyamos la idea 
de realizar un foro temático que permitiera tener una especie de 
instantánea de los desafíos socioambientales más apremiantes que 
enfrenta Bolivia. Reunir personas e instituciones reconocidas y con 
larga experiencia en la temática, nos pareció una forma idónea de 
empezar la cooperación. Aparte de promover un intercambio de 
saberes, interconectar a los actores y generar sinergias, también se 
obtiene orientaciones para futuras investigaciones.

El compromiso institucional y personal de ambas instituciones hizo 
posible que, a pesar del poco tiempo del que se disponía, se lograra 
organizar un evento de gran envergadura. Participaron personas con 
gran conocimiento y organizaciones con destacada experiencia en la 
temática del manejo sostenible de los recursos naturales y de la trans-
formación noviolenta de los con�ictos socioambientales. Se contó 
con exposiciones de reconocidos expertos y expertas internacionales 
tales como Iokiñe Rodríguez, de la Universidad de East Anglia (Gran 
Bretaña), y Volker Frank, de la Fundación Futuro Latinoamericano 
(Ecuador). Esta mirada desde afuera se complementó con los análisis 
de especialistas nacionales, tales como el exministro René Orellana, 
la catedrática Cecilia Requena, y el investigador Alcides Vadillo.

Los casos que se presentaron durante el Foro dieron cuenta de la crisis 
ambiental que se vive en diferentes lugares en Bolivia y del deterioro 
creciente del ambiente tanto en el campo como en las ciudades. Sin 
embargo, también se señalaron ejemplos exitosos y se expusieron 
propuestas de manejo sostenible de los recursos naturales. Más allá 
de eso, las intervenciones y los comentarios del público evidenciaron 
una creciente sensibilización al respecto. Eso es esperanzador. Hay 
una clara demanda por más proyectos de investigación, conservación 
y desarrollo, que ayuden a detener los procesos de degradación y a 
restaurar los ambientes degradados, al mismo tiempo que ofrezcan 
a su población un nivel de vida digno.

Por ello, felicitamos a la Universidad Nur por la realización del Foro 
y por la publicación de esta memoria, que rescata las ponencias más 
sobresalientes.
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Prólogo

Mirna Inturias
Iokiñe Rodríguez
(ACKnowl-EJ-Grupo Con�uencias)

América Latina comparte una historia socioambiental llena de seme-
janzas cuya característica común tiene que ver con la matriz económica 
de explotación de los recursos naturales, en algunos casos hasta el 
agotamiento, situación que genera pobreza, desigualdad acompañada 
de violencia e injusticias. 

De acuerdo al atlas de justicia ambiental (www.ejatlas.org), que a la 
fecha cuenta con 2.704 casos de con�ictos ambientales reportados en 
el mundo, en América Latina se registran 603 casos cuyas tendencias 
tienen que ver con con�ictos mineros, energía fósil y justicia climática, 
manejo de agua, con�ictos por acceso y control de la tierra, entre 
otros. Muchos de estos casos son ejemplos de resistencia y visibilizan 
el accionar de la sociedad civil organizada invitando a académicos y 
activistas a re�exionar y accionar desde marcos de transformación 
nuevos que incorporen elementos históricos, que busquen las causas 
estructurales de los con�ictos, que interpelen y confronten las rela-
ciones de poder y los marcos interculturales, y abran nuevos caminos 
de desarrollo viables y sustentables. Es decir, marcos conceptuales de 
transformación que inviten a la acción.

Estos son los objetivos del Proyecto internacional ACKnowl_EJ 
(Co-producción de conocimiento de justicia ambiental- http://AC-
Knowlej.org/) y del Grupo Con�uencias, que en coordinación con 
la Universidad Nur y la GIZ colaboró en la publicación de este libro: 
Bolivia. Desafíos socioambientales en las tierras bajas. El libro muestra 
los aportes y la re�exión de una red de instituciones de Bolivia que 
co-construyen conocimiento desde la acción. Uno de los aportes 
de este libro es su vinculación al debate regional. La problemática 
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socioambiental en  tierras bajas de Bolivia es un ejemplo de políticas 
económicas extractivistas que avanzan a pasos agigantados avasallando 
otras visiones de desarrollo. Ponen a la Amazonia, Chaco y el oriente 
en situación de vulnerabilidad amenazando la sostenibilidad de estos 
territorios. Esta situación es similar en toda la Amazonia, agravada 
además por actividades clandestinas ya sean por narcotrá�co, explo-
tación de minerales, ampliación de la frontera agrícola, entre otras.

Otro aporte del libro es su contribución a la generación de nuevos 
marcos de referencia sobre el rol de la academia en la transformación 
de con�ictos socioambientales en la región. Este libro no es un �n 
en sí mismo, sino que es parte de procesos de investigación y acción 
que se vienen desarrollando en Bolivia y en la regional desde las 
universidades, organizaciones civiles, la cooperación internacional y 
las mismas comunidades que están comprometidos con el cambio 
social.  A este libro le precedió un foro que llevó el mismo título del 
libro, donde se buscó generar un debate público sobre la con�icti-
vidad socio ambiental en las Tierras bajas de Bolivia, pero también 
tejer redes que permitan unir esfuerzos para transformar la realidad 
hacia una mayor justicia ambiental. 

La presente publicación sintetiza los puntos centrales de los temas de-
batidos en el Foro. Busca integrar marcos de transformación que parten 
de una re�exión desde Latino América y marcos normativos vinculados 
al cuidado de la madre tierra. Estos elementos son importantes para 
entender los desafíos socioambientales. También integra las visiones y 
realidades agrarias y urbanas con casos paradigmáticos. Combina los 
casos desde la experiencia de los actores directos con contribuciones y 
re�exiones de los pueblos de Lomerío y Tacana II, pero complementa 
estas miradas con estudios técnicos que alertan sobre la vulnerabilidad 
de nuestros ecosistemas frente a la amenaza de megaproyectos.

En síntesis, Bolivia es el ejemplo de situaciones comunes o similares 
que se están desarrollando en nuestra región. Frente a estas realidades, 
la sociedad civil (académicos-activistas de forma directa) debe man-
tenerse informada, conectada, co-produciendo alternativas viables y 
sostenibles. Por tanto, la presente publicación es una provocación a la 
búsqueda de la transformaciones hacia sociedades sostenibles y justas.
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Introducción general

Bolivia posee una gran cantidad de recursos naturales, tanto no re-
novables (hidrocarburos y minería) como renovables (bosques, suelo, 
biodiversidad y recursos hídricos). A lo largo de su historia –desde 
el periodo colonial, transitando por la etapa de Estado Republicano 
y la reciente experiencia histórica de construcción del Estado Pluri-
nacional–, la explotación de sus recursos naturales ha sido fuente de 
riqueza y constituye, todavía, un alto porcentaje de participación en 
el PIB con una alta dependencia del comportamiento de los precios 
internacionales en los mercados globales.

Sin embargo, es importante considerar la otra dimensión del proceso 
de explotación de recursos naturales, esto es, la disputa por el acceso, 
control, uso y conservación de los mismos que ha sido, también, fuente 
de con�ictos. En los últimos años han adquirido mucha relevancia 
diversas re�exiones en torno al concepto de “con�ictos socioambien-
tales”, que designa una serie de problemáticas que involucran dos 
elementos: la sociedad y el medioambiente.

Se puede a�rmar que los con�ictos socioambientales son procesos 
interactivos entre actores sociales movilizados por el interés compar-
tido en torno a los recursos naturales. Un con�icto socioambiental 
surge cuando el espacio que guarda íntima relación con la gente que 
lo habita es objeto de apropiación, explotación u otra forma de uso 
por diversos actores.

Los con�ictos socioambientales tienen diversas aristas que requieren 
de intervenciones y propuestas integrales, que además puedan dar 
cuenta de la necesidad de articular a los actores que son parte del 
problema para que también sean parte de la solución. Los con�ictos 
socioambientales son parte clave de los procesos de desarrollo integral, 
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que contempla “los procesos productivos y de la construcción de 
condiciones materiales del Vivir Bien” (R. Orellana).

Por otra parte, Bolivia reconoce en su Constitución Política del Es-
tado la existencia de una pluralidad de naciones, una pluralidad de 
diferencias étnicas, culturales, lingüísticas, relacionadas a las formas 
de ejercicio del poder político y a las formas de administración de 
justicia. Es decir, en Bolivia se reconoce una pluralidad que es preexis-
tente al sistema colonial, lo que le otorga una particular complejidad 
al análisis de los con�ictos ambientales cuando se aborda la variable 
de los actores sociales.

El presente libro recoge aportes teóricos-conceptuales, re�exiones y 
análisis de personas comprometidas con la transformación de con�ictos 
socioambientales que fueron reunidas por el Instituto de Investigación 
Cientí�ca y Social de la Universidad Nur en el marco del desarrollo 
de una nueva línea de investigación institucional. La misma surge de 
la necesidad de abrir caminos a la búsqueda de mecanismos para la 
transformación de los con�ictos socioambientales, que es una nueva 
cara de la administración de justicia ambiental que pretende ir más 
allá de la fórmula jurídica escueta, pero en ningún caso contra ella.

El propósito del libro consiste en compartir re�exiones con la co-
munidad académica, instituciones públicas y privadas, organismos 
no gubernamentales y público en general, sobre los temas más re-
levantes discutidos en el Foro Internacional “Bolivia y sus desafíos 
socioambientales”, un proceso de re�exión colectiva llevado a cabo 
en la Universidad Nur en septiembre de 2018.

Se trata de siete artículos, distribuidos en tres partes; que ponen a 
consideración de un público más amplio algunos avances, en unos 
casos, productos �nales o experiencias, en otros, que fueron discu-
tidos en dicho foro. Todos los artículos tienen como denominador 
común, no solo el compromiso por desarrollar una lectura propia; 
desde la realidad especí�ca de cada uno de los participantes y cola-
boradores académicos sobre el tema del tratamiento de los con�ictos 
socioambientales, sino de la lucha (en algunos casos) por apoyar las 
reivindicaciones populares por mayor participación y transparencia 
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(caso Tacanas II) en los procesos que deciden la suerte de los recursos 
de bosques, aguas y suelos de los cuales dependen no solo comunidades 
rurales campesinas e indígenas para su sobrevivencia, sino también 
de la economía nacional en su conjunto.

Es en ese marco de experiencias, re�exiones preliminares y discusio-
nes, que el presente texto debe ser abordado. Son los primeros pasos 
de una búsqueda de respuestas a múltiples preguntas, todas ellas 
complejas y difíciles de responder con fórmulas.

Como lo señalamos, el libro está dividido en tres partes fundamentales: 
I. Conceptos y marco normativo en Bolivia en torno a la transforma-
ción de con�ictos socioambientales; II. Casos paradigmáticos de la 
con�ictividad socioambiental en las tierras bajas; III. La implemen-
tación de los derechos de los pueblos indígenas y la relación con la 
transformación de los con�ictos socioambientales.

Se inicia la primera parte con un capítulo en torno a re�exiones y 
propuestas teórico-conceptuales. Allí, I. Rodríguez, M. Inturias, J. 
Robledo, C. Sarti y R. Borel, sintetizan y destacan los aspectos más 
relevantes del debate teórico conceptual existente alrededor de la 
transformación de los con�ictos socioambientales, advirtiendo que hay 
“una necesidad apremiante de desarrollar herramientas conceptuales y 
prácticas que permitan evaluar sus estrategias e intervenciones desde 
una perspectiva de derechos humanos y justicia ambiental”. El texto 
elaborado por los miembros del Grupo Con�uencias refuerza aquella 
máxima expresada por un importante mentor de investigadores como 
lo es Ezequiel Ander-Egg cuando a�rma que “la producción del co-
nocimiento está históricamente condicionada; ninguna producción 
cultural nace y se desarrolla con prescindencia de su contexto que 
constituye la fuente donde se engendra y se desarrolla el pensamiento”.

La primera parte se complementa con el texto de R. Orellana que 
aborda especí�camente el marco normativo de la política ambiental 
que el Estado Plurinacional de Bolivia está desarrollando en base a 
dos fundamentales leyes, la Ley 071 de Derechos de la Madre Tierra 
(2010) y la Ley 300 o Ley Marco de la Madre Tierra y Desarro-
llo Integral para Vivir Bien (2012). Esta arquitectura normativa se 
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encontraría complementada con el diseño de dos instrumentos de 
política pública: la Agenda Patriótica 2025 y el Plan de Desarrollo 
Económico y Social (PDES), ambos aprobados por ley. Sin embargo, 
Orellana plantea que “la controversia de desarrollo vs. medioambiente 
es parte de un debate pendiente en el país que debe ser abordado desde 
un punto de vista teórico-conceptual”, al que nos invita recorrerlo.

La segunda parte del libro nos propone explorar algunos pasajes de 
la historia ambiental de especí�cos escenarios de las tierras bajas de 
Bolivia, con especial énfasis en el departamento de Santa Cruz. En 
breves pero enriquecedores tres capítulos, recorremos un esfuerzo 
por escribir la historia ambiental, no exenta de algunas re�exiones 
teórico-conceptuales generadas a partir de procesos concretos y especí-
�cos de con�ictos ambientales urbanos (Fernando Prado). Se procura 
comprender que la acción humana es parte integral de las transfor-
maciones de la naturaleza y es parte de la historia de la naturaleza.

En el tercer capítulo con el que se inicia esta parte, A. Vadillo nos 
brinda la retrospectiva de una historia de transformación por la acción 
con�ictiva entre grupos sociales que se disputan la apropiación de “los 
bienes comunes, principalmente la tierra y los bosques, sin perder de 
vista los minerales y otros recursos de propiedad del Estado que pasan 
a manos privadas”. El artículo parte del contexto de con�ictividad 
que vivió el país a inicios del presente siglo: la Guerra del Agua (abril 
2002), la Guerra del Gas (abril 2003) y las permanentes tomas de 
tierras que amenazaban con la ‘guerra por la tierra’ (2004). Poste-
riormente se recogen y analizan diferentes reportes sobre con�ictos 
agrarios en el periodo 2004-2013.

El estudio que nos presentan O. Maillard, R. Vides-Almonacid, R. 
Anívarro, y J.C. Salinas, en el capítulo cuarto está relacionado con 
el impacto de la construcción de una carretera proyectada en el mu-
nicipio de San Ignacio de Velasco hasta el año 2020 que afectaría a 
las áreas protegidas Laguna Marfíl y Copaibo y la Reserva Forestal 
Bajo Paraguá. Además, permite determinar los escenarios futuros del 
impacto directo e indirecto que causaría la construcción de dicha 
carretera en términos del cambio de la cobertura de vegetación, a 
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través del análisis espacial de las actividades humanas desarrolladas 
entre los periodos 1986 y 2016, y una proyección de los cambios 
que podrían ocurrir hasta el año 2046.

Fernando Prado aborda en el capítulo cinco una problemática que 
guarda directa relación con los contenidos del Informe Mundial 
sobre los Asentamientos Humanos de 2011 y el Informe Mundial 
de las ciudades 2016 de la ONU-Habitat, respecto a la tendencia de 
urbanización acelerada, los efectos de la misma y del cambio climá-
tico. Ambos factores están convergiendo en peligrosas direcciones 
que suponen una seria amenaza para la estabilidad medioambiental, 
económica y social del mundo.

También, Prado desarrolla re�exiones teórico-conceptuales en torno a 
los procesos de urbanización y ocupación del espacio urbano en Santa 
Cruz de la Sierra y la generación de riesgo al equilibrio ecológico del 
área metropolitana. Plantea el análisis del factor de riesgo en función 
de dos variables: la amenaza y la vulnerabilidad, como condiciones 
necesarias para expresar al riesgo. Complementa su aporte con la 
identi�cación y descripción de 15 casos de con�ictos ambientales 
urbanos en la capital oriental describiendo a los actores involucrados 
y sus resultados.

Finalmente, en la tercera parte del libro, están recogidas dos expe-
riencias y re�exiones en torno a los esfuerzos y di�cultades técnicas 
e institucionales para consolidar el ejercicio de los derechos de los 
pueblos indígenas consignados en la Declaración de las Naciones 
Unidas. En particular, el derecho al desarrollo de conformidad con 
sus propias necesidades e intereses, a determinar y elaborar las prio-
ridades y estrategias para su desarrollo o la utilización de sus tierras 
o territorios y otros recursos a través de la implementación y conso-
lidación de las autonomías indígenas en Bolivia. Se analiza además la 
relación que tiene el desarrollo de capacidades institucionales en los 
pueblos indígenas para abordar la transformación de los con�ictos 
socioambientales.

Debe recordarse que el proceso autonómico de los pueblos y naciones 
indígena-originarios en el país cobró fuerza en 1990 con la Marcha 
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por el Territorio y la Dignidad. Desde entonces, el país transitó por 
una serie de eventos políticos y sociales en procura de consolidar el 
derecho a la libre determinación, a la autonomía o al autogobierno 
en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y locales, así 
como a disponer de medios para �nanciar sus funciones autónomas, 
reivindicaciones que se concretaron en el marco legal del Estado 
boliviano. 

Ahora las autonomías indígenas son una realidad jurídica por su 
reconocimiento en la Constitución Política del Estado (CPE) (pro-
mulgada en febrero de 2009) y en la Ley Marco de Autonomías y 
Descentralización (LMAD) (julio de 2010), donde se establecen dos 
modalidades de acceso a las autonomías indígenas, una por conver-
sión de Gobierno Municipal a Autonomía Indígena y la otra por 
la Autonomía Indígena de base territorial. En la actualidad es una 
realidad institucional la existencia de tres autonomías indígenas vi-
gentes en Bolivia: Charagua Iyambae, en el departamento Santa Cruz, 
Raqaypampa en el departamento de Cochabamba y Uru Chipaya en 
el departamento de Oruro. Raqaypampa es la primera Autonomía 
Indígena Originario Campesina que se logró vía territorio mientras 
que Charagua Iyambae y Uru Chipaya accedieron a su autonomía 
vía conversión de municipio.

En el capítulo seis, “Lomerío: La autonomía indígena de base terri-
torial como fuerza de transformación de con�ictos ambientales”, M. 
Inturias, I. Rodriguez, M. Aragón, E. Masay y A. Peña plantean una 
lectura panorámica, retrospectiva, crítica y provocadora en torno al 
proceso de implementación y consolidación de la autonomía indí-
gena de base territorial del pueblo Monkoxi y la oportunidad que 
ello conlleva para la generación de espacios de transformación de los 
con�ictos socioambientales.

Para cerrar el libro tenemos el texto de P. Arauz, “¿Los acuerdos de la 
consulta se cumplen?”, que nos invita a analizar la aplicación de la Ley 
3058 de Hidrocarburos que norma las actividades hidrocarburíferas de 
acuerdo a la Constitución Política del Estado y establece los principios, 
las normas y los procedimientos fundamentales que rigen en todo el 
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territorio nacional para el sector hidrocarburífero. El texto se concentra 
especí�camente en la aplicación del derecho a la consulta previa, libre 
e informada y consetimiento de las naciones y pueblos indígenas en 
torno a la explotación de los recursos naturales en sus territorios, 
una de las principales conquistas de las organizaciones indígenas. La 
re�exión de Arauz se enfoca especí�camente en la descripción del 
proceso de diálogo, consulta y participación con respecto al proyecto 
de exploración hidrocarburífera denominado “Adquisición Sísmica 
2D Cuenca Madre de Dios, Área Nueva Esperanza” en la TCO Tacana 
II, ubicada al norte del departamento de La Paz.

Con la lectura del presente libro esperamos lograr el propósito de 
una mejor conceptualización y comprensión integral de los con-
�ictos socioambientales y la manera en que se debe trabajar para su 
transformación, generando mecanismos �exibles y con capacidad de 
adaptación a los nuevos contextos ambientales emergentes.



PARTE I:

Conceptos y marco normativo en Bolivia en torno a la 
transformación de confl ictos socioambientales
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CAPÍTULO 1:

La transformación de conflictos socioambientales. 
Un marco conceptual para la acción

Iokiñe Rodríguez1, Mirna Inturias2, Juliana Robledo3, Carlos Sarti4, 
Rolain Borel5

Grupo Confluencias

Introducción

América Latina tiene una larga historia de luchas por el uso de sus 
recursos naturales. Pero esta tendencia se ha hecho particularmente 
intensa en la última década debido al incremento de actividades 
extractivas y la expansión de la agroindustria y mega proyectos de 
desarrollo en zonas de alta sensibilidad ambiental y sociocultural. 
A modo de ilustración, el Atlas de Justicia Ambiental (www.ejatlas.
org) de la Universidad de Barcelona, España, muestra que un 31% 

1 Iokiñe Rodríguez, investigadora y docente en la Escuela de Desarrollo Inter-
nacional (dev), Universidad de East Anglia, Reino Unido,  
i.rodriguez-fernandez@uea.ac.uk.

2 Mirna Liz Inturias, docente y coordinadora del Instituto de Investigación 
Cientí�ca Social, Universidad nur, Santa Cruz, Bolivia,  
mirnainturias@gmail.com.

3 Juliana Robledo, consultora independiente, especialista en mediación y 
construcción de diálogo para el desarrollo sustentable, Argentina,  
julianaroble@gmail.com.

4 Carlos Sarti, director de la Fundación ProPaz, Guatemala,  
carlos_sarti@propaz.org.gt.

5 Rolain Borel, Professor Emeritus. United Nations University of Peace, Costa 
Rica, rolain.borel@gmail.com.
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de los con�ictos socioambientales reportados a escala mundial están 
concentrados en América Latina, y una buena parte de ellos sur-
gen por actividades mineras. Por otro lado, la organización Global 
Witness –que ha venido documentando desde el año 2002 a escala 
global el incremento de homicidios de luchadores ambientales que se 
oponen a actividades extractivas en sus territorios– reportó el 2017 
como el año de más asesinatos hasta entonces (207), con un 60% 
de los mismos concentrados en América Latina, mayoritariamente 
en Brasil (57), Colombia (25) y México (15), pero también en Perú 
(8), Honduras (5), Nicaragua (4), Guatemala (3), Argentina (2) y 
Venezuela (1). A esto se une el aumento de la criminalización y re-
presión de la protesta y el debilitamiento del principio de la consulta 
libre, previa e informada.

Hoy más que nunca urge poner en práctica estrategias que ayuden a 
contrarrestar la con�ictividad socioambiental y el incremento de la 
violencia por el uso de los recursos naturales en la región. Es cada vez 
más claro que en las condiciones actuales, el abordaje de este tipo de 
con�ictos a través de enfoques meramente instrumentales basados 
en la negociación de intereses, mediaciones e incluso diálogos inter-
sectoriales, presenta serias limitaciones para promover procesos de 
cambio social que generen condiciones de mayor equidad y justicia. 
Los con�ictos socioambientales han mostrado, en muchos casos, 
una tendencia a volverse recurrentes con el uso de estos enfoques, 
perdiendo oportunidades para lograr acuerdos democráticos y du-
raderos respecto a la gestión y conservación de recursos naturales 
y territorios en diversos puntos de la región. En la mayoría de los 
casos estos con�ictos tienen raíces profundas y complejas, con un 
importante componente político, histórico y cultural y de asimetrías 
de poder, lo que hace que los mismos no puedan ser afrontados a 
través de procesos convencionales.

A partir de la década de 2000, y con iniciativas promovidas desde 
diversos ámbitos, se comenzaron a impulsar en América Latina proce-
sos de re�exión colectiva entre instituciones y profesionales de varios 
países en torno a aspectos relacionales, estructurales y culturales que 
componen los con�ictos socioambientales, así como las dinámicas que 
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se deben generar para transformarlos, con miras a la promoción de 
un proceso de cambio social basado en criterios de justicia ambiental 
y social, interculturalidad y equidad. Como resultado, se ha venido 
usando cada vez más el enfoque de transformación de con�ictos 
socioambientales como paradigma alternativo a la mediación o reso-
lución de con�ictos. Un re�ejo de estos procesos son los foros anuales 
de transformación de con�ictos socioambientales realizados por la 
Fundación Futuro Latinoamericano con diferentes colaboradores, 
primero en Quito y luego en diferentes países de América Latina, con 
la �nalidad de posicionar el enfoque mencionado. De igual modo, se 
ha incrementado la difusión de una variedad de nuevas publicaciones 
que buscan orientar buenas prácticas de transformación de con�ictos 
desde la gestión pública y organizaciones de base.

Pese a esto, persiste un signi�cativo vacío sobre las metas a las que 
debe enfocarse la transformación de con�ictos socioambientales y 
fundamentalmente los caminos para lograrla. Si bien se habla cada 
vez más de la transformación de con�ictos socioambientales como 
meta y proceso en la gestión ambiental, todavía hay una necesidad 
apremiante de desarrollar herramientas conceptuales y prácticas 
que permitan a profesionales, organizaciones comunitarias, actores 
gubernamentales, organizaciones internacionales, activistas y em-
presas privadas involucradas en con�ictos, evaluar sus estrategias e 
intervenciones desde una perspectiva de derechos humanos y justicia 
ambiental. Además, dada la difusión popular del término, existe el 
peligro de que la transformación del con�icto se convierta en otra 
frase de moda, con un signi�cado difuso.

La necesidad de precisar con claridad lo que signi�ca la transforma-
ción de con�ictos ambientales nos conduce a preguntar, por ejemplo:

 z ¿Cómo se transforma un con�icto socioambiental? Y, lo más 
importante, ¿qué se transforma?

 z ¿Cómo sabemos cuándo los movimientos de resistencia o las 
estrategias puestas en práctica están progresando hacia un 
cambio social transformador y justo?
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 z ¿Cuáles son los principales desafíos para la transformación de 
con�ictos ambientales en términos de superar las asimetrías 
de poder, fortalecer o generar capital social, crear instituciones 
estables y efectivas, producir cambios en las políticas públicas, 
en los marcos económicos, ayudar a cambiar las lógicas del 
desarrollo y las políticas ambientales internacionales o construir 
relaciones interculturales?

Este documento busca responder estas preguntas. Para ello, se apoya en 
el Marco Transformador de Con�ictos Socioambientales desarrollado por 
el Grupo Con�uencias, un conjunto de profesionales e investigadores 
latinoamericanos involucrados en la transformación de con�ictos 
que ha estado trabajando desde 2005 como plataforma para la deli-
beración, investigación conjunta y desarrollo de capacidades en este 
tema. El Grupo Con�uencias adaptó el enfoque de Transformación 
de Con�icto (que se originó en los Estudios de Paz) al caso particular 
de los con�ictos socioambientales para ayudar a guiar y evaluar los 
procesos de transformación de con�ictos en la región. El Marco está 
nutrido por el trabajo realizado con pueblos indígenas apoyando en 
la transformación de sus con�ictividades socioambientales, lo que 
explica el papel central de la construcción de relaciones interculturales. 
Si bien esto es fundamental en el contexto de América Latina debido 
a su alta población indígena, creemos que el desafío de construir 
relaciones interculturales va más allá del contexto y las realidades 
de los pueblos indígenas. De hecho, uno de los mayores desafíos 
actuales de la humanidad es cuestionar y resistir la modernidad, el 
desarrollo y el progreso, tal y como usualmente lo conocemos. Por 
lo tanto, esperamos que los lectores también puedan usar y adaptar 
el Marco a otros contextos.

También esperamos que este pueda ser de utilidad para activistas, 
comunidades locales, académicos y gestores públicos, para analizar y 
comprender los procesos de transformación a favor de mayor justicia 
ambiental que se llevan a cabo desde las bases. Actualmente esta 
herramienta es probada en estudios de caso en diferentes partes del 
mundo bajo las directrices del proyecto “Conocimiento académico 
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y activista co-producido sobre justicia ambiental” (ACKnowl-EJ).6 Si 
decide utilizarla, por favor, háganos saber sus impresiones para que 
podamos mejorarla y ampliarla.

Hemos dividido el texto en tres partes: en primer lugar, de�nimos 
lo que entendemos como con�ictos socioambientales; en segundo 
lugar, de�nimos la transformación de con�ictos prestando especial 
atención al papel que desempeña el ejercicio de poder; y, por último, 
proponemos una guía para ayudar a evaluar el proceso de transforma-
ción de con�ictos y su contribución a una mayor justicia ambiental.

Qué entendemos por conflicto socioambiental

La (in)justicia es tanto la causa como a menudo la consecuencia de los 
con�ictos. Sin embargo, en la literatura de estudios ambientales no 
existe un consenso explícito sobre cómo se debe de�nir un con�icto 
socioambiental. Los signi�cados del término varían según los marcos 
conceptuales o paradigma de con�icto que guía a cada autor, actor 
o institución en el abordaje de esta problemática.

Una parte importante de las de�niciones existentes y usadas común-
mente en este campo de acción enfatizan el tema de la confrontación 
de intereses como nodo de la con�ictividad, es decir, ven el con�icto 
como producto de una competencia por la satisfacción de intereses 
y necesidades entre grupos diversos respecto al uso de la naturaleza 
y sus recursos (ej. Bedoya et al., 2010). Esto tiene vinculación con 
la fuerte in�uencia que ha tenido el paradigma de resolución de 
con�ictos en el campo de estudio y de abordaje de la con�ictividad 
socioambiental, en el cual se focaliza la negociación de intereses y 
necesidades. Si bien el tema de la competencia por el control y uso del 
ambiente y sus recursos es sin duda un aspecto importante a tomar 
en cuenta, pensamos que es insu�ciente.

Hay tres elementos clave que guían la comprensión de los con�ictos 
socioambientales desde un marco de transformación y que están 
ausentes en la mayoría de las de�niciones comúnmente usadas: a) 

6 www.acknowlej.org/
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los con�ictos socioambientales como parte de con�ictividades más 
amplias, b) la cultura, y c) el poder.

LOS CONFLICTOS COMO PARTE DE CONFLICTIVIDADES MÁS AMPLIAS

Los con�ictos no se dan en el aire o por pura voluntad, siempre se dan 
en un contexto o ambiente que los in�uye. Conocer el ambiente en 
el cual surgen los con�ictos ayuda a comprenderlos, dimensionarlos 
y per�lar métodos y formas de tratamiento.

En este sentido, compartimos la distinción que hace la Fundación 
ProPaz de Guatemala entre con�icto y con�ictividad (Sarti y Aguilar, 
2008). La noción de con�ictividad ha sido propuesta no como una 
noción explicativa, sino como una orientación descriptiva y orien-
tadora que nos permite conocer y delimitar el contexto especí�co de 
determinados con�ictos o grupo de con�ictos similares.

La con�ictividad puede asumir un carácter histórico. En este caso, 
nos permite conocer y ver el desarrollo de las relaciones con�ictivas/
colaborativas entre Estado y sociedad. Desde esta perspectiva, la 
con�ictividad histórica alude a los “candados estructurales” (como la 
pobreza, la exclusión, la desigual distribución de la riqueza y de los 
bene�cios sociales, el racismo y la dependencia externa) que frenan 
el desarrollo y fomentan la ingobernabilidad.

La con�ictividad también puede asumir un carácter particular coyuntu-
ral. Este es el caso de con�ictividades especí�cas, como, por ejemplo, 
la con�ictividad socioambiental en una coyuntura determinada o en 
un período más largo. En este caso, la ocupación de una empresa 
minera por campesinos o pueblos indígenas y, eventualmente, la 
represión a que dé lugar, no se ve como un con�icto aislado entre 
dos partes, sino como un caso que se inserta en una problemática 
mayor: la con�ictividad minera.

Las con�ictividades son, entonces, procesos en los cuales se dan con-
�ictos que comparten similares características. La con�ictividad puede 
permanecer latente y en determinadas coyunturas hacerse mani�esta. 
Los con�ictos de índole similar o con causas comunes, entonces, 
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son el resultado de la manifestación concreta de una con�ictividad 
determinada, la cual suele delimitarse para efectos de su análisis.

A pesar de que podemos caracterizar una con�ictividad por la recu-
rrencia de con�ictos similares, ésta no es solo la suma de aquellos 
con�ictos puntuales de índole similar, sino más bien el conjunto de 
dichos con�ictos más las relaciones económicas, políticas y sociocultu-
rales entre los actores y sectores que en ellas con�uyen, principalmente 
entre instituciones estatales y actores y sectores sociales.

Esto quiere decir que las causas de las desigualdades, que subyacen 
en los con�ictos socioambientales, no están necesariamente locali-
zadas en el lugar donde se mani�esta físicamente el mismo, sino en 
sistemas económicos, políticos y culturales multi-escalares. En este 
sentido, compartimos la visión crítica desarrollada desde la economía 
ecológica donde se conceptualizan los con�ictos socioambientales 
como con�ictos ecológicos distributivos, vinculados a la fase actual de 
acumulación capitalista, donde se consumen cada vez más materiales, 
energía y agua a escala planetaria. Todo ello está agudizando las pre-
siones sobre los recursos naturales en regiones como América Latina, 
provocando degradación, escasez y privaciones sociales en algunos 
sectores de la sociedad (Sabatini y Sepúlveda, 1997) e impulsando 
un desplazamiento geográ�co de las fuentes de recursos naturales del 
sur hacia el norte, así como sumideros de residuos hacia la periferia 
(Martínez-Alier, 2004).

Así mismo, compartimos la visión crítica del con�icto socioambiental, 
desarrollada por autores como Guillaume Fontaine (2003) y Maristella 
Svampa (2008) que apuntan a superar la tendencia particularista en la 
comprensión de la con�ictividad, resaltando a cambio la importancia 
de una mayor comprensión de la naturaleza política de la misma. 
Bajo esta perspectiva, los con�ictos socioambientales son el resultado 
de procesos de exclusión en la toma de decisiones respecto al uso del 
ambiente y sus recursos y, por lo tanto, son luchas locales y globales 
de ciudadanía por una mayor participación en las políticas públicas 
y en la forma como se de�ne y pone en práctica el desarrollo en la 
región. En este sentido, los con�ictos socioambientales hablan de 
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la necesidad de lograr rede�niciones en la estructura del Estado y de 
su papel, así como en el sector empresarial y la sociedad civil, en el 
diseño y puesta en práctica de políticas públicas y de desarrollo, pero 
también en el paradigma dominante de modernidad/capitalismo (De 
Sousa Santos et al., 2008).

EL FOCO EN LA CULTURA

Aunque la lucha por la superación de desigualdades en el uso del am-
biente tenga una base material o tangible, los con�ictos ambientales 
actuales son mucho más que meras disputas por valoraciones materiales 
del ambiente. El énfasis en los aspectos tangibles de los con�ictos so-
cioambientales privilegia: a) una visión de la naturaleza como recurso 
material, b) una visión del con�icto como resultado de la competencia 
por recursos naturales escasos y c) soluciones materiales y técnicas a 
los mismos, tales como compensaciones, indemnizaciones, nuevas 
regulaciones y normativas ambientales y nuevos arreglos institucionales 
para la toma de decisiones. Sin embargo, los con�ictos socioambienta-
les tienen a menudo causas intangibles producto de un choque entre 
diferentes visiones del mundo y cosmovisiones, que se expresan en un 
choque entre modelos de desarrollo, visiones de la naturaleza y hasta 
entre diferentes sistemas de conocimientos.

Introducimos aquí el otro tema ausente en muchas de las de�niciones 
de con�icto socioambiental: la dimensión cultural. Lo intangible tiene 
que ver con lo simbólico y cultural ya que los recursos naturales no 
son solo recursos materiales; son también recursos simbólicos, cuyos 
usos rea�rman y legitiman la identidad de diferentes grupos sociales. 
Las luchas por el uso de la tierra, los bosques y los ríos, entre otros 
recursos, son por lo general luchas simbólicas (de signi�cados) y por 
lo tanto luchas de identidad (Greider y Garkovich, 1994).

La naturaleza en sí misma (y sus elementos: agua, tierra, bosques, fuego, 
fauna, entre otros), tiene múltiples signi�cados para diferentes grupos 
sociales, los cuales son re�ejos simbólicos de cómo se autode�nen los 
mismos (ver Cuadro 1 para algunos ejemplos). Los diferentes signi�-
cados de la naturaleza entran en tensión y a menudo se renegocian (o 
no) en el momento que existe la percepción de un cambio ambiental 
signi�cativo o una amenaza sobre la identidad del grupo. El signi�cado 
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de la naturaleza que domina y que como resultado in�uencia las acciones 
sociales y la distribución de recursos, es el que representa al grupo con 
el mayor grado de poder.

Cuadro 1. Diferentes significados de la naturaleza

La sopa de rocas

Recientemente, Don Juan Kamaja, un guía espiritual maya en 
Guatemala nos señaló que ellos luchan por los recursos naturales 
porque les dan de todo. “Incluso las rocas nos dan bene�cios. Antes 
hacíamos la “sopa de rocas”; hervíamos las rocas en ollas y el caldo 
que salía nos servía para fertilizar la tierra. Para los occidentales es 
mejor comprar fertilizantes en los agronegocios”.

El fuego como un símbolo de vida y alegría

Para el pueblo Pemon de la Gran Sabana, en Venezuela, el fuego 
signi�ca “vida y alegría”. Según los abuelos, el fuego no solo trae 
alegría al Pemon, sino que también a Pata, su lugar, su tierra. Es 
común oír a los abuelos decir “si no hay fuegos, Pata está triste”. 
El fuego está presente en numerosos aspectos de la vida del Pemon 
y es además parte de su autode�nición como “gente de sabana”. 
Ver el horizonte, la sabana y el humo le da al Pemon un fuerte 
sentido de tranquilidad. Esto tiene que ver con el uso del fuego en 
la transmisión de mensajes sobre el bienestar de la familia y amigos 
durante rutinas diarias. Diferentes densidades, formas y colores del 
humo tienen signi�cados distintos. Pueden diferenciar una señal 
de emergencia de una cacería exitosa, o un fuego de sabana de uno 
de bosque o de matorral. La ausencia de fuego también puede ser 
una señal de que algo anda mal. Por ello, algunos abuelos de�nen 
al fuego como “una carta o mensajero”.

Por otro lado, para los Pemon es a través del fuego que la sabana 
se mantiene “verde y bonita”. Una abuela Pemon una vez nos dijo: 
“El fuego para nosotros es importante para remplazar el monte 
viejo, quemamos para que salga monte nuevo. Es como un hombre 
que no se ha afeitado y su pelo ha crecido, se ve feo. Si se afeita
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se ve buen mozo. Es igual con la sabana”. Además, el fuego juega 
un papel importante en la prevención de incendios. “El fuego 
se usa para hacerle el mantenimiento a nuestras tierras. Dejar la 
sabana crecer es mucho más peligroso porque puede causar un 
incendio grande. Para evitar eso quemamos parte por parte.” Para 
los criollos, especialmente los gestores ambientales y los cientí�cos, 
el fuego signi�ca destrucción, hasta el punto de que los Pemon 
son comúnmente llamados “los Quemones” (Rodríguez, 2004).

La visión andina del agua

Para los pueblos andinos, el agua es mucho más que un recurso 
hídrico. “El agua es un ser vivo, proveedor de vida y de animación 
del universo. Con el agua se dialoga, se le trata con cariño, se le cría. 
Esta visión ha sido factor fundamental para la adecuada cosecha, 
conservación y reproducción de los recursos hídricos… El agua 
proviene de Wirakocha, dios creador del universo, que fecunda la 
Pachamama (madre tierra) y permite la reproducción de la vida. 
Es, por tanto, una divinidad que está presente en los lagos, las 
lagunas, el mar, los ríos y todas las fuentes de agua”.

El agua es base de la reciprocidad y complementariedad. “Permite 
la integración de los seres vivos, la articulación de la naturaleza 
y de la sociedad humana. Es la sangre de la tierra y del universo 
andino. Permite practicar la reciprocidad en la familia, los gru-
pos de familias y comunidades andinas. Ordena la vida de los 
individuos, presenta la diferencia no como oposición sino como 
complementariedad, y facilita la solución de los con�ictos sobre la 
base de acuerdos comunitarios. El agua ‘es de todos y es de nadie’. 
Pertenece a la tierra y a los seres vivos, incluyendo al ser humano. 
Se distribuye equitativamente de acuerdo a necesidades, costumbres 
y normas comunitarias, y según su disponibilidad cíclica”. Esta 
visión entra en choque con actividades humanas que acaparan 
el agua para usos particulares, como por ejemplo en los sectores 
mineros, industriales, agrícola empresariales, y otros, donde se ve 
al agua como una mercancía (IDRC/MINGA 2003).
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La dimensión intangible de los con�ictos socioambientales no puede 
ser resuelta ni por la vía de la valoración económica de la naturaleza 
ni por la asignación de normas ecológicas a la economía (Le­, 2001). 
Es necesario estudiar, comprender y abordar las relaciones de poder 
que se dan a nivel de la construcción de signi�cados y valorizaciones 
colectivas del ambiente. Esto es lo que el antropólogo colombiano 
Arturo Escobar ha llamado el estudio de las “ecologías de la diferen-
cia”, destacando la noción de “distribución cultural” vinculada a los 
con�ictos socioambientales que emergen de diferentes signi�cados 
culturales, pues, sostiene: “el poder habita en los signi�cados y los 
signi�cados son la fuente del poder” (Escobar, 2010b).

EL FOCO EN EL PODER

Así como los con�ictos socioambientales surgen de las luchas de 
poder por signi�cados, también surgen por luchas de poder en las 
relaciones humanas y sobre las estructuras existentes que fomentan 
fuertes desigualdades entre grupos humanos en el uso de uno o más 
recursos naturales. Los reclamos por una mayor justicia ambiental 
señalan la necesidad de abordar estas desigualdades y las asimetrías 
de poder en el uso del ambiente en muchos niveles diferentes.

Esto se re�eja en la práctica en una diversidad de situaciones, como 
ser: a) restricciones de uso de recursos naturales para algunos actores 
(ej. privatización de recursos naturales como el agua, establecimiento 
de áreas protegidas), b) desplazamientos de poblaciones locales por 
expansión urbana o reordenamientos urbano-rurales o territoriales, 
c) impactos socioambientales por nuevos proyectos de desarrollo, 
d) degradación ambiental producto de actividades extractivas, e) 
formas de manejo ambiental que excluyen o invisibilizan saberes 
ambientales locales.

La transformación de los con�ictos y la construcción de mayor justicia 
ambiental, por lo tanto, pasan necesariamente por lograr un cambio 
en las relaciones y estructuras de poder que generan dichas inequi-
dades; por ello, la comprensión de con�ictos desde “las relaciones de 
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poder” debe ser un punto de partida en el abordaje de la con�ictividad 
socioambiental.

Para comprender o abordar el tema del poder en los con�ictos socioam-
bientales y hacer frente a sus asimetrías, en el Grupo Con�uencias 
encontramos útil hacer una distinción entre dos tipos de poder: el 
poder de dominación, es decir el poder en su forma coercitiva y he-
gemónica (lo que algunos teóricos del poder llaman “poder sobre”), y 
el poder de transformación, que alude a formas de poder que buscan 
impactar sobre el poder de dominación y producir un cambio social.

La noción de poder como dominación es la que más comúnmente se 
maneja. Lleva implícita la idea de imponer un mandato o concretar 
una idea por la vía de la fuerza y la violencia cultural. Por ello, tiene 
una fuerte carga valorativa negativa y a menudo se la explica con la 
frase “A afecta B de manera contraria a los intereses de B” (Bachrach 
y Baratz, 1962).

Sin embargo, el poder de dominación no siempre se ejerce de forma 
coercitiva sino también a través de mecanismos más sutiles. En este 
sentido, encontramos importante y útil distinguir entre la cara visible 
y otras menos visibles del poder dominación (Figura 1).

Figura 1. Diferentes tipos de poder de dominación

Poder visible Poder escondido Poder invisible/internalizado

Instancias de toma de 
decisión pública (y de 
represión).

Manipulación (de�niendo la 
agenda detrás de la escena).

Discursos, narrativas, visiones 
del mundo, conocimiento, 
conductas, pensamientos, ideas.

Fuente: Elaboración propia con base en el Cubo de Poder, 2011.7

7 El Cubo de Poder (Power Cube) es una metodología impulsada por los miem-
bros del equipo de Poder, Participación y Cambio Social (PPSC) del Instituto 
de Estudios para el Desarrollo (IDS) de la Universidad de Sussex en Ingla-
terra, liderado por John Gaventa. Se sustenta en la corriente de ‘empodera-
miento’ del movimiento social de los años ochenta que pretende la inclusión 
de sectores marginados para tener mayores garantías de lograr los resultados 
de transformación esperados y la sostenibilidad de los procesos de cambio. 



41

En la sociedad, la cara visible del poder se mani�esta a través de 
instancias de toma de decisiones (instituciones) donde se establecen 
o �jan temas de interés público tales como los marcos legales, regula-
ciones y políticas públicas. Incluye desde instancias políticas formales 
como congresos, asambleas legislativas y órganos consultivos, hasta 
organizaciones de la sociedad civil y movimientos sociales. Este es el 
espacio público donde diferentes actores despliegan sus estrategias 
para hacer valer sus derechos e intereses. A este tipo de poder se le 
conoce también como el poder institucional o estructural.

Pero en una mayoría de veces el poder se ejerce de manera “escondida” 
por parte de algunos sectores para mantener su hegemonía y situación 
privilegiada en la sociedad, creando obstáculos a la participación, 
excluyendo temas de la agenda pública o controlando las decisiones 
políticas “detrás de la escena”. En otras palabras, el poder de domina-
ción lo ejercen también personas o redes de poder que se articulan para 
asegurar que sus intereses y visiones de mundo sean los dominantes.

Las prácticas discursivas, narrativas, visiones del mundo, conocimien-
tos, conductas y pensamientos que son asimiladas por la sociedad 
como ciertas sin cuestionamiento público son otras formas de poder 
invisible.

Estas formas estructurales de poder se materializan en las institucio-
nes del Estado, en el mercado y en la sociedad civil, dando origen a 
un sesgo estructural en las relaciones y las consecuentes relaciones 
asimétricas de poder. Por ello, a esta forma de poder invisible se le 
conoce también por el nombre de poder cultural. Aquí, las personas 
pueden permanecer ignorantes de sus derechos o de su capacidad para 
hacerlos valer, y puede que asuman ciertas formas de dominación 
sobre ellos como “naturales” o inmutables, y por lo tanto permanecen 
incuestionadas. De esta manera, con frecuencia, el poder invisible y 

Rompe con la idea de que las personas son seres pasivos al considerarlas como 
actores legítimos del desarrollo con un rol activo. Para mayores detalles ver 
http://www.powercube.net/.
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el poder escondido actúan juntos, uno controlando el mundo de las 
ideas y el otro controlando el mundo de las decisiones.

Esta distinción entre el poder concentrado en instituciones, en perso-
nas y cultura es muy importante tanto para comprender las relaciones 
de poder y de dominación en con�ictos socioambientales como la 
perpetuación de injusticias ambientales.

El desafío para la superación de la violencia, las injusticias y por ende 
la transformación de con�ictos, es generar estrategias que permitan 
impactar sobre los siguientes tres ámbitos en los que se concentra 
el poder en la gestión ambiental y el control de los territorios: a) en 
las instituciones, marcos legales y normas, b) en las personas y sus 
relaciones, y c) en los discursos, narrativas y maneras de ver el mundo.

En otras palabras, el desafío es poner el poder al servicio de la trans-
formación de con�ictos. En la tercera sección discutiremos cómo se 
hace esto y también cómo se evalúa la transformación en sí.

Qué entendemos por transformación de conflictos socioambientales

APORTES DESDE LOS ESTUDIOS DE PAZ

El enfoque de transformación de con�ictos nos ofrece una ruta con-
ceptual y metodológica para avanzar hacia la construcción de mayor 
justicia ambiental. Este enfoque tiene su origen en estudios sobre la 
paz, especí�camente en sociedades post con�ictos armados, con los 
trabajos de autores como Jon Paul Lederach (1995, 2003, 2008) y 
Johan Galtung (2004), entre otros.

El punto de partida del enfoque de transformación de con�ictos es 
que la con�ictividad tiene su origen en realidades percibidas como 
injustas y violentas, y nos invita a re�exionar sobre las oportunidades 
que nos abren las controversias y choques de intereses y visiones para 
producir cambios sociales y construir procesos de paz sostenibles.

La transformación de con�ictos comienza por lo tanto por com-
prender los diferentes tipos de violencia presentes en los con�ictos 
para poder reducirlos, diferenciando entre los factores de escalada 
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que dan origen a situaciones de crisis y las causas más profundas y 
arraigadas en la sociedad. Los factores de escalada pueden ser acciones 
violentas de parte de mecanismos gubernamentales y privados, infor-
mación malintencionada, rumores, falta de acceso a la información, 
de�cientes mecanismos de participación y canales de comunicación 
poco e�caces. La intervención a este nivel ayuda a evitar actos de 
violencia, pero raras veces apunta a atacar las causas estructurales 
como desigualdad, modelos de desarrollo basados en exportación 
de materia prima, exclusión y pobreza.

La diferenciación entre los factores de escalada y las causas profundas 
de los con�ictos se relacionan con el entendimiento de la violencia 
en sus diferentes aspectos. En la transformación de con�ictos se 
aborda tanto la violencia directa, actos violentos físicos y psicológicos 
dirigidos intencionalmente contra personas, como también la vio-
lencia estructural y cultural (Galtung, 1969). La violencia estructural 
se re�ere a sistemas políticos, económicos y sociales que a�rman 
mecanismos de explotación, represión o exclusión; mientras que la 
violencia cultural legitima las otras dos formas de violencia a través 
de la imposición, muchas veces invisible, de sistemas de valores y 
creencias, que excluyen o violentan la integridad física, moral o 
cultural de ciertos grupos sociales al subvalorar sus propios sistemas 
de valores o creencias (Galtung, 1990).

A diferencia de otros enfoques usados para abordar con�ictos como 
el de resolución, que ve el con�icto como algo negativo que hay su-
perar o por lo menos reducir, el de transformación apunta más bien 
a comprender e impactar sobre sus causas profundas y ve al con�icto 
como un catalizador de cambio social a través de una doble dimensión. 
Por un lado, tensiona y corrompe la relaciones sociales, pero por el 
otro tiene el potencial de superar, cambiar y transformar aquellas 
relaciones con�ictivas hacia un cauce constructivo más armónico y 
equilibrado entre actores sociales (Figura 2). Esto se debe a que el 
con�icto permite que se visibilicen y se expresen dimensiones de la 
sociedad que deben cambiar.
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El enfoque analítico de la transformación supone pasar de la lógica de 
resolver a la lógica de comprender los con�ictos. Desde esta perspec-
tiva, el rol de los actores externos cambia de bomberos apaga fuegos 
a arquitectos que construyen campos o plataformas transformativas 
de nuevas relaciones sociales.

Figura 2.  Diferencias básicas entre resolución y transformación de 
conflictos

Características Resolución Transformación

Mirada del con�icto El con�icto como algo negativo, 
por lo tanto hay que superarlo o 
por lo menos reducirlo.

El con�icto como catalizador de cambio 
social, por lo tanto hay que potenciar su 
poder transformador.

¿Qué es lo 
importante?

Salir del con�icto. Transformar las raíces de los con�ictos.

¿Cómo? Por medio de la mediación, 
negociación y otras 
herramientas.

A través de un modo de abordar la 
complejidad de las causas de los con�ictos 
que incluye acción social, resistencia, 
incidencia política, y mucho más.

El verbo es Resolver. Comprender.

El rol de externos Bomberos que llegan a un 
incendio, apagan el fuego y 
luego se van sin saber qué lo 
produjo, y lo puede provocar 
de nuevo.

Arquitectos que construyen campos 
o plataformas transformativas de las 
relaciones sociales.

Fuente: Adaptado de Maise y Lederach, 2004.

Como enfoque, nos provee de unos lentes que nos permiten com-
prender el con�icto en su dinámica y en los múltiples niveles donde 
se expresa: en las personas, en las relaciones, en los liderazgos, en 
las organizaciones, en los sistemas políticos, en la construcción de 
narrativas, en los marcos culturales, etc. Es decir, que, desde una 
perspectiva descriptiva, reconoce que en el devenir del con�icto 
social cada uno de estos aspectos va cambiando por diversas causas 
(contextuales, estructurales, de estrategias de los actores, coyunturales, 
etc.) y podemos/debemos bucear en ellas, trascendiendo la expresión 
inmediata del con�icto.
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También este enfoque reconoce que al episodio del con�icto le subyacen 
elementos relacionales y estructurales que determinan su expresión hoy 
y ahora, y que es necesario atenderlos principalmente para aumentar 
la justicia en las relaciones y estructuras sociales, y en segundo lugar 
para evitar reeditar los episodios. En los con�ictos socioambientales 
se pueden reconocer fácilmente los niveles donde los episodios con-
�ictivos se suceden (reclamos ante pasivos ambientales, oposición a 
una política determinada, movilización contra la instalación de una 
actividad extractiva o la construcción de infraestructura, vulneración 
a territorios indígenas, etc.) y donde las causas de estas manifestacio-
nes pueden encontrarse lejos de esos momentos, tanto física como 
históricamente, lo que Maise y Lederach (2004) denominan epicentro 
de un con�icto (Figura 3).

Figura 3. La Plataforma Transformativa

Plataforma: Base para la creación de procesos
de respuesta para los temas inmediatos y 
para los patrones más profundos

Epicentro:
Contexto relacional y 
patrones visibles a 
través del tiempo

Pasado Futuro

Episodios: Temas, contenido, controversia
expresada a lo largo del tiempo
(crisis)

Fuente: Maiese y Lederach, 2004.

En este sentido, y desde una perspectiva prescriptiva, la transformación 
del con�icto es también un proceso de compromiso con la transfor-
mación de relaciones, patrones, discursos y, de ser necesario, de la 
mismísima conformación de la sociedad que sirve para reproducir 
el con�icto. Exige trascender la expresión “episódica” del con�icto y 
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se enfoca en los patrones relacionales e históricos en los que el con-
�icto se enraíza, en aquellos aspectos que generan o invisibilizan las 
inequidades, motorizando un abordaje que pueda re�ejar los tipos 
de cambio deseados y a la vez genere soluciones operativas para los 
problemas inmediatos.

Es decir que el enfoque de transformación busca desarrollar abordajes 
en múltiples niveles y escalas. Se vale de la idea de “plataformas de 
cambio” para enfrentar los desafíos que representa promover procesos 
de cambio constructivo a nivel interno, intergrupal y de estructuras 
que generen mayor justicia y reduzcan la violencia en las relaciones.

Por lo tanto, a diferencia de los enfoques de resolución y manejo, que 
se enfocan en el con�icto en sí y cómo superarlo, la transformación 
de con�ictos implica un compromiso más amplio con la construcción 
de paz en la sociedad.

Los actores que están tratando de lograr transformaciones socioam-
bientales a favor de mayor justicia deben considerar la complejidad 
de factores que intervienen en el cambio social, las posibles demoras 
(en cuanto al alcance del resultado deseado), los adecuados puntos 
de apalancamiento (es decir, los puntos estratégicos que se pueden 
fortalecer para lograr, mediante esfuerzos reducidos, cambios mayores 
o sistémicos) y los patrones, estructuras y modelos mentales que hay 
que transformar.

La transformación de con�ictos es por lo tanto un proceso de trans-
formación sociopolítico, cultural y psicosocial de largo plazo, en el cual 
es preciso atender de forma articulada aspectos clave de la coyuntura 
en el corto plazo, y a la vez aspectos estructurales que se van resolvien-
do en el mediano y largo plazo. El punto nodal es tener una visión 
estratégica de transformación que articule las necesidades y medidas 
tomadas en el corto plazo con el camino del largo plazo.

Sin embargo, la construcción de la justicia no solo implica un com-
promiso a largo plazo con el cambio hacia el futuro, como se aborda 
generalmente en la Teoría del Cambio (p. ej. Retolaza, 2010), sino 
también con el pasado. El pasado tiende a recibir muy poca atención 
en el estudio y estrategias para resolver con�ictos socioambienta-
les. Sin embargo, trágicamente, a menudo al ignorar el pasado en 
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los con�ictos, “las historias de las personas son marginadas, o peor 
destruidas por la cultura dominante, y por este acto, el signi�cado, 
la identidad y el lugar en la historia se pierden” (Lederach, 2005).

Por lo tanto, el desafío más profundo de la búsqueda de la justicia en 
la transformación de con�ictos es cómo reconstituir, o “restaurar”, la 
narrativa y, de esa manera, restaurar el lugar de la gente en la historia. 
Esto requiere ir más allá de los eventos recientes tal y como experimen-
tados en los “episodios” del con�icto –donde generalmente se hacen 
visibles los reclamos– para profundizar en las capas más profundas del 
pasado, lo que involucra tocar la historia vivida, recordar la historia 
e incluso la narrativa más amplia del pasado, como por ejemplo los 
mitos de origen de los pueblos indígenas. Este proceso de reconectarse 
con el pasado es esencial para la revitalización y renegociación de las 
identidades, a �n de estar en una posición mucho más fuerte para 
visualizar un futuro deseado.

Muchos pueblos indígenas de América Latina están estableciendo estos 
vínculos entre su pasado, presente y futuro a través de la de�nición 
de sus planes de vida, que buscan ayudarlos a mirar hacia adelante 
al reconectarse primero con su pasado y su identidad (Jansasoy y 
Perez-Vera, 2006; COINPA, 2008; Espinosa, 2014). Pero aún queda 
mucho trabajo por hacer para asegurar que las estrategias a largo plazo 
para transformar los con�ictos estén enraizadas en la propia historia 
e identidades de los pueblos.

APORTES DESDE LA TEORÍA DECOLONIAL

Dado el rol medular que juegan la cultura y la identidad en los con-
�ictos socioambientales, desde nuestro punto de vista, la construcción 
de interculturalidad tiene que estar al centro de la transformación de 
con�ictos socioambientales. Pero la interculturalidad desde nuestra 
perspectiva es radicalmente diferente de otras de�niciones funcionales 
comúnmente utilizadas. Nosotros, junto con pensadores decoloniales 
como Tubino (2008), Walsh (2005; 2007) y De Sousa Santos (2010), 
abordamos la interculturalidad desde una perspectiva crítica. El tér-
mino “intercultural” no se entiende como un simple contacto, sino 
como un intercambio que tiene lugar en condiciones de igualdad, 
de legitimidad mutua, de equidad y de simetría. Este encuentro de 
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culturas se entiende como una relación permanente y dinámica de 
comunicación y aprendizaje mutuo. No es solo un intercambio entre 
individuos sino también entre conocimientos, sabiduría y prácticas 
que desarrollan un nuevo sentido de convivencia en su diferencia.

Por lo tanto:
Más que la idea de interrelación simple (o comunicación, como se 
entiende a menudo en Canadá, Europa o los Estados Unidos), la inter-
culturalidad se re�ere a, y signi�ca, un “otro” proceso de construcción de 
conocimiento, una “otra” práctica política, y “otro” poder social (y estatal) 
y una “otra” sociedad; una “otra” manera de pensar y actuar en relación 
con y contra la modernidad y el colonialismo. Un “otro” paradigma que 
es, sin embargo, aplicado, a través de la praxis política (Walsh, 2007).

Según lo sugerido por Viaña (2009), para lograr esto es necesario 
cambiar las condiciones del diálogo intercultural, asegurar que el 
diálogo entre culturas no sea sobre el derecho de inclusión en la 
cultura dominante sino sobre los factores históricos y estructurales 
que limitan un intercambio real entre culturas en cada país. Así, el 
espacio “inter” se convierte en un espacio de negociación donde las 
desigualdades sociales, económicas y políticas no se ocultan, sino que 
se hacen visibles y se enfrentan.

Esto signi�ca que, para abordar y restaurar los problemas de exclusión 
a largo plazo, la transformación de con�ictos socioambientales debe 
ayudar a abrir discusiones sobre temas complejos relacionados a:

 z El modelo de desarrollo necesario para el bienestar humano 
y de la naturaleza.

 z El tipo de economía solidaria necesaria para la vida.
 z Los sistemas políticos que permitirían la conformación de 

territorios y regiones autónomas.

LOS CINCO PILARES DE LA TRANSFORMACIÓN DE CONFLICTOS SOCIOAMBIENTALES

Uniendo los aportes de los estudios de paz y de la teoría decolonial, 
podemos decir que la transformación de con�ictos socioambientales 
como proceso, se va concretando en la medida que se desarrollan 
estrategias encaminadas a la construcción de interculturalidad. Es este 
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proceso de construcción de interculturalidad el que va a permitir ir 
reduciendo la violencia en sus diferentes formas (directa, estructural 
y cultural) e incrementar la justicia.

Decimos que se está produciendo la transformación del con�icto 
socioambiental si como resultado de diferentes esfuerzos de cons-
trucción de interculturalidad:

 z La cultura local se revitaliza, la diversidad cultural y los dere-
chos obtienen un mayor reconocimiento en la sociedad, lo 
que permite que se realicen diálogos entre diferentes sistemas 
de conocimiento y visiones de mundo.

 z Se refuerza la agencia política de las comunidades locales.
 z El control local de los medios de producción y la tecnología 

se diversi�can y aumentan, y como resultado las comunidades 
tienen más control sobre cómo se distribuyen los daños y 
bene�cios del medioambiente.

 z Se fortalecen las instituciones comunitarias y sus estructuras 
de gobernanza.

 z Se incrementa la salud e integridad del medioambiente.
Llamamos a estos procesos los cinco pilares de la transformación de 
con�ictos socioambientales (Figura 4).
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Figura 4. Los pilares de la transformación de conflictos socioambientales
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Fuente: Elaboración propia.

Pasamos ahora a discutir cómo podemos evaluar si la transformación 
del con�icto está teniendo lugar en casos concretos.

Cómo evaluamos la transformación de conflictos socioambientales

En la literatura de la transformación de con�ictos todavía hay un 
vacío notable con relación a metodologías para evaluar el cambio 
transformador. Las herramientas analíticas existentes son demasiado 
amplias (ver, por ejemplo Miall, 2004), y no se vinculan de manera 
directa con el tema del poder y la cultura, que desde nuestra pers-
pectiva son esenciales para evaluar cómo ocurrió el cambio en los 
con�ictos socioambientales y qué ha cambiado.

Debido a esto, el Grupo Con�uencias ha estado desarrollando una 
herramienta metodológica con un foco en el poder que busca ayudarnos 
a avanzar en esta dirección. La herramienta tiene dos fases principales 
(Figura 5). La Fase 1 se enfoca en sistematizar las diferentes estrategias 
que han sido utilizadas por los actores del con�icto para impactar 
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en cada una de las tres esferas de poder descritas anteriormente. La 
Fase 2 identi�ca todos los resultados que se han producido en cada 
uno de los pilares de transformación del con�icto, a través de un 
conjunto de indicadores clave de cambio que atraviesan cada una 
de las esferas de poder.

Figura 5. Evaluando la transformación de confl ictos socioambientales

Fuente: Elaboración propia.

El objetivo de la herramienta no es tanto evaluar el impacto, sino más 
bien ayudar a captar la forma en que se está produciendo el cambio 
y si hay señales claras de que se está avanzando hacia la construcción 
de interculturalidad y una mayor justicia ambiental. En este sentido, 
más que indicadores de impacto, son indicadores de cambio.

Fase 1. Estrategias usadas para transformar el poder

El primer paso es sistematizar las estrategias utilizadas para impactar 
y transformar el poder hegemónico. Para hacer esto, debemos pensar 
en el poder también como una fuerza transformadora.

Aunque exista la tendencia de pensar en el poder como algo nega-
tivo por sus manifestaciones coercitivas y hegemónicas, el poder 
también ha sido ampliamente descrito de forma positiva como “la 
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fuerza al servicio de una idea” (Burdeau, 1985) o la “capacidad de 
hacer cosas y de cambiar tus circunstancias” (Giddens, 1984). A esta 
noción positiva del poder comúnmente se le conoce como el “poder 
estratégico” y es de�nido como “la capacidad de agentes sociales de 
de�nir problemas sociales como problemas políticos y movilizar 
recursos para formular y llevar a cabo la solución deseada” (Arts 
y Van Tatenhove, 2004). A diferencia del poder de dominación, 
que es conocido como poder sobre, al poder estratégico se le conoce 
comúnmente como poder para el cambio. El poder estratégico se 
complementa y hace más efectivo con el poder con, que es la habi-
lidad de actuar juntos, y el poder interior que implica apoyarse en 
los sentimientos de identidad propia y dignidad para movilizarse a 
favor de un cambio (Figura 6).

Figura 6. Diferentes formas de ejercer poder
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Fuente: Elaboración propia con base en el Cubo de Poder, 2011.

El poder estratégico sugiere entonces que, en situaciones de domi-
nación, el problema no es tanto que unos tengan poder y otros no, 
sino que los que están en situación de exclusión puedan potenciar 
y hacer uso de sus recursos y fuentes de poder para cambiar sus cir-
cunstancias y hacer contrapeso de manera efectiva a las fuerzas de 
dominación en los diferentes ámbitos del espacio público. Y es que 
el poder no es algo estático e inamovible. Durante la evolución de 
un con�icto, el poder se transforma: es dinámico, permeable y es 
posible in�uir sobre él, porque donde existe dominación, general-
mente hay capacidad de resistencia y de cambio.
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Los recursos de poder incluyen: a) recursos materiales como dinero 
y capital físico; b) apoyo moral en forma de solidaridad; c) control 
de la información, d) organización social, incluyendo estrategias 
organizativas, redes sociales y alianzas; e) recursos humanos como 
voluntarios, personal y líderes con habilidades y conocimientos 
especí�cos; y f ) recursos culturales que incluyen experiencia previa, 
compresión de los temas desde lo local, y habilidad para iniciar 
acción colectiva. El éxito depende de la efectividad con la cual los 
agentes activan estos recursos y los dirigen hacia el cumplimiento 
de sus objetivos.

El poder estratégico generalmente se le interpreta como el poder 
de las personas para impactar sobre otras personas. Sin embargo, 
cuando el poder se queda exclusivamente a nivel de las personas y 
sus interacciones, se corre el riesgo de reproducir las condiciones de 
dominación ya que de esta forma no se está desa�ando las reglas o 
las estructuras. Las transformaciones sociales solo se dan cuando el 
poder de agencia impacta sobre las instituciones y el mundo de las 
ideas. Por ello, el poder estratégico debe trabajar de modo simul-
táneo en las personas (redes), instituciones (estructuras) y cultura 
para impactar en los diferentes niveles de dominación.

En la Figura 7 resumimos algunas estrategias que en nuestra expe-
riencia pueden ayudar a potenciar el poder de agencia en cada una 
de estas esferas y contribuir con la transformación constructiva de 
con�ictos socioambientales. A continuación, pasamos a discutir 
dichas estrategias.
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Figura 7.  Estrategias para impactar sobre las esferas personal, 
institucional y cultural

Fuente: Rodríguez et al., 2015.
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claves para impactar sobre el nivel de las personas y sus interacciones 
y así llegar a soluciones de común acuerdo entre actores en disputa. 
Aunque no negamos el espacio y rol necesario del diálogo y la co-
municación en la transformación de con�ictos, sostenemos que una 
condición previa para poder llegar a diálogos equilibrados, y que es 
a menudo descuidada o pasada por alto, es trabajar primero en crear 
las condiciones adecuadas para el diálogo. Aquí la potenciación del 
poder de agencia de los actores sociales es clave.

Hemos encontrado –a través de nuestras prácticas– que un tema clave 
en la transformación de con�ictos socioambientales, y especí�camente 
para la potenciación del poder estratégico, es el fortalecimiento de 
actores vulnerables en temas de organización social y política para 
mejorar o potenciar liderazgos locales, aumentar la compresión del 
con�icto y de los contextos y aumentar el conocimiento de proce-
dimientos de diálogo y negociación. Tal fue el caso de la Guerra del 
Agua en Bolivia el año 2000. El gobierno de entonces intentó im-
poner una ley de privatización del agua potable y alcantarillado que 
generó intensas movilizaciones de rechazo por parte de campesinos 
y pueblos indígenas de Cochabamba hasta su derogación. Carlos 
Crespo Flores, quien asesoró a los campesinos y pueblos indígenas 
en este con�icto, explica que para este caso fue clave trabajar con 
las organizaciones regantes de Cochabamba en cómo superar las 
relaciones de dominación en negociaciones del con�icto abordando 
los siguientes cuatro aspectos especí�cos: a) controlar o modi�car 
factores internos, b) aumentar el conocimiento de factores externos, 
c) desarrollar acciones paralelas a las negociaciones, y d) aumentar el 
conocimiento técnico de procedimientos de diálogo y negociación 
(Crespo, 2005) (ver mayores detalles en la Figura 8).
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Figura 8.  Factores clave para el fortalecimiento de dispositivos de poder 
en negociaciones, caso Guerra del Agua, Bolivia
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Fuente: Elaboración propia.

La Guerra del Agua es mundialmente conocida por la movilización 
política y social que generó a través del desarrollo de campañas de 
prensa y comunicacionales, recolección de �rmas, cabildeo, denun-
cias públicas, marchas, reivindicación de derechos territoriales/usos 
y costumbres y demandas legales (ver p. ej. Gutiérrez-Pérez, 2014). 
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Pero quizá lo más interesante de este caso no fueron las estrategias 
hacia afuera, sino las desarrolladas hacia adentro de las organizaciones 
de regantes para poder llevar adelante procesos de negociación del 
con�icto en condiciones de equidad, y más importante aún, impac-
tar de manera efectiva sobre el poder institucional y así alcanzar la 
solución deseada.

A diferencia de estrategias que se enfocan en superar las relaciones de 
dominación en negociaciones, como la Guerra del Agua, existen en 
la región otras iniciativas de empoderamiento para la transformación 
de con�ictos de mayor largo plazo. Tal es el caso del “Diplomado 
en análisis y transformación de con�ictos, negociación, incidencia y 
cabildeo” dictado por la Fundación Propaz en Guatemala, que está 
dirigido a autoridades ancestrales, líderes y jóvenes indígenas (hombres 
y mujeres) y se orienta al fortalecimiento local para enfrentar futuros 
con�ictos, la mayoría de ellos con�ictos socioambientales.

Este Diplomado es concebido no como un espacio formativo académi-
co, sino basado en la experiencia previa de los participantes, éstos son 
contrastados con la teoría y los conocimientos necesarios para hacer 
análisis de con�ictos y encontrar salidas a la situación de inequidad 
que están viviendo. Luego se pasa a una fase de acompañamiento 
a organizaciones indígenas ya inmersas en con�ictos concretos. Por 
acompañamiento se entiende un proceso continuo y permanente de 
asistencia técnica, asesoría, investigación y seguimiento de sus propias 
prácticas para luego re�exionar sobre ellas con las organizaciones 
participantes.

Todo el proceso está orientado al empoderamiento de los pueblos 
indígenas para la defensa de sus territorios y derechos colectivos e 
individuales. Una de las estrategias es la de incidencia hacia esferas 
gubernamentales y otra hacia la legitimación o relegitimación ante 
sus bases y comunidades.8 Al igual que el caso de la Guerra del Agua 
en Bolivia, aunque estas estrategias de empoderamiento apuntan en 

8 Para mayor información ver http://www.propaz.org.gt/capacitacion-y- 
formacion
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principio a fortalecer la organización interna, el �n último es poder 
impactar eventualmente sobre el poder estructural/institucional.

De manera complementaria, la Fundación Cambio Democrático (FCD) 
en Argentina desarrolla apoyo técnico a comunidades indígenas a través 
de talleres y articulación de procesos de incidencia, con el propósito 
de fortalecer las capacidades, la organización comunitaria y mejorar 
las condiciones de participación en las políticas y con�ictos sociales 
y ambientales que les afectan. En particular, acompaña el proceso de 
comunidades indígenas del norte de Argentina para conocer los ins-
trumentos relativos a los derechos indígenas, y desarrollar protocolos 
comunitarios a aplicarse en casos de consulta previa o consentimiento 
libre previo e informado. En otras regiones de América Latina algunos 
pueblos indígenas han elaborado protocolos similares.9

Otro tema, vinculado al anterior, es el relativo a la generación de nuevo 
conocimiento para manejar y resolver incertidumbres inherentes a los 
con�ictos socioambientales. Muchos de estos con�ictos surgen por te-
mas de percepción de riesgos ambientales asociados ya sea a actividades 
extractivas de desarrollo a gran escala o a prácticas de comunidades 
locales. Un ejemplo son los frecuentes reclamos de parte de comuni-
dades locales con relación a los impactos sobre la salud y modos de 
vida causados por la industria extractiva o la minería. Otros son los 
impactos de actividades locales de subsistencia como la agricultura de 
roza y quema, el uso del fuego y la cacería, que son a menudo señalados 
por gestores ambientales gubernamentales como causantes de degrada-
ción ambiental. En ambos casos, los con�ictos a menudo se perpetuán 
por la carencia de información con�able que ayude a determinar con 
precisión los impactos reales de determinadas actividades.

En estos casos, la generación de nuevo conocimiento es clave para 
aclarar incertidumbres, y para llenar vacíos en la información pública 
disponible sobre determinados proyectos y actividades. Con mayor 

9 Ver por ejemplo el caso del Protocolo de Consulta de los Munduruku de 
Brasil: http://amazonwatch.org/assets/�les/2014-12-14-munduruku-consul-
tation-protocol.pdf
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claridad pública sobre los impactos reales de determinadas actividades, 
las comunidades locales pueden negociar o dialogar sobre determi-
nados proyectos o sobre sus propias actividades con otros actores en 
mejores condiciones de equidad. De igual modo, los organismos 
públicos pueden tomar decisiones o modi�car políticas ambientales 
con base en información “objetiva”.

En algunos casos, la generación de nuevo conocimiento puede ser 
realizada por las propias comunidades, por ejemplo, a través de 
proyectos de monitoreo ambiental comunitario para evaluar de ma-
nera independiente el impacto de actividades mineras y extractivas 
en sus territorios. En otros casos, la alianza con sectores críticos e 
independientes de la comunidad cientí�ca son claves para avanzar 
en este tipo de estrategias.

Por ejemplo, en el Parque Nacional Canaima, en Venezuela, existen 
con�ictos de larga data por el uso de la tierra asociados fundamen-
talmente al uso del fuego en la agricultura de conucos (tala y quema) 
y a la quema de sabana por parte del pueblo indígena Pemon, ambas 
prácticas consideradas por los gestores ambientales como una amenaza 
para las funciones de conservación de cuencas del área protegida. A 
pesar de una variedad de estrategias desarrolladas por el Estado para 
cambiar o eliminar el uso de fuego en la agricultura y las sabanas 
(represión, educación ambiental, introducción de nuevas técnicas de 
cultivos, y un programa de control de incendios) muchos indígenas 
Pemon, especialmente los mayores y aquellos que viven en comu-
nidades más aisladas, han continuado haciendo uso extensivo de las 
quemas controladas. En contraste, las generaciones Pemon jóvenes 
se han vuelto gradualmente más críticas del uso del fuego y como 
resultado, las tensiones inter-generacionales sobre este tema son cada 
vez más frecuentes. En este caso, la articulación de redes académicas 
de las ciencias sociales y naturales con la comunidad indígena Pemon, 
ha sido clave para generar nuevo conocimiento socioambiental que 
otorga visibilidad y legitimidad pública a las prácticas locales de uso 
del fuego y ayuda a aclarar las visiones encontradas sobre el fuego 
en el parque nacional (ver por ejemplo Rodríguez et al., 2013a; 
Rodríguez et al., 2013b).
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IMPACTANDO SOBRE LA ESFERA INSTITUCIONAL

Como vimos arriba, el poder institucional va más allá del ejercicio 
espontáneo de poder de unos sobre otros. Se re�ere a los modos más 
regulados del uso del poder a través de instituciones que de�nen las 
reglas sociales y las interacciones entre las personas. Como los actores 
sociales están posicionados de manera diferenciada con relación a las 
reglas y procedimientos de toma de decisión, esto termina afectando 
los intereses de determinados grupos. El desafío es entonces impactar 
sobre la institucionalidad publica para que represente de manera más 
equitativa los intereses diferenciados de la sociedad y no privilegie de 
manera arbitraria más a unos grupos que a otros.

Hay diferentes vías para llegar a esto. Una de ellas es a través del 
choque, como vimos arriba en el ejemplo de la Guerra del Agua, 
impactando a través de la movilización política y social sobre leyes, 
regulaciones y normas que han sido creadas de manera inconsulta o 
que no representan los derechos diferenciados de la sociedad. Aunque 
efectiva en el corto plazo, esta estrategia no necesariamente transforma 
de manera profunda estructuras institucionales, a menos que impacte 
sobre marcos legales macro. La otra vía es asegurar una mayor repre-
sentatividad de sectores diferenciados de la sociedad en la formulación 
de políticas públicas creando nuevos arreglos institucionales donde no 
los hay, como consejos de toma de decisión, comités de co-manejo, 
mesas de diálogo o abriendo espacios de la institucionalidad pública 
establecida, como asambleas nacionales, asambleas legislativas, o los 
procesos de consulta previa y consentimiento libre, previo e informa-
do. Sin embargo, el problema con esta vía es que frecuentemente se 
termina fragmentando los liderazgos locales a través de la cooptación 
de líderes con visiones de mundo más occidentales.

Por ello, para la transformación de con�ictos es importante avanzar 
también hacia procesos de participación pública con un enfoque 
intercultural, donde no solamente se trate de dar espacio a sectores 
marginados en instituciones ya establecidas o se trate de impactar 
sobre leyes por la vía del choque, sino que se respeten instancias y 
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procedimientos consuetudinarios de toma de decisión y de gestión 
autónoma de recursos naturales.

Un ejemplo de este tipo de estrategia de transformación de con�ic-
tos son los nuevos instrumentos de ordenación y manejo territorial 
puestos en práctica en Bolivia a partir del año 2006, producto de 
cambios en el modelo de Estado-nación y de una nueva concepción 
de democracia y ciudadanía que reconoce la diferencia, como las 
Tierras Comunitarias de Origen (tcos) ahora llamados tiocs10, que 
además de reconocer la propiedad ancestral de la tierra de los pueblos 
indígenas, les dan la posibilidad de gestionar sus recursos naturales 
de manera autónoma y con respeto a sus procedimientos de toma 
de decisiones consuetudinarios. Pero para conquistar estos espacios 
públicos los pueblos indígenas han tenido que recurrir a una variedad 
de estrategias, desde la movilización social y política, la capacitación 
y asesorías con especialistas en temas de leyes y derechos humanos, 
gestión ambiental y territorial, estrategias de incidencia (cabildeo) 
hasta negociaciones tácticas con el Estado. Son procesos largos de 
lucha, que solo se han logrado con la sinergia sostenida de una va-
riedad de actores empujando en esa dirección, incluida la academia.

IMPACTANDO SOBRE EL PODER CULTURAL

En muchos con�ictos socioambientales, determinados grupos sociales 
cuyas visiones del mundo no están representadas de manera equitativa 
en las estructuras sociales dominantes, deben incidir e impactar sobre 
las representaciones sociales dominantes para proteger y defender 
su propia identidad e intereses, creando nuevos consensos sociales 
alrededor de nuevos signi�cados, normas y valores y dar nueva forma 
a las condiciones detrás de la toma de decisiones. Este proceso por lo 
general requiere de acción colectiva consciente entre actores posicio-
nados de manera diferente en la sociedad, ya que la imposición de 

10 La Disposición Transitoria Séptima de la cpe establece que la categoría de 
Tierra Comunitaria de Origen (tco) se sujetará a un trámite administrativo 
de conversión a Territorio Indígena Originario Campesino (tioc). El Decreto 
Supremo Nº 727 de diciembre de 2010 establece que las tcos existentes pasan 
a denominarse tiocs.
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nuevos signi�cados que contradigan los signi�cados institucionaliza-
dos está destinada a ser percibida como una amenaza a los intereses 
dominantes y a ser resistidos. Si con el tiempo, un número su�ciente 
de personas con�rman y rea�rman los nuevos signi�cados a través 
de la creación de contra-narrativas o contra-discursos, es posible que 
se den cambios sistémicos que le quiten poder a formas dominantes 
de ver el mundo que son fuentes de injusticias, abriendo espacio a 
visiones y valoraciones alternativas.

Nos referimos por ejemplo a visiones dominantes de desarrollo, a la 
manera cómo se conciben y de�nen los derechos de la ciudadanía 
en los modelos de Estado-nación, a las formaciones discursivas do-
minantes sobre el cambio de clima o el cambio ambiental. Muchos 
actores y movimientos sociales en América Latina están generando 
nuevos signi�cados sociales cuando se posicionan en contra de la 
minería o en contra de proyectos de infraestructuras basándose en 
las valoraciones que tienen del ambiente, la tierra y a sus propias 
concepciones de desarrollo (CLACSO, 2012). Los cambios que se han 
dado hacia Estados plurinacionales en América Latina o hacia nue-
vas formas de gestión territorial como las TCOs, son el resultado de 
procesos largos de confrontación de ciertos sectores de la sociedad 
con valoraciones establecidas sobre el modelo de Estado-nación, 
desarrollo y la ciudadanía y sus derechos.

Pero en otros casos, donde las relaciones de dominación se establecen 
sobre temas más abstractos, como en el caso de con�ictos epistémicos, 
que son sobre la manera en que se construyen e institucionalizan 
los conocimientos para impactar sobre el poder cultural, hay que 
comenzar por el desarrollo de acciones que permitan despertar la 
conciencia colectiva sobre el problema a través del fortalecimiento 
de la dignidad, identidad y el autoestima de grupos excluidos. La 
revitalización de conocimientos ambientales locales y de la identidad 
local, así como los procesos de reconstrucción de la historia local son 
algunas de las acciones que pueden ayudar con este proceso. De igual 
modo pueden ayudar la construcción de visiones de futuro a través 
de planes de vida comunitarios y los procesos de auto-demarcación 
o de manejo territorial locales.
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En América Latina existen experiencias valiosas de recuperación 
de la memoria histórica del oprimido, de indígenas y otros, hecha 
por los propios protagonistas como parte de estrategias que buscan 
hacer frente al modelo dominante de desarrollo y al impacto que ha 
tenido el mismo, erosionando y borrando la identidad de pueblos 
enteros. Un caso en cuestión fue el proyecto de recuperación de la 
memoria histórica del pueblo Talamaqueño de Costa Rica, liderado 
por la historiadora estadounidense Paula Palmer en la década de los 
años ochenta (Palmer, 1994). El proyecto buscaba documentar los 
cambios socioeconómicos vividos por los pobladores de la región y 
los con�ictos de intereses con el Estado, tal y como fueron vividos y 
experimentados por los propios pobladores (Quezada, 1990).

En Venezuela existe la experiencia del pueblo Pemon Taurepan de 
Kumarakapay, ubicado en la Gran Sabana, estado Bolívar, que en 
1995, y como reacción en contra de la creciente presión que estaba 
experimentando por nuevos proyectos y formas de desarrollo en sus 
tierras, comenzó a trabajar en la compilación de su propia historia a 
través de la grabación de entrevistas a sus abuelos. Luego, en 1999, a 
través de un proceso de auto re�exión sobre su pasado, presente y su 
futuro deseado, se profundizó el esfuerzo dando origen una década 
después al primer libro escrito por miembros de un pueblo indígena 
en Venezuela sobre su propia historia (Roroimökok Damük, 2010). 
Esta experiencia sirvió de inspiración para que el pueblo Pemon 
Arekuna de Kavanayen, también de la Gran Sabana, comenzara un 
proceso similar en 2011, el cual actualmente está en marcha.

En Bolivia, existe la experiencia reciente del Pueblo Monkoxi en la TCO 
de Lomerío, el cual, con el apoyo de la Universidad de East Anglia, 
del Reino Unido y la Universidad Nur de Bolivia, se ha apoyado en el 
uso de videos participativos para reconstruir la historia de conquista 
y consolidación de sus territorios como parte de una estrategia de 
análisis de con�ictos en el manejo forestal y de su territorio.11

11 Dicho video, que lleva el título de “Camino hacia la libertad: la Historia del 
Pueblo Monkoxi de Lomerío” puede ser consultado en línea en la siguiente 
dirección: https://www.youtube.com/watch?v=3yV3auOKlvI
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Como Grupo Con�uencias, consideramos importante incorporar 
las visiones del pasado y futuro como pilares para la transformación 
de con�ictos ambientales, pues hasta ahora la dimensión temporal 
de los con�ictos se ha concentrado en una mirada hacia adelante del 
tiempo muy a corto plazo.

Muchos pueblos indígenas de América Latina están haciendo estos 
enlaces entre el pasado, presente y futuro a través de la de�nición 
de sus Planes de Vida, para a mirar hacia adelante, pero partiendo 
justamente de la reconstrucción de su pasado y de su identidad (por 
ejemplo, COINPA, 2008).

En la Figura 9 vemos cómo el pueblo Pemon Taurepan de Kumarakapay, 
como parte de la construcción de su plan de vida, logró visualizar y 
de�nir colectivamente un futuro deseado, a partir de la reconstrucción 
de su pasado y de una re�exión autocrítica de su presente.

Figura 9.  El tipo de sociedad que desean tener los Pemon de 
Kumarakapay

1. Una sociedad Pemon con conciencia de quiénes somos y con sentimiento de pertenencia.
2. Conocedora de su historia, cultura, tradición y lengua propia.
3. Dueña de su tierra-territorio, conocimientos, cultura y destino.
4. Educada con conocimientos ancestrales y modernos.
5. Que valore a sus sabios (padres-abuelos).
6. Respetuosa, trabajadora, obediente, amable, cortés, alegre, que comparta, armónica, 

comprensiva, donde exista amor.
7. Productiva y autónoma.
8. Defensora de sus derechos y preparada para enfrentar presiones de la sociedad mayoritaria. 

Fuente: Roraimökok Damük, 2010.

Con relación a con�ictos socioambientales, la reconstrucción de 
las historias locales desde los propios pueblos es además clave para 
ayudar a resolver controversias sobre procesos de cambio ambiental 
y del paisaje, que a menudo y de forma simplista son atribuidos a 
prácticas locales. Tal es el caso del uso del fuego en la Gran Sabana, 
Venezuela, señalado con anterioridad, donde los procesos de recons-
trucción histórica realizados por los propios Pemon ayudaron a hacer 
conexiones con otros temas de la historia socioambiental de la zona. 
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También explican cómo y porqué los regímenes de uso del fuego se 
fueron alterando a raíz de muchos procesos asociados al contacto 
colonial y eventos cíclicos de cambios de clima, causando en gran 
parte los impactos negativos atribuidos en la actualidad simplemente 
al uso del fuego por los Pemon (Rodríguez et al., 2014).

Así, re-historiar desde lo local puede jugar un papel importante en 
la construcción de contra-historias y contra-narrativas ambientales, 
las cuales, en la medida que ayuden a cambiar las formas colectivas 
de pensar y ver el ambiente, pueden jugar un papel importante en la 
renegociación de identidades. De igual modo, hemos visto que las 
alianzas epistémicas entre comunidades locales y sectores del mundo 
académico/cientí�co pueden ser de gran ayuda en la revitalización del 
conocimiento local, así como en el desarrollo de controversias cientí�cas 
que permitan reducir y clari�car incertidumbres respecto a temas de 
cambio ambiental (Rodríguez et al., 2013a; Rodríguez et al., 2013b).

Fase 2. El resultado de la transformación de conflictos

Entonces, ¿cómo evaluamos el resultado de las estrategias puestas en 
práctica en términos de transformación de con�ictos socioambienta-
les? ¿Cómo sabemos si el cambio constructivo y la construcción de 
interculturalidad están en marcha?

Desde una perspectiva de transformación de con�ictos con foco en 
el poder, es importante captar qué cambios se han producido en 
las diferentes formas de poder hegemónico y en los cinco pilares de 
transformación de con�ictos que mencionamos arriba, como resultado 
de las estrategias que los actores han puesto en práctica en sus luchas.

Para hacerlo, hemos desarrollado un conjunto de preguntas que pue-
den ayudar a evaluar este proceso de cambio. Estas preguntas deben 
usarse solo como guía para tener una idea de los tipos de transforma-
ciones que se están produciendo, no como una fórmula rígida para 
evaluar el cambio. En la mayoría de los casos, los cambios habrán 
tenido lugar en algunos de los pilares, y no en todos, y en algunas 
de las dimensiones del poder. Identi�car en qué dimensiones de las 
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transformaciones de poder y con�icto se han producido cambios y 
en cuáles no, puede ayudar a repensar y reevaluar estrategias para 
mejorar la transformación.

Figura 10. Indicadores de cambio por esfera de poder

Pilar de 
transformación Personas/redes Instituciones/ leyes/

modos de producción

Cultura: visiones de 
mundo, narrativas, 

discursos

Revitalización y 
reconocimiento 
cultural

Nivel intra-cultural
¿Se han dado procesos de 
re�exión sobre el cambio 
cultural y ambiental a 
nivel local?
¿Han ayudado las 
estrategias utilizadas a 
recuperar la memoria 
colectiva y revitalizar 
los conocimientos de las 
identidades locales?

¿Se han hecho más 
visibles las prácticas 
institucionales 
que generan 
exclusión cultural 
en la formulación e 
implementación de 
políticas públicas?

¿Se han hecho visibles 
las causas históricas 
de la exclusión en 
el manejo y uso del 
ambiente?
¿Han emergido 
contra-narrativas 
ambientales, de 
desarrollo o del pasado 
del proceso de lucha?

¿Se toma más en cuenta 
a personas “sabias” en 
las interacciones diarias 
(mayores: hombres y 
mujeres, consejos de 
ancianos, chamanes, 
líderes, etc.)?
¿Se han hecho esfuerzos 
para visualizar futuros 
alternativos?
Nivel inter-cultural:
¿Hay mayor apertura y 
sensibilidad de parte 
de servidores públicos a 
la realidad y diversidad 
cultural local?

¿Hay un 
reconocimiento 
de las visiones y 
lógicas ambientales 
y cosmovisiones 
locales en los marcos 
institucionales y 
legales públicos?

Continúa en la siguiente página
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Pilar de 
transformación Personas/redes Instituciones/ leyes/

modos de producción

Cultura: visiones de 
mundo, narrativas, 

discursos

Revitalización y 
reconocimiento 
cultural

¿Hay mayor visibilidad de 
actores excluidos y de sus 
demandas?
¿Se han tomado acciones 
para responder a la 
diversidad cultural, inter-
generacional, y de género 
y sus demandas?
¿Se toman en cuenta 
y respetan entre los 
diversos actores, las 
normas y regulaciones 
consuetudinarias sobre 
autoridad, organización 
y acceso a los recursos 
naturales en las 
interacciones diarias?
¿Se han desarrollado 
relaciones más 
respetuosas, horizontales 
y equitativas?

¿Hay mayor apertura 
de parte de los 
marcos institucionales 
o�ciales hacia 
un enfoque de 
gestión ambiental 
intercultural? Por 
ejemplo, ¿a través 
de nuevos arreglos 
institucionales 
pluriculturales?
¿Se están dando 
diálogos de saberes en 
relación al ambiente y 
su uso?

¿Ha habido 
una reducción 
de la violencia 
estigmatizadora 
de discursos o 
expresiones hacia lo 
local?
¿Han sido las contra-
narrativas aceptadas 
socialmente, hasta 
el punto de haber 
sido adoptadas en la 
formulación de nuevos 
proyectos de gestión 
ambiental, educativos, 
de desarrollo, etc.?
¿Han adquirido mayor 
visibilidad en el 
discurso público las 
identidades locales, 
sus historias y su 
sentido de lugar?
¿Ha sido fortalecida la 
dignidad, identidad y 
autoestima de sectores 
marginados a través 
de nuevos discursos?
¿Han emergido nuevas 
narrativas de futuros 
posibles?
¿Son las cosmovisiones 
y sistemas locales 
de conocimientos 
valorados y 
reconocidos en los 
nuevos discursos 
públicos?

Continúa en la siguiente página
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Pilar de 
transformación Personas/redes Instituciones/ leyes/

modos de producción

Cultura: visiones de 
mundo, narrativas, 

discursos

¿Son los elementos 
tangibles e intangibles 
de la diversidad 
cultural reconocidos 
en el discurso público? 
(por ejemplo visiones 
territoriales, idiomas, 
justicias propias, etc.)
¿Se han generado 
“otros” nuevos saberes 
interculturales como 
resultado de procesos 
de diálogos de 
saberes?

Agencia política local

¿Cómo se ha fortalecido 
la acción colectiva como 
resultado de la lucha?
¿Qué tipo de espacios para 
el diálogo, la deliberación 
y la toma de decisiones 
que reconocen que los 
actores marginados o 
excluidos se crean o 
fortalecen?
¿Cómo se ha fortalecido la 
capacidad de los actores 
locales para monitorear 
los impactos ambientales?

¿Se han creado nuevas 
políticas públicas 
que fortalezcan la 
participación?, ¿de 
qué tipo?

¿Existe un mayor 
respeto a la diversidad 
de formas de auto-
organización y 
representación de los 
actores sociales?
¿Se reconocen y 
respetan las formas 
tradicionales de 
participación política?

En el caso de los pueblos 
indígenas (y / u otras 
comunidades y etnias 
locales / tradicionales), 
¿Se ven a sí mismos como 
parte del Estado-nación? 
¿Qué nivel de autonomía 
reclaman, si los hay?

¿Han cambiado 
las estructuras 
institucionales 
estatales para 
responder a las 
demandas locales 
de un mayor control 
en la gobernanza 
ambiental?

Continúa en la siguiente página
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Pilar de 
transformación Personas/redes Instituciones/ leyes/

modos de producción

Cultura: visiones de 
mundo, narrativas, 

discursos

Fortalecimiento de la 
gobernanza local

¿Las comunidades 
han participado en 
diálogos críticos sobre la 
efectividad de sus normas, 
reglas y regulaciones para 
el uso de los recursos 
naturales y la gestión 
territorial?
¿Cómo se ha fortalecido, 
o surgió alguna propuesta 
que apunte a fortalecer, la 
gobernabilidad local?
¿Hay otros actores, como 
los actores estatales 
involucrados en un 
diálogo crítico para 
comprender la lógica 
ambiental o los sistemas 
de conocimiento del 
gobierno local?

¿Los organismos 
representativos a 
diversos niveles 
tienen mecanismos de 
rendición de cuentas y 
transparencia?
¿Ha habido 
oportunidades de 
complementariedad 
entre los sistemas de 
gobierno?
¿Se han realizado 
cambios en las 
políticas para ayudar a 
fortalecer los sistemas 
locales de gobernanza 
ambiental?
¿Se ha fortalecido la 
autonomía local y el 
control en la gestión 
territorial de alguna 
forma?

¿Se han rede�nido 
los sistemas de 
gobernanza de alguna 
manera para permitir 
la complementariedad 
entre lo local y lo 
nacional? 
¿Se han revitalizado, 
revalorizado o 
fortalecido los 
sistemas locales de 
gobernanza ambiental 
de alguna manera?

Control local de 
los medios de 
producción y la 
tecnología

¿Han aumentado las 
comunidades locales su 
control de los medios 
de producción sobre los 
bienes comunes como 
resultado de la lucha?
¿Los diferentes actores 
sociales locales sienten 
que hay mayor equidad 
en el acceso y uso de los 
recursos naturales?
¿Ha habido una 
compensación justa 
por los posibles daños 
que pueden haber sido 
causados por actividades 
degradantes?

¿Se han fortalecido 
los principios y 
sistemas productivos 
comunales?
¿Se han llevado a 
cabo procesos que 
buscan aumentar el 
acceso equitativo de 
hombres y mujeres 
a la propiedad de la 
tierra, los bosques y el 
agua, etc.?

¿Se reconocen y 
respetan las formas 
consuetudinarias de 
participación en el 
sistema económico?
¿Han surgido de 
las luchas sistemas 
de valores nuevos 
o alternativos que 
hacen hincapié en 
la necesidad de una 
distribución equitativa 
de los recursos?

Continúa en la siguiente página
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Pilar de 
transformación Personas/redes Instituciones/ leyes/

modos de producción

Cultura: visiones de 
mundo, narrativas, 

discursos

Integridad 
Ambiental

¿Han surgido nuevas o 
más redes sólidas que 
buscan salvaguardar la 
integridad ambiental local 
y / o global de las luchas?
¿Se han restaurado los 
ecosistemas y paisajes 
utilizados por sectores 
marginados que han 
sido impactados por 
actividades degradantes? 
(por ejemplo, por 
derrames de petróleo, 
vertederos, represas, 
actividades mineras).

¿Han surgido nuevas 
instituciones, políticas 
o marcos legales que 
busquen asegurar una 
mayor integración 
de las dimensiones 
ambientales, sociales 
y económicas en la 
plani�cación y el uso 
territorial?

¿Hubo un cambio en 
los valores sociales 
donde la naturaleza 
se valora como un 
bien por sí misma (por 
ejemplo, los Derechos 
de la Naturaleza en 
Bolivia y Ecuador) u 
otros re-marcos de la 
naturaleza?

Fuente: Elaboración propia.

A modo de cierre

El Marco Transformador de Con�ictos Socioambientales que hemos 
compartido ofrece dos elementos nuevos para quienes trabajen o 
se interesen en abordar y hacer frente a las injusticias ambientales 
en América Latina. Por un lado, ayuda a sistematizar y analizar las 
estrategias de transformación de con�ictos socioambientales desde la 
lógica de las relaciones de poder en los con�ictos. Este proceso puede 
ayudar a identi�car vacíos o desbalances para a�nar y fortalecer las 
estrategias hacia el �n deseado. Por otro, busca ayudar a sistematizar 
y documentar lo que ha pasado en la transformación y en particular 
qué se ha transformado hasta la fecha, y qué no. En este sentido, 
es también una herramienta holística de evaluación del proceso de 
cambio.

Es posible que con las estrategias de transformación se estén produ-
ciendo cambios importantes en algunas dimensiones de la sociedad, 
a expensas de otras. Por ejemplo, quizá con las estrategias puestas 
en práctica se haya conseguido fortalecer el control de los medios 
de producción, aumentado el acceso al mercado, logrado mayor 
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seguridad jurídica sobre las tierras o ampliado la participación en 
los procesos de toma de decisiones del Estado, pero que a la vez se 
hayan acentuado las diferencias y tensiones intergeneracionales, los 
cambios culturales al interior de la comunidades y que el estado de 
los recursos naturales se haya empobrecido con el tiempo. Identi�car 
esos desbalances puede ayudar a encaminar las futuras estrategias 
de transformación hacia el ideal de sociedad que se quiere, tanto 
en relación con el Estado, con otros actores, como al interior de las 
propias comunidades.

Esta metodología no la hemos desarrollado simplemente como un 
ejercicio académico, sino con la convicción de que puede ayudar a los 
propios actores de los con�ictos a analizar sus estrategias para fortalecer 
el camino hacia una mayor justicia social y ambiental. Si les interesa 
ver como se usa este marco en la práctica, en la tercera sección de 
esta publicación podrán ver como se ha aplicado esta metodología 
en el caso concreto de la TCO de Lomerío, donde hemos venido 
trabajando con la Central Indígena de Comunidades Originarias de 
Lomerío (CICOL) analizando su larga lucha por la consolidación de 
su autonomía indígena de base territorial.
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CAPÍTULO 2:

¿Política ambiental o desarrollo integral en armonía 
con la Madre Tierra?
Una mirada reflexiva sobre la configuración de las políticas ambientales 
en Bolivia

Rene Orellana Halkyer1

Una motivación inicial para escribir este artículo en el marco del 
evento internacional que lo propició fue la demanda –vamos a decir 
académica y política– de una visión de políticas ambientales o del 
enfoque de la política ambiental boliviana. Pareciera, desde cierto 
punto de vista, que el proceso de cambio iniciado en 2006 con la 
presidencia de Evo Morales no tendría un enfoque ambiental y se 
ha observado recurrentemente, desde ciertas visiones críticas, que 
la consigna de Madre Tierra sería una suerte de eslogan orientado a 
generar un efecto político, una muletilla discursiva a la que se recurre 
para un posicionamiento global del liderazgo de nuestro proceso de 
cambio. Debemos iniciar esta re�exión manifestando que no es así. 
El Estado Plurinacional de Bolivia tiene una Visión de desarrollo inte-
gral en armonía con la Madre Tierra en busca del Vivir Bien. Esa frase 
podría resumir, según nuestro modo de ver, una lectura que supera 

1 Sociólogo, Doctorado por la Universidad de Ámsterdam, Holanda. Fue Mi-
nistro de Plani�cación del Desarrollo, Ministro de Medio Ambiente y Agua 
y Viceministro de Servicios Básicos. Autor de varios libros y artículos sobre 
políticas y legislación de agua, servicios de agua potable, madre tierra, cambio 
climático, desarrollo, pluralismo jurídico. 
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el enfoque exclusivamente ‘ambiental’ y plantea más bien un campo 
de re�exión teórica e ideológica donde lo ambiental, lo social y lo 
económico se complementan y amalgaman en una visión holística.

De este modo, la dicotomía o bipolaridad de ambientalismo y desa-
rrollismo son superados por una perspectiva integradora que escapa 
a uno u otro extremo. Esta visión está evidentemente documentada, 
construida en textos, en normas, en leyes, en planes, en prescripciones 
de acción concretas. No obstante, y en eso debemos expresar nuestro 
acuerdo, debemos abrir una re�exión sobre el grado y la forma en que 
se aplica esta visión sin que ello suponga desmerecer los fundamentos 
y pilares en los que se sustenta hoy el enfoque de desarrollo integral 
en armonía con la Madre Tierra.

Esta re�exión motiva las páginas siguientes, en ellas se exponen de 
manera todavía dispersa diferentes rostros de lo que consideramos 
podría ser una descripción analítica de las políticas construidas y de 
los pasos que aún debemos dar para hacerlas realidad.

Política ambiental o desarrollo integral en armonía con la Madre 
Tierra

El enfoque de lo que podríamos llamar política ambiental en Bolivia 
no está, en nuestra opinión, vinculado exclusivamente a una mirada 
ambiental o ambientalista, como si se tratara de una perspectiva sepa-
rada de los procesos productivos y de la construcción de condiciones 
materiales para el Vivir Bien. Bajo este criterio se busca abordar una 
nueva visión de desarrollo integral y complementaria. Se trata de 
observar dos normas: la Ley 071 de Derechos de la Madre Tierra 
(2010) y la Ley 300 o Ley Marco de la Madre Tierra y Desarrollo 
Integral para Vivir Bien (2012). La segunda provoca una lectura 
complementaria sobre los derechos de la Madre Tierra y el derecho 
al desarrollo integral del pueblo boliviano.

Si bien la Ley 071 es muy consistente en el reconocimiento de los 
derechos de la Madre Tierra, en 2012 se promulga la Ley 300 que 
plantea la complementariedad entre el desarrollo y la Madre Tierra. 
Esta Ley sienta las bases para la construcción de dos instrumentos 
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de política pública en Bolivia: la Agenda Patriótica 2025 y el Plan 
de Desarrollo Económico y Social (PDES), ambos aprobados por ley.

La Ley 300 tiene tres grandes áreas, una de éstas es la conceptual en 
la que se plantean los valores del Vivir Bien. Allí se establece un enfo-
que basado en la comunidad, la persona, la población y los pueblos.

La Ley funda instituciones nuevas como la Autoridad Plurinacio-
nal de la Madre Tierra (APMT) pero también establece mecanismos 
operativos para la plani�cación de la adaptación y la mitigación al 
cambio climático.

En el marco de la Ley de la Madre Tierra las políticas del Estado 
Plurinacional se fundamentan en la articulación de cuatro derechos, 
que no pueden sobreponerse unos a otros sino realizarse de forma 
complementaria e interdependiente:

1. Derechos de la Madre Tierra como sujeto colectivo de interés 
público;

2. Derechos colectivos de las naciones y pueblos indígena ori-
ginario campesinos, comunidades interculturales y afroboli-
vianas;

3. Derechos fundamentales, civiles, políticos, sociales, econó-
micos y culturales del pueblo boliviano para el Vivir Bien a 
través de su desarrollo integral; y

4. Derecho de la población urbana y rural a vivir en una socie-
dad justa, equitativa y solidaria sin pobreza material, social y 
espiritual.

El cuarto derecho se vincula al derecho al desarrollo. Es decir, la visión 
ideológica de esta ley que se plasma en la Agenda Patriótica (AP), el 
Plan de Desarrollo Económico y Social (PDES), en la Ley del Sistema 
de Plani�cación Integral de Estado (SPIE) y otras leyes sectoriales.

En la Ley se establece que el desarrollo es un medio para alcanzar un 
�n, entonces el desarrollo es un conjunto de medidas económicas, 
ambientales, de gestión, de decisiones normativas, económicas y 
culturales. Todas estas medidas apuntan hacia un horizonte que es 
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el Vivir Bien. Aquí cabe resaltar que no nos referimos solo a medidas 
estatales sino también a medidas y acciones sociales.

De modo que son estas medidas las que tenemos que evaluar, es 
decir, analizar si el conjunto de acciones o políticas están efectiva-
mente contribuyendo al Vivir Bien o lo erosionan signi�cativamente 
destruyendo las bases de este horizonte.

Un abordaje de lo ambiental tiene que englobar también los elementos 
sociales, económicos y a la Madre Tierra; debe incluir los derechos 
y contribuir a su realización. Es decir, un enfoque sesgado de lo 
ambiental donde las actividades sociales y económicas resulten en 
externalidades agresivas per se, no contribuye a un abordaje integral 
ni complementario.

Otro concepto importante es el de sistemas de vida, que implica 
la comunión entre los ecosistemas y las actividades económicas, 
políticas y culturales de las sociedades, esta comunión involucra el 
aprovechamiento de recursos naturales sin trascender los límites de 
regeneración de los ecosistemas, logrando más bien su restauración 
y regeneración.

Observemos, por otra parte, el concepto de funciones ambientales 
que está articulado a esta visión ideológica; se trata de las funciones 
vitales de los ecosistemas que contribuyen a garantizar nuestra vida, 
por tanto, su destrucción equivale a nuestra propia destrucción, 
paulatina o progresiva, pero destrucción al �n.

El enfoque de desarrollo de la Ley de la Madre Tierra plantea que 
los procesos productivos deben fortalecer las zonas de vida en lugar 
de destruirlas, esto equivale a fortalecer las funciones ambientales 
de dichas zonas. Veamos, por ejemplo, el caso de la función del 
ciclo hidrológico que es fundamental para proveer agua a nuestras 
sociedades, pero también a las zonas de vida. Esta función se puede 
fortalecer con forestación, reforestación, protección de fuentes de 
agua, en �n; se busca fortalecer las fuentes de agua para la Madre 
Tierra, pero también para las personas.
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Algunas funciones ambientales importantes son las siguientes:

1. el ciclo hidrológico,
2. los ciclos de nutrientes,
3. la retención de sedimentos,
4. la polinización (provisión de polinizadores para reproducción 

de poblaciones de plantas y dispersión de semillas),
5. la �ltración, puri�cación y desintoxicación (aire, agua y suelo),
6. el control biológico (regulación de la dinámica de poblaciones, 

control de plagas y enfermedades),
7. el reciclado de nutrientes (�jación de nitrógeno, fósforo, po-

tasio),
8. la formación de suelos (meteorización de rocas y acumulación 

de materia orgánica),
9. la regulación de gases con efecto invernadero (reducción de 

emisiones de carbono, captación o �jación de carbono),
10. la provisión de belleza escénica o paisajística (paisaje).

Construcción de infraestructura y desarrollo en armonía con la 
Madre Tierra

Cuando evaluamos las inversiones en infraestructura, digamos ca-
rreteras, puentes, calles, etc., nos preguntamos en qué medida esta 
infraestructura va a afectar irreversiblemente las funciones ambientales 
o si la misma puede complementarse con las funciones ambientales, 
con los ecosistemas, contribuyendo así a crear una relación simbiótica 
que integre la infraestructura con las zonas de vida.

Cuando se realizan este tipo de inversiones en obras se debe evaluar si 
éstas pueden –o no– fortalecer los ecosistemas; esta lectura es algo que 
debemos considerar en un nuevo enfoque teórico y de plani�cación 
de desarrollo integral.

La infraestructura construida en el mundo por los humanos y de la 
cual dependemos para nuestra vida cotidiana y para nuestro desarrollo 
es denominada “tecnósfera” (Zalasiewicz, et al., 2014), es decir, toda 
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la materia construida y fabricada, todas las formas materiales que usa-
mos, vestimos, con la que construimos, nos transportamos, vivimos, 
estudiamos y trabajamos. El peso de la tecnósfera está calculado en 
30.000 millones de toneladas, aproximadamente 50 kg por metro 
cuadrado en el mundo (ibíd.). La pregunta es cómo podemos hacer 
que esa tecnósfera no sea enemiga de la biósfera sino más bien se 
complemente con ella creando una suerte de tecno-biósfera.

La discusión sesgada sobre la supuesta dicotomía entre desarrollo y 
medioambiente o desarrollo y Madre Tierra puede derivar, en sus 
versiones más extremas, en plantear el dilema de eliminar la tecnósfera 
y solo dejar viva la biósfera y sus ecosistemas o eliminar la biósfera 
que es el extremo desarrollista, extractivista. ¿Dónde está el punto de 
equilibrio? Esa es la provocación que plantea el enfoque ideológico 
de la Ley de la Madre Tierra y Desarrollo Integral para Vivir Bien. La 
controversia de desarrollo vs. medioambiente es parte de un debate 
pendiente en el país que debe ser abordado desde un punto de vista 
teórico-conceptual.

Lo evidente es que existen vasos comunicantes, �ujos de energías 
vitales mutuas entre la tecnósfera, por ejemplo, urbana, y la biósfera 
del entorno urbano constituido por ecosistemas transformados por 
la acción social y productiva, pero ecosistemas al �n.

Un sistema de vida es la articulación de zonas de vida con un área 
urbana determinada. Una ciudad constituye una tecnósfera, que vive y 
se alimenta de los ecosistemas que forman parte de la biósfera y de sus 
funciones ambientales. Es decir que vive de la biósfera. Esos ecosiste-
mas o zonas de vida proveen un conjunto de funciones ambientales.

¿Cómo lograr que esa tecnósfera urbana no sea enemiga de la biósfera 
rural? ¿Cómo hacer que esa tecnósfera urbana creciente, vital, protu-
berante, dilatándose en cemento en medio de un entorno biológico 
sea complementaria con la biósfera y por tanto sea una tecno biósfera?

Ciertamente ello debe responder a un diseño de ecosistema urbano 
denominado “sistema de vida tecno biósfera”. En este diseño entonces 
se utiliza cierta técnica y tecnología natural y arti�cial, se implementa 
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infraestructura natural e infraestructura física ingenieril para que en 
complementariedad los materiales y los diseños con�guren un entorno 
de vida feliz, de vivir bien.

Una visión de la tecnología y su relación con la visión del Vivir Bien

A continuación presentamos algunas re�exiones sobre la relación de 
la tecnología con el Vivir Bien. Vamos a iniciar aquí una digresión 
analítica pero siempre en la línea de análisis que nos ha planteado 
la Ley de la Madre Tierra. Esta re�exión responde al debate sobre 
la relación entre tecnología y funciones ambientales, así como a la 
tecnología como factor central en el desarrollo.

¿Es la tecnología una solución a la necesaria articulación entre tec-
nósfera y biósfera o más aún entre desarrollo y Madre Tierra?

La tecnología no es una solución per se; las tecnologías responden 
a visiones de desarrollo, son resultantes de marcos conceptuales y 
políticos de proyectos societales. Sociedades orientadas al mercado 
y al consumo promoverán diseños tecnológicos afectos a alimentar 
la avidez consumista y mercantilista.

Si el Vivir Bien es la orientación y el proyecto político para la con-
�guración de sociedades y economías, entonces, los conocimientos 
y las tecnologías construidas deberán orientarse a la realización de 
dicho proyecto político, de modo que detrás de las tecnologías hay 
una epistemología política y un proyecto de sociedad y de mundo.

Por tanto, no se trata simplemente de anudar o incrustar ortopedias 
de avances tecnológicos a prácticas productivas, o de intensi�car 
innovaciones tecnológicas en sectores productivos orientados a la 
demanda agregada, o de hacer esfuerzos supremos para hacer porosas 
o �exibles las fronteras tecnológicas.

Se trata, primero, en nuestra opinión, de construir una visión de 
mundo y de desarrollo, y dentro de ésta, una visión de naturaleza; 
luego, de de�nir un horizonte civilizatorio donde lo social, lo produc-
tivo, lo técnico y tecnológico, así como lo natural con�uyan en un 
equilibrio que permita el Vivir Bien. La tecnología puede desarrollarse 
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prodigiosa y creativa en innovaciones basadas en saberes orientados 
en este enfoque. De este modo, la intensi�cación de innovaciones 
tecnológicas en sectores productivos podrá ser útil a un horizonte 
civilizatorio.

En suma, no es cuestión de promover simplemente un economicismo 
pragmático y funcional, que mida el éxito en el marco de un acelerado 
y sostenido crecimiento económico, sino de articular este último a una 
dimensión donde se unan lo social/cultural y la dimensión natural, 
promoviendo la felicidad y el Vivir Bien en armonía con la naturaleza.

La propia declaración de la Conferencia de Desarrollo Sostenible 
Río+20, denominada “El futuro que queremos”, establece lo siguiente: 
“Pedimos que se adopten enfoques globales e integrados del desarro-
llo sostenible que lleven a la humanidad a vivir en armonía con la 
naturaleza y conduzcan a la adopción de medidas para restablecer el 
estado y la integridad del ecosistema de la Tierra”. (Naciones Unidas, 
2012, pág. 8, párr. 40).

Debatiendo el crecimiento económico vis a vis el desarrollo 
orientado al Vivir Bien

Una visión de cambio estructural, basada principalmente en lo econó-
mico, conlleva el riesgo de no contemplar o minimizar la dimensión 
ambiental, o más bien, la Madre Tierra, excepto como una externali-
dad; un insumo que se debe administrar de manera e�ciente (de ahí 
surge el concepto de “e�ciencia ambiental”). Y como hemos expresado 
páginas atrás, esto parece conducir a una lectura en la que la naturaleza 
es una suerte de fuente inagotable e in�nita de recursos, y que hay 
que usarla con o sin nuevas tecnologías, pero básicamente como un 
instrumento o un insumo de impulso al desarrollo y al crecimiento.

Pero no es el crecimiento económico lo que genera la realización de los 
derechos sociales y del Vivir Bien en términos locales y planetarios. El 
horizonte de igualdad requiere distribución de riqueza y empodera-
miento económico y político de los pobres, los excluidos y los actores 
marginales en una economía de gigantes orientados a los mercados 
de exportación. Requiere asignación y facilitación de medios para 
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desarrollar capacidades y protagonismo social en los emprendimientos 
económicos; acceso a bienes y factores de producción; goce pleno de 
servicios, de salud y de educación; acceso a bienes, a conocimientos, 
fortalecimiento comunitario; y construcción de sociedades solidarias 
y no excluyentes basadas en la acumulación de riqueza.

Por otra parte, el crecimiento no resuelve por sí mismo una necesaria 
relación virtuosa (complementaria e interdependiente) entre el ser 
humano o lo social y la naturaleza. En esta relación virtuosa la eco-
nomía es un medio y no un �n en sí mismo. Existen factores, incluso 
culturales, que pueden potenciar esta relación virtuosa convirtiéndola 
en un potencial o en una suma de capacidades para la provisión sos-
tenible de medios materiales y espirituales para el Vivir Bien.

Entonces, no se trata de crecer para igualar, sino de crecer en calidad 
de felicidad, de alegría, de complementariedad entre seres huma-
nos y naturaleza. El crecimiento de una relación virtuosa implica 
la armonización, el equilibrio, la restauración y la regeneración de 
las vitalidades y las energías naturales que son fuente de recursos y 
movilizan economía.

El cambio estructural requerido no es aquel en el que las personas 
son principalmente fuerzas laborales dotadas de capacidades y co-
nocimiento tecnológico, con derechos sociales; o donde la variable 
productiva novedosa es el conocimiento y la tecnología, o la cercanía 
a procesos de convergencia tecnológica con sociedades o estados 
vanguardia tecnológica.

Necesitamos dar un salto más allá, de modo que una nueva visión del 
desarrollo guíe nuestra construcción de la dimensión económica, y no 
al revés. No estamos diciendo, obviamente, que los factores económi-
cos relacionados con el mercado, la producción y productividad no son 
importantes; de ninguna manera. Estamos planteando inicialmente la 
necesidad de construir una visión general del desarrollo de modo que 
este último (el desarrollo) desde una perspectiva integral y holística, 
sea un medio y no un �n. Pero, además, donde la articulación con la 
dimensión natural nos permita efectivamente pensar en un desarrollo 
socioambiental con desarrollo socioeconómico, y viceversa.
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Existen frondosas, robustas y laberínticas fronteras tecnológicas que 
muchos países no vamos a lograr eliminar, pues se relacionan con 
especializaciones productivas que se han localizado geográ�ca y pobla-
cionalmente y se han constituido en proyectos o modelos de desarrollo.

La intensidad de los dinamismos de innovación tecnológica, y la 
densidad de conocimientos que se pueden generar en el nivel local 
y nacional, con expresiones culturales, constituyen ya capitales que 
hay que proyectarlos en el marco de las capacidades y vocaciones 
productivas de las diversidades regionales y nacionales.

Es necesario buscar eso que llamamos relaciones armónicas en las 
intersecciones de capacidades locales-nacionales, vocaciones pro-
ductivas, límites de regeneración de la naturaleza, y articulación 
complementaria de necesidades materiales y de provisión de insumos.

Nuestra convergencia con países avanzados o desarrollados no debe 
darse necesariamente a través de nuestra inserción en civilizaciones 
tecnológicas o con la preeminencia de un paradigma-civilización tecno 
como garantía de superación de la pobreza y de crecimiento hacia el 
desarrollo (igualar o no), sino a partir de las capacidades endógenas 
de las sociedades para construir sociedades armónicas y felices con 
su entorno ambiental, con economías fuertes que las sustenten; 
ciertamente articuladas con la globalidad, pero con la capacidad de 
funcionalizar estas articulaciones en un horizonte civilizatorio de 
Vivir Bien.

Debemos apuntar a crecer económicamente, sí, pero también crecien-
do espiritual y culturalmente, y aprovechando las riquezas naturales de 
manera sostenible. Quizás aquí se encuentre una suerte de principio 
de sostenibilidad y de equilibrio.

Esto que parece teórico es, en nuestro parecer, una invitación a discutir, 
primero, una visión general del desarrollo, antes que plantearnos, por 
ejemplo, objetivos de desarrollo.
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El desarrollo en el marco del Vivir Bien

A manera de corolario, presentamos un conjunto de propuestas que 
podrían contribuir a enriquecer y la Ley 300 de la Madre Tierra y 
Desarrollo Integral para Vivir Bien en el marco de la construcción 
de normas especiales.

Partimos del criterio central de que el ser humano y la naturaleza 
en conjunto deben ser concebidos como el centro del desarrollo. El 
desarrollo debe ser integral y con un enfoque holístico buscando la 
armonía entre los seres humanos y la naturaleza y promoviendo al 
mismo tiempo la satisfacción de las condiciones materiales y espiri-
tuales de las poblaciones. El desarrollo es un medio, no es un �n; el 
�n es el Vivir Bien para el goce pleno de la felicidad, por consiguiente, 
consideramos que algunos principios del desarrollo integral deben 
plantearse en los siguientes términos:

1. La construcción de una ética de la sostenibilidad socioambien-
tal, basada en la solidaridad entre seres humanos y la comple-
mentariedad con la naturaleza; la responsabilidad colectiva 
en construir equidad social y justicia ambiental.

2. El desarrollo debe estar basado en un enfoque de deberes y 
derechos, y en la realización plena de la felicidad de la gente, 
de los pueblos y poblaciones, a través del cumplimiento de 
los derechos de los pueblos, las personas, los trabajadores, los 
Estados y la Madre Tierra, de manera integral, complemen-
taria y solidaria.

3. El Vivir Bien incluye el acceso y disfrute de los bienes espi-
rituales y materiales, y de la realización efectiva, subjetiva, 
cultural, comunitaria de la felicidad, en armonía con la natu-
raleza y en comunidad con los seres humanos.

4. El desarrollo debe ser integral y holístico, con el respeto de 
la Madre Tierra y la búsqueda de la felicidad colectiva, en 
armonía con la naturaleza.
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Áreas y temas para la construcción de las bases del Vivir Bien

En este acápite vamos a basarnos en la Ley de la Madre Tierra y De-
sarrollo Integral para Vivir Bien en la perspectiva de plantear algunas 
bases para lo que hemos denominado anteriormente un área de con-
vergencia entre aprovechamiento de recursos naturales, crecimiento 
económico, desarrollo de infraestructura y fortalecimiento de los 
ecosistemas y sus funciones ambientales. Haremos este intento de 
aproximación al tema desde varios tópicos en los que la economía, la 
sociedad, la cultura, y la naturaleza interactúan mutuamente. Vamos 
a plantear esta posible intersección de complementariedad virtuosa 
en términos de acciones y políticas que pudieran con�gurarse y 
que de hecho se con�guraron en el caso boliviano en el marco de la 
Agenda Patriótica, el Plan de Desarrollo Económico y Social y otros 
instrumentos que hemos comentado páginas atrás.

Patrones de producción no contaminantes ni depredadores, que 
respeten la capacidad de regeneración de la Madre Tierra

 z Promover la producción saludable con el medioambiente y 
las comunidades, respetuosa de los límites de regeneración 
de la naturaleza, contribuyendo a fortalecer y construir eco-
sistemas sustentables y a garantizar que la Madre Tierra siga 
siendo nuestro hogar amable y acogedor de vida. Para este �n 
se podrían desarrollar las siguientes acciones:

1. Impulso al uso y aprovechamiento de los recursos naturales 
renovables de la Madre Tierra de acuerdo con su capacidad de 
regeneración y a la capacidad de los sistemas de vida de asimilar 
daños, con el reconocimiento de que las relaciones económicas 
están limitadas por la capacidad de regeneración que tiene la 
Madre Tierra, en función del interés colectivo y para el Vivir Bien.

2. Acciones para promover el incremento progresivo de la e�ciencia 
en el uso y aprovechamiento sustentable de los componentes no 
renovables de la Madre Tierra y para que los procesos vinculados 
a actividades extractivas e industriales utilicen las mejores tec-
nologías disponibles para prevenir, mitigar y remediar los daños 
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causados, y para restaurar los componentes y las zonas de vida 
de la Madre Tierra.

3. Fortalecimiento de sistemas productivos compatibles con la 
vocación productiva de los sistemas de vida en los procesos de 
satisfacción de las necesidades.

4. Rigurosa regulación y control con mecanismos técnicos, tec-
nológicos, legales y judiciales para garantizar una producción 
sustentable y patrones o modalidades no contaminantes ni sobre 
explotadoras de la naturaleza que logren equilibrio entre la ge-
neración de economía y empleo decente, y una relación virtuosa 
y edi�cante con el entorno ambiental.

5. Uso sostenible de los recursos de la biodiversidad con la pro-
moción de relaciones complementarias entre la agricultura, la 
pecuaria y los bosques, en el marco de la plani�cación del uso 
del suelo y los sistemas de vida.

6. Maximización de la e�ciencia energética en los procesos producti-
vos y toma de decisiones y acciones que eviten daños irreversibles 
a los sistemas de vida y los componentes de la Madre Tierra.

7. Desarrollo de procesos productivos agropecuarios que garanticen 
mayor producción y productividad, empleo digno, erradicación de 
la pobreza y del hambre, capacidad de regeneración de la Madre 
Tierra y respeto a los sistemas de vida de las diferentes regiones.

8. Reducción sustancial de la deforestación, la degradación y deser-
ti�cación de tierras en el marco de la gestión integral y comple-
mentaria de la producción, el aprovechamiento sostenible de la 
tierra, la biodiversidad y los bosques y la conservación de éstos.

9. Acciones para sustituir y limitar la utilización de tecnologías de-
gradantes y compuestos químicos tóxicos. Que sean reemplazados 
con alternativas equivalentes: ecológicas y socialmente adecuadas.

10. Acciones para evitar la mono producción, que deteriora las prác-
ticas productivas locales y facilita la degradación de los sistemas 
de vida y los componentes de la Madre Tierra.

11. Establecimiento de mecanismos para que las personas individuales 
y colectivas, públicas o privadas, responsables de la contaminación 
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y/o daño a los componentes y zonas de vida de la Madre Tierra 
realicen las acciones necesarias para la efectiva restauración o 
rehabilitación de aquéllos y la mitigación de los daños.

12. Crecimiento virtuoso de una economía ambientalmente soste-
nible, con la generación de ingresos económicos a los Estados 
y sociedades, empleo justo y decente, y promoción del uso de 
prácticas, técnicas y tecnologías armónicas con la naturaleza.

FUNCIONES AMBIENTALES DE LA NATURALEZA FORTALECIDAS PARA LOGRAR EL DESARRO-
LLO INTEGRAL Y SOSTENIBLE

 z Desarrollar acciones para el fortalecimiento de las funciones 
y sistemas de vida de la Madre Tierra en el marco del aprove-
chamiento y manejo integral y sustentable de sus componentes.

1. Generación de condiciones necesarias para el uso y aprovecha-
miento de los componentes de la Madre Tierra en el marco de 
sistemas de vida sustentables que desarrollen integralmente los 
aspectos sociales, ecológicos, culturales y económicos tomando 
en cuenta los saberes y conocimientos locales, de los pueblos 
indígenas y comunidades campesinas y de pequeños productores.

2. Plani�cación y regulación de la ocupación territorial y el uso de 
los componentes de la Madre Tierra de acuerdo con las vocaciones 
ecológicas y productivas de las zonas de vida, las tendencias del 
cambio climático y los escenarios deseados por la población en el 
marco del Vivir Bien, a través del desarrollo integral en armonía 
y equilibrio con la Madre Tierra.

3. Fomento, control y �scalización del aprovechamiento de los 
componentes de la Madre Tierra de acuerdo con los sistemas de 
vida, promoviendo la conservación de las áreas naturales en el 
marco de la gestión y el aprovechamiento sostenible.

4. Gestión, uso y aprovechamiento de los componentes renovables 
de la Madre Tierra, garantizando que la velocidad de reposición 
de dichos componentes sea igual o mayor a su velocidad de 
agotamiento.

5. Fortalecimiento de las prácticas productivas locales para el uso y 
aprovechamiento de los componentes de la Madre Tierra, con la 



93

mejora de los medios de vida, las capacidades organizacionales 
y habilidades de las poblaciones locales en el marco del manejo 
múltiple, y la diversi�cación de los sistemas de vida.

6. La integridad de los sistemas de vida debe ser asegurada mediante 
el control y monitoreo público y social, en todos los niveles terri-
toriales y de forma complementaria con los actores productivos 
y las comunidades locales.

DESARROLLO TECNOLÓGICO Y TRANSFORMACIÓN INDUSTRIAL EN EL MARCO DEL CRECI-
MIENTO ARMÓNICO CON LA MADRE TIERRA

1. Desarrollo de procesos de industrialización amigables con la 
naturaleza, y de construcción de saberes y tecnologías como 
insumos para sustentar procesos productivos orientados al Vivir 
Bien en equilibrio con la naturaleza.

2. Emprendimientos industriales son desarrollados en el marco 
de una visión de desarrollo integral y holístico, generando 
e incorporando procesos intensivos en innovación y tecnologías 
amigables con el medioambiente; integrando procesos produc-
tivos; orientándose a crear condiciones materiales y espirituales 
para el Vivir Bien, con patrones de consumo y producción sos-
tenibles, y optimización de uso de materias primas, en el marco 
de la sustentabilidad productiva y la mitigación climática.

3. Emprendimientos tecnológicos se impulsan y se promueve el 
encuentro de tecnologías modernas con saberes, técnicas y co-
nocimientos locales. Con el respeto de los proyectos de vida y de 
desarrollo de las sociedades y los países y con la articulación virtuosa 
y edi�cante con redes tecnológicas y de conocimiento global.

4. Procesos de desarrollo, innovación y adopción de tecnologías 
promueven sociedades del Vivir Bien. Las tecnologías se hacen 
funcionales a procesos productivos y se promueve la innovación. 
Todo ello orientado al crecimiento virtuoso y armónico con la 
naturaleza.

5. Tecnologías son democratizadas y distribuidas en sectores y proce-
sos productivos y de servicios; dinamizan y se articulan con pro-
cesos educativos y de formación superior y técnica, permitiendo 



94

generar procesos de crecimiento económico compatibles y com-
plementarios con el Vivir Bien y la armonía con la naturaleza; 
inciden en cadenas productivas y comerciales; y democratizan 
la salud económica a través del empleo y el ingreso, entre otros.

6. Vínculos mercantiles y productivos, a través de acciones de in-
tegración nacionales, locales, transfronterizas e internacionales, 
incorporan procesos tecnológicos que generan conocimientos y 
saberes para fortalecer procesos de desarrollo integral, holísticos 
y en equilibrio con la naturaleza.
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CAPÍTULO 3:

La conflictividad agraria de comienzos de siglo y la 
guerra por los recursos naturales

Alcides Vadillo Pinto1

El presente trabajo está dividido en tres partes: i) La con�ictividad 
agraria de comienzos de siglo y la guerra por los recursos naturales; 
ii) Todos contra los bienes comunes, y iii) Conclusiones.

El artículo parte del contexto de con�ictividad que se vivió en el país a 
inicios del presente siglo: la Guerra del Agua (abril 2002), la Guerra del 
Gas (abril 2003) y las permanentes tomas de tierras que amenazaban 
con la ‘guerra por la tierra’ (2004). Posteriormente se recogen y analizan 
diferentes reportes sobre con�ictos agrarios en el periodo 2004-2013.

La segunda parte pretende mostrar la persistente tendencia a la apropia-
ción de los bienes comunes, principalmente la tierra y los bosques, sin 
perder de vista los minerales y otros recursos de propiedad del Estado 
que pasan a manos privadas. En relación a la tierra, se muestra cómo 
en los últimos años se ha frenado la toma de propiedades privadas y en 

1 Abogado especialista en materia agraria, derechos indígenas, tierra y territorio, 
con�ictos agrarios y descentralización. Trabajó como asesor de comunidades 
y organizaciones indígenas; fue funcionario de instituciones públicas (Parti-
cipación Popular y el INRA) y de organismos de cooperación internacional 
(ONU en Guatemala y la Cooperación Danesa en Bolivia). También trabajó 
en organizaciones no gubernamentales (CEJIS, Fundación TIERRA), a.vadi-
llo@ftierra.org. 
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su lugar se está distribuyendo tierras forestales. Estas tierras, que antes 
eran concesiones forestales y áreas de reservas forestales municipales, han 
sido declaradas �scales durante el proceso de saneamiento; también se 
aborda cómo otros actores están “tomando” tierras que son territorios 
indígenas, reservas forestales y áreas protegidas. Finalmente, se presentan 
algunas conclusiones sobre la con�ictividad agraria.

Introducción

En abril de 2002 Bolivia vivió la “Guerra del Agua”, nombre con 
el que se conocieron las protestas en Cochabamba contra la priva-
tización del abastecimiento del agua potable. En octubre de 2003 
vivimos la “Guerra del Gas”, una serie de con�ictos suscitados en 
La Paz (Warisata y El Alto), relacionados con la exportación de gas 
natural de Bolivia a Estados Unidos a través de puertos chilenos; 
movilizaciones que provocaron la salida del entonces presidente 
Gonzalo Sánchez de Lozada.

Del 18 de octubre de 2003 (caída del gobierno de Gonzalo Sánchez 
de Lozada) al primero de enero de 2004 (cambio del Director Na-
cional del INRA), esta institución registró un promedio de dos tomas 
de tierras por semana.

El 31 de diciembre de 2003, asumí la Dirección Nacional del Insti-
tuto Nacional de Reforma Agraria (INRA) en medio de múltiples y 
violentas “tomas de tierras” acompañadas de movilizaciones sociales 
que cuestionaban la legitimidad de la propiedad privada y la legalidad 
e institucionalidad agraria existente. Los con�ictos por tierras estaban 
en el punto más alto después de la Reforma Agraria de 1953, de 
forma que ocupé la dirección del INRA convencido de que teníamos 
sobre nuestras espaldas una misión de paz, teníamos que evitar la 
‘guerra por la tierra’.

La conflictividad agraria de comienzos de siglo y la guerra por los 
recursos naturales

El acceso a la tierra es con�ictivo por su propia naturaleza, porque del 
control de la tierra depende el acceso y control de otros recursos como 
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el forestal, la biodiversidad, el agua y ciertos derechos y prerrogativas 
sobre recursos del subsuelo, pero además, porque tiene connotaciones 
económicas, políticas, culturales e identitarias.

Hay con�ictos relacionados con la tenencia de tierra como el de 
límites, división de propiedades o temas de uso y producción, que 
son prácticamente normales en muchas sociedades del mundo, por 
eso se promulgan leyes y se consolidan instituciones para poder 
resolverlos. En sociedades de origen colonial, como la nuestra, el 
tema de la tenencia de la tierra es más complejo y delicado y se puede 
pasar rápidamente de con�ictos agrarios a una con�ictividad agraria 
más profunda.

En Bolivia, a partir del año 2000, la propiedad de la tierra se convirtió 
en un factor de confrontación social y en un elemento dinamizador 
de la lucha política entre diferentes sectores sociales, en un contexto 
más amplio de lucha por el control de los recursos naturales entre lo 
nacional-popular, por un lado y lo oligárquico extranjerizante y/o 
transnacional, por otro.

La coyuntura se volvió más complicada a partir de la formación 
del Movimiento Sin Tierra (MST) y su intervención en la localidad 
de Pananti (Tarija) en noviembre de 2001, que generó el primer 
enfrentamiento armado en la lucha por la tierra y dejó como saldo 
seis campesinos y un patrón muertos a bala. Pananti se convirtió en 
símbolo y punto de referencia para campesinos sin tierras y población 
urbana desempleada, que veía en este tipo de acciones un camino 
para obtener tierras, pero también para generar organización social 
y fuerza política.

Así, el MST cobró fuerza en La Paz, Potosí, Cochabamba, Oruro, 
el Chaco, Pando, Beni y Santa Cruz. Con la aparición del MST en 
Santa Cruz y la sistemática toma de tierras en este departamento en 
haciendas como San Cayetano, La Luna, Las Pailas, Los Yuquises, 
entre las más importantes, la con�ictividad agraria se incrementó y 
el departamento se convirtió en un escenario generalizado de con-
frontación social y política.
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Hemos recuperado algunos reportes o estudios sobre con�ictos agra-
rios, realizados en esa época, los mismos nos muestran el nivel de 
con�ictos en existentes en este periodo.

EL PRIMER REPORTE DE CONFLICTOS (2005)

El primer análisis sobre con�ictos de tierra fue generado por la Uni-
dad de monitoreo y resolución de con�ictos del INRA, el mismo que 
muestra el siguiente cuadro resumen de con�ictos agrarios durante 
la gestión 2005.

Cuadro 2. Conflictos agrarios por departamentos en el año 2005

Departamento
Tipo de con�icto

Tomas de tierra Avasallamientos, límites, sobre posición, 
procesos paralizados Total

Beni 4 7 11

Potosí 4 4 8

La Paz 12 14 26

Oruro - 18 18

Cochabamba 1 13 14

Pando - - -

Santa Cruz 10 74 84

Tarija 2 8 10

Chuquisaca 3 2 5

Total 36 140 176

Fuente: inra, 2006.

El monitoreo del INRA agrupa los con�ictos en dos categorías:

1. La toma de tierras. Que por su forma y contenido (se realiza a 
través de acciones de masa, con importantes niveles de organización, 
ejercicio de violencia y despojo de la propiedad privada) adquiere 
una signi�cación social y política de gran amplitud.

2. Avasallamientos y con�ictos de límites. Son con�ictos que se ge-
neran entre predios vecinos fundamentalmente por límites y sobre 
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posición de derechos que paralizan los procesos de saneamiento de 
la propiedad agraria. Lo que es necesario aclarar es que en esa época 
y en ese contexto, estos con�ictos no se generaron entre iguales, sino 
entre sindicatos campesinos y empresas agrícolas, entre comunidades 
y ganaderos.

En relación a la cantidad de con�ictos, el reporte muestra que en el 
año 2005 hubo 36 tomas de tierras, lo que signi�ca un promedio 
de 3 predios “tomados” cada mes. Si lo vemos por departamento, 
llama la atención que 12 se realizaron en La Paz y 10 en Santa Cruz, 
lo que signi�ca que más del 60% de las “tomas de tierras” fueron en 
los dos departamentos que son el centro político y económico del 
país. Esto se explica porque una toma de tierra implica desconocer la 
legitimidad de la propiedad privada y la legalidad existente, además 
de descali�car la institucionalidad agraria (y en buena medida la 
capacidad estatal) para dar respuestas.

Por otra parte, los avasallamientos y con�ictos de límites fueron 140 
en todo país, de los cuales 74 fueron el departamento de Santa Cruz, 
más del 50% de los casos registrados.

En este periodo tuvimos que aprender la diferencia entre con�ictos 
agrarios y con�ictividad agraria:

Los con�ictos agrarios son esos con�ictos “normales” producto de 
relaciones de vecindad, trabajo, división de propiedades, límites, etc., 
en la que dos o más individuos con intereses contrapuestos entran 
en confrontación, oposición o emprenden acciones mutuamente 
antagonistas.

Una con�ictividad agraria como tal ocurre cuando los con�ictos 
agrarios no resueltos se agudizan o agravan y cualquier diferencia 
en torno a la tierra es motivo de choque y confrontación de forma 
permanente y sistemática; cuando el con�icto ya no es solo entre dos 
individuos o propietarios, sino entre dos grupos sociales. Cuando se 
observa que existen sectores interesados que pretenden exacerbar los 
con�ictos de acceso, uso o propiedad de la tierra en una relación social 
con�ictiva, estamos frente al manejo interesado y el uso político de 
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las diferencias y los problemas existentes en torno a la tierra. Esto 
entendimos por con�ictividad agraria y eso fue lo que vivimos a 
comienzo del presente siglo.

CONFLICTIVIDAD AGRARIA EN SANTA CRUZ: EL CASO DE SAN JULIÁN-EL PUENTE 
(2006-2007)

Después del triunfo electoral del MAS, en diciembre de 2005, las 
“tomas de tierras” bajaron signi�cativamente, prácticamente hasta 
desaparecer, salvo casos aislados como los del Parque Madidi. Sin 
embargo, la confrontación persistió a otro nivel, los anuncios de la 
Revolución Agraria y las modi�caciones a la Ley INRA por parte del 
gobierno llevaron el tema tierra al debate político; las reivindicaciones 
reales de tierras para los que no la tienen y de seguridad jurídica para 
los empresarios agropecuarios fue subordinada a la lucha regional 
autonómica que adquirió componentes de clase, económicos, étnicos 
y regionales.

El año 2008, en un trabajo para el PNUD, realizamos un análisis de la 
con�ictividad agraria en Santa Cruz, a partir del caso San Julián – El 
Puente (Vadillo Pinto, 2009).

Este trabajo de investigación identi�có que en la región existía un 
elevado nivel de con�ictividad generado por la ocupación de tie-
rras forestales en una región de expansión de la frontera agrícola, la 
tierra era disputada por concesiones forestales, indígenas guarayos, 
campesinos de la provincia guarayos y campesinos colonizadores del 
municipio de San Julián.

Si bien estaba claro que era un con�icto generado por el interés de 
diferentes sectores sociales de apropiarse de tierras �scales, el discurso 
construido como justi�cación tocaba elementos de confrontación 
de clase, confrontación étnica, de jurisdicciones municipales y de 
confrontación étnico regional que se comportan como dinamizadores 
del con�icto:



107

De clase. Necesidad de tierra para los campesinos que no la tienen 
y cuestionamiento al acaparamiento de tierras por parte de los 
empresarios.

Étnicos. Demanda del pueblo indígena guarayo sobre tierras de do-
minio histórico.

Límites municipales. Los municipios de San Julián y El Puente de-
mandaban estas tierras como parte de su jurisdicción.

Étnico regional. Migrantes colonizadores, provenientes de la parte an-
dina, “avasallan” tierras de empresarios cruceños, campesinos cambas 
e indígenas guarayos.

En este estudio vimos como la lucha por la tierra adquiere dimensio-
nes económicas, de clase, étnicas, regionales y políticas que “ponen 
en duda la e�ciencia de la institucionalidad pública, cuestionan los 
mecanismos de acceso a la propiedad de la tierra y amenazan la paz 
social, constituyéndose en una verdadera “crónica de un enfrenta-
miento anunciado” (Vadillo Pinto, 2009, pág. 112).

Afortunadamente la sangre no llego al río. Pero hemos podido ver 
como con�ictos puntuales por la tierra pueden constituirse en con-
�ictos regionales.

REPORTAJE DEL DIARIO EJU! (2013)

En marzo de 2013 el diario Eju! publicó un reportaje sobre las tomas 
de tierras en el departamento de Santa Cruz.

A partir de información de la Cámara Agropecuaria del Oriente (CAO) 
el reportaje señala que existen 66 predios “tomados” en 9 provincias, 
que afectan una extensión de 28.730 hectáreas agrícolas y ganaderas, 
lo que implica una extensión promedio de 435 hectáreas por predio. 
Lamentablemente no se indica en qué tiempo se han generado estas 
tomas de tierras, ausencia que nos impide hacer un análisis compa-
rativo con otros periodos.
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El reportaje también hace referencia a las formas en que se realizan 
las tomas de tierras. “Por la forma de proceder y la logística que em-
plean, los productores creen que detrás de las invasiones hay bandas 
organizadas armadas que actúan en complicidad con el Instituto 
Nacional de Reforma Agraria (INRA). Basan su hipótesis en el hecho 
de que los invasores manejan información de las propiedades que 
no poseen documentación completa, por falta de resolución �nal 
de saneamiento, título de propiedad o tienen en curso el trámite de 
titulación del predio”. (Eju!, 2013).

Mapa 1. Predios invadidos en el departamento
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Si se hace un análisis comparativo de lo que fueron las tomas de tierras 
entre 2002 y 2005 y las reportadas en 2013, se puede observar las 
siguientes tres diferencias:

a) Por el sujeto social. En el periodo 2002-2005, la mayor parte de las 
tomas de tierras fueron ejecutadas por el MST; en 2013 son realizadas 
por diversos grupos dispersos.

b) Por el tipo de predios afectados. Entre 2002-2005 se observa con 
mucha claridad que los predios avasallados eran, en su mayor parte, de 
propiedad de extranjeros o grandes propiedades con cuestionamientos 
sobre su cumplimiento de la Función Económica Social (FES) o sobre 
su legalidad. Las propiedades tomadas en 2013 son tanto grandes 
como pequeñas, saneadas o en proceso de saneamiento y un elemento 
central: eran propiedades productivas.

c) Por los objetivos. Las diferencias anteriores nos llevan a identi�car 
una tercera diferencia. Las tomas de tierras entre 2002 y 2005 lle-
vaban implícitas acciones ideológicas, sociales y políticas; estaban 
relacionadas con objetivos políticos. Las propiedades tomadas en 2013 
parecen responder solamente a intereses económicos de pequeñas 
organizaciones y de algunos dirigentes.

En noviembre de 2013 el presidente Evo Morales aseguró que se ga-
rantizará el respeto a las tierras privadas y llamó a no usar su nombre 
para alentar los avasallamientos ilegales. La nota periodística publi-
cada por Página Siete a�rmaba que según el Instituto Boliviano de 
Comercio Exterior (IBCE), más de 70 predios agro productivos en 
Santa Cruz fueron avasallados por personas que además causaron 
daños materiales (Vaca�or, 2013).

Después del reportaje de Eju!, el periódico o�cialista CAMBIO en di-
ciembre de ese año publicó un reportaje bajo el título: “Avasalladores 
depredan Santa Cruz” en el que se identi�can más de 20 predios 
tomados. También se identi�ca la existencia de una red de trá�co de 
tierras en Santa Cruz (CAMBIO, 2013). Todos estos elementos dan 
justi�cación y viabilizan la Ley N° 477 Contra el Avasallamiento y 
Trá�co de Tierras del 30 de diciembre del 2013.
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Todos contra los bienes comunes

Sin duda que la Ley 477 fue un mensaje político, claro y contundente, 
que ayudó a frenar las tomas de tierras aplacando la con�ictividad 
agraria que se había iniciado a principios de la década de 2000. 
Paralelamente a la decisión de frenar la toma de tierras, el gobierno 
dirigió su mirada hacia las tierras forestales existentes en el oriente 
del país y encauzó a los sectores campesinos e interculturales a ocupar 
esas tierras.

El 20 de octubre de 2012, en un acto público en el municipio de Laja, 
el presidente Evo Morales ofreció tierras del oriente a campesinos de 
occidente; sostuvo que existen millones de hectáreas aptas para labores 
agrícolas sin los problemas de agua y clima que se viven en tierras 
altas (EL DÍA, 2012). También ofreció tierras �scales del oriente a los 
productores cocaleros del Chapare, para evitar el avasallamiento y 
cultivo de coca ilegal en los parques nacionales (Los Tiempos, 2014). 
Hace poco el presidente Evo Morales develó que ofertó tierras �scales 
a los bolivianos que viven en países afectados por la crisis económica 
para que retornen al país (La Razón, 2018).

Pero no solo se ofrecen las tierras del oriente, sino que el discurso 
alimenta y recrea las conocidas leyendas que impulsaron la coloniza-
ción de América, ahora desde la visión campesina: “Los hermanos que 
tienen de 20 a 50 hectáreas, como los del oriente, produciendo soya 
ganan mejor que el Presidente y un ministro. Acá, por problemas de 
agua y clima, algunos hermanos no cuentan con su�ciente terreno; 
gracias a la Constitución se recuperó millones y millones de hectáreas 
en el oriente. Hay disponibilidad [de tierras] para el hermano que 
quiera tener tierra en el oriente boliviano”, a�rmó el Presidente (EL 
DÍA, 2012). Este discurso parece una nueva versión de la leyenda de 
“El Dorado,” la ciudad perdida hecha de oro, que llevó a muchos 
conquistadores a emprender una búsqueda inútil, y muchas veces 
mortífera, a través de las selvas y montañas de Suramérica, pero 
ahora desde la visión campesina, en épocas del Estado Plurinacional.

En los últimos años estamos viendo que los avasallamientos se reali-
zan sobre los bienes comunes, sobre las áreas protegidas, las reservas 
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forestales y las tierras de los pueblos indígenas. Pese a los cambios 
sociopolíticos de la última década, en Bolivia persiste un modelo 
desarrollista basado en el extractivismo y en las posibilidades coyun-
turales que el mercado internacional ofrece.

En ese contexto hay una expansión de los agronegocios, ampliación 
de la frontera agrícola, actividades mineras legales e ilegales, pro-
yectos y actividades de exploración y explotación de hidrocarburos 
y la construcción de megaproyectos de infraestructura que se están 
realizando en áreas protegidas, en territorios indígenas que atentan 
contra su integridad e impulsan el avasallamiento de los mismos.

Desde la agenda patriótica que señala que para el año 2025 “Bolivia 
será un país productor de alimentos, productor de energía eléctrica 
aprovechando plenamente su potencial hidroeléctrico” (Estado Plu-
rinacional de Bolivia, 2014), nos están hablando de la ampliación 
de la frontera agrícola de tres a trece millones de hectáreas, lo que 
signi�ca una ampliación de 10 millones de hectáreas en 10 años. En 
esta dirección se han tomado varias medidas:

Cambio de uso de los suelos de vocación forestal

En un primer momento, como consecuencia de la conversión de los 
“contratos de aprovechamiento forestal de largo plazo” en concesiones 
forestales de 40 años, aproximadamente 12 millones de hectáreas 
pasaron de tierras de patrimonio del Estado a dominios privados 
y del uso forestal al agropecuario. “Aproximadamente existen 50 
millones de hectáreas de bosques en el país de las cuales cerca del 
80% se encuentran en las tierras bajas” (ABT, 2016, pág. 4). Esta 
super�cie boscosa ha venido disminuyendo signi�cativamente en los 
últimos años, de 62.795.000 hectáreas en 1990 a 60.091.000 en el 
año 2000; 58.734.000 en 2005; 56.209.000 en 2010 y 54.764.000 
en 2015 (Ibíd.: pág. 5).

Hasta la promulgación de la Ley Forestal (Ley 1700) en 1996, el sector 
maderero ocupaba una super�cie forestal bajo sistema de contrato de 
corte, estimada en aproximadamente 22 millones de hectáreas (Stolz 
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y Quevedo, 1992 citado en Guzmán y Quevedo, 2009). El Estado, 
con base en la nueva Ley Forestal, apoyó la conversión voluntaria 
de los “contratos de aprovechamiento forestal de largo plazo” en 
concesiones forestales de 40 años. Como producto de este proceso, 
la super�cie en manos de las empresas madereras fue reducida, en 
1997, a 5.84 millones de hectáreas distribuidas en 87 concesiones 
forestales. (Superintendencia Forestal 1999 citado en Guzmán y 
Quevedo, 2009, pág. 10).

Si a los 5.84 millones de hectáreas en concesión forestal le sumamos 
otros 5.00 millones de hectáreas que fueron declaradas como reservas 
forestales y reservas municipales, signi�ca que aproximadamente 12 
millones de hectáreas dejaron de ser forestales y pasaron a ser decla-
radas como �scales, primero, y luego distribuidas como propiedad 
agraria para uso agropecuario.

En un segundo momento, a través del proceso de saneamiento de la 
propiedad agraria, varias de las concesiones forestales fueron revertidas 
al Estado y las tierras declaradas �scales. Las Áreas Forestales de Reserva 
Municipal, casi en su totalidad han sido declaradas tierras �scales y 
posteriormente entregas a manos privadas como propiedad agraria.

En un tercer momento, se están impulsando programas de asentamien-
tos humanos y distribución de tierras en el oriente, distribuyendo 
tierras que anteriormente fueron concesiones forestales y/o Áreas 
Forestales de Reserva Municipal. En este mismo proceso se registran 
asentamientos ilegales en reservas forestales, en territorios indígenas 
y en áreas protegidas.
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Mapa 2. Concesiones forestales Departamento Santa Cruz

Elaborado: SIG TIERRA Oriente Santa Cruz, septiembre 2018
Fuente: https//geogob.bo; http://geoabt.gob.bo/abt/; (consulta: septiembre, 2018)
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�exibilizaron los requisitos para los desmontes y quemas “controladas” 
con la visión de facilitar la ampliación de la frontera agrícola.

Se están construyendo caminos o carreteras que afectan las áreas 
protegidas y en territorios indígenas, como en el caso del TIPNIS. 
Desde los territorios indígenas el problema central no es la carretera 
en sí misma, sino la presión e inseguridad territorial que ella genera, 
la carretera se constituye en el principal mecanismo de penetración 
y despojo de tierras indígenas.
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Nuevos asentamientos humanos en Santa Cruz

Los nuevos con�ictos agrarios se están generando en la disputa por las 
tierras �scales, por las tierras de las áreas protegidas, por las tierras de 
las reservas forestales, por las tierras de los pueblos indígenas, tierras 
que están siendo ocupadas, algunas de forma legal y otras de forma 
ilegal, pero con la benevolencia del Estado que lo permite, bajo la 
lógica de “echarle nomas que después se legaliza”.

En estos procesos de asentamientos humanos, legales o ilegales pero 
permitidos, se están generando los nuevos con�ictos por el acceso a 
la tierra, por un lado estamos frente a quienes pretenden apropiarse 
de los recursos públicos (tierra, agua, bosque, minerales, etc.) en be-
ne�cio de personas particulares, por otro lado tenemos a los pueblos 
y comunidades indígenas que de�enden sus tierras y territorios que 
son de propiedad común, como pueblos, pero también están sectores 
de población que actúan en defensa de los bienes comunes como la 
conservación del medioambiente, de las áreas protegidas, del bosque 
y la biodiversidad, etc.

En este contexto sería ingenuo pensar que cualquier programa de 
asentamientos humanos solo pretende resolver los problemas de 
sobrevivencia de quienes no tienen tierra o generar seguridad alimen-
taria para la población nacional. Las tierras �scales son, y fueron en el 
pasado, un mecanismo de prebenda para los militantes y allegados al 
partido de gobierno; es la transferencia de recursos públicos a manos 
privadas, es la entrega de un medio para la producción, de un recurso 
valuado en dinero, es la intensión de favorecer a ciertos sectores so-
ciales. Pero quedarnos solo en la dimensión social y económica de la 
entrega de tierras, es una mirada sesgada, torcida e incompleta porque 
esos asentamientos humanos están dirigidos a generar cambios en 
las estructuras de poder local y regional para los próximos años. La 
historia del país con asentamientos humanos dirigidos y espontáneos 
está llena de ejemplos.

Igualmente sería ingenuo pensar que no habrá resistencia por parte 
de quienes tienen el aprovechamiento del recurso forestal mediante 
las asociaciones sociales del lugar y/o las poblaciones urbanas de las 



115

ciudades intermedias y pueblos rurales, que carecen de tierras y ven 
como llegan los nuevos vecinos, venidos de tierras lejanas, papeles en 
mano, a apropiarse de tierras y de los recursos forestales en desmedro 
de posibles bene�cios propios. Resistencia que también existe de 
parte de los pueblos y comunidades indígenas que ven sus territorios 
afectados o amenazados por estos asentamientos ilegales. Los poderes 
locales y regionales no van a quedarse de brazos cruzados ante esta 
amenaza a tantos años de manejo discrecional del poder.

Conclusiones

En Bolivia, la propiedad, tenencia y distribución de la tierra continúan 
siendo uno de los temas centrales en la discusión sobre el desarrollo, 
pero también uno de los temas más sensibles y con�ictivos del país.

La falta de de�nición del derecho de propiedad sobre la tierra y la 
inseguridad jurídica de la propiedad agraria limitan las posibilidades 
de inversión, de trabajo y de desarrollo, de forma que el tema de 
propiedad y tenencia nunca está cerrado.

Es evidente que sectores campesinos, indígenas y no indígenas, que 
no tienen tierra o la tienen en cantidad o calidad insu�ciente para 
vivir de ella, actúan políticamente para conquistarla, tanto tratándose 
de reivindicaciones socioeconómicas como territoriales. Para ello, 
argumentan la equidad, la ilegitimidad de muchas de las grandes ex-
plotaciones, el despojo que los indígenas han sufrido desde hace cinco 
siglos y los artilugios jurídicos utilizados para legitimarlo legalmente.

En los últimos años en Bolivia hay un alto grado de con�ictividad 
social y polarización política, la misma que en el departamento de 
Santa Cruz ha estado alimentada por la lucha por la tierra y la auto-
nomía departamental. Cada una de éstas con planteamientos muy 
de�nidos, pero que en la lucha política se asocian, se mezclan, se 
usan y hasta se confunden.

Uno de los problemas recurrentes respecto de los con�ictos agrarios 
es la ausencia de mecanismos legales capaces de resolverlos. Otro 
problema es la institucionalidad agraria que ha sido considerada 
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como “subordinada al poder político“ y se utiliza la dotación de 
tierras �scales como prebenda y clientelismo político.

Tenemos por un lado discursos que movilizan a los sectores sociales 
contra los latifundistas del oriente, con reiteradas denuncias de ilega-
lidad en la obtención de tierras y títulos de propiedad. Por otro lado, 
se denuncia que las políticas de distribución de tierras del gobierno 
son una amenaza a la región, llamando a la resistencia y defensa de 
la tierra.

Este tipo de planteamientos discursivos han generado en la pobla-
ción de la región oriental un marcado sentimiento de inseguridad 
jurídica sobre la propiedad de la tierra y el temor a los denominados 
“avasallamientos”.

Se están promoviendo asentamientos humanos con �nalidades so-
ciales, económicas y políticas, cuyo último propósito parece ser ge-
nerar cambios en las estructuras de poder local y regional para los 
próximos años.

Existe una resistencia de los pueblos y comunidades indígenas que 
ven sus territorios afectados o amenazados por asentamientos hu-
manos ilegales.

Los poderes locales y regionales alimentan toda acción de resistencia 
a los nuevos asentamientos, como estrategia de conservación del 
poder local.
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CAPÍTULO 4:

El impacto de la infraestructura vial en ecosistemas 
de alta fragilidad
El caso de la construcción de una carretera en el norte  
chiquitano, Bolivia
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Bolivia; esboza también el cambio de la cobertura de vegetación 
futuro potencial (2046) como resultado de la pavimentación de una 
carretera proyectada hasta el año 2020 en la misma región. Para la 
identi�cación del cambio ocurrido en los últimos 30 años se analizaron 
12 imágenes de satélite Landsat con ayuda de claslite, mientras que 
la proyección de cambio a futuro fue obtenida con el Modelador de 
Cambios Terrestres (LCM), bajo dos escenarios de trazado de ruta. 
Los resultados muestran que la implementación de este proyecto de 
infraestructura incrementará potencialmente la deforestación en un 
34-43% –hasta el año 2046– en un área de 10 km de distancia hacia 
los lados de la vía, concentrándose el impacto principalmente en los 
primeros 5 km. En caso de construirse esta vía, las áreas protegidas 
Laguna Mar�l y Copaibo y la Reserva Forestal Bajo Paraguá serían 
las regiones con mayor probabilidad de incremento en el cambio de 
uso del suelo por las actividades antrópicas en el 56-63%, 17-19% 
y el 14%, respectivamente.

Palabras clave: Carreteras, deforestación, evaluación del impacto, 
tierras forestales.

Introducción

La proyección de escenarios para la evaluación del impacto de las 
actividades humanas (antrópicas), especialmente de desarrollo de 
infraestructura en ecosistemas naturales, es una herramienta útil para 
plani�car acciones de prevención y mitigación. En el caso del oriente 
de Bolivia, donde se interdigitan ecosistemas forestales frágiles de la 
Amazonía, el Cerrado y el Bosque Seco Chiquitano, las presiones 
sobre la integridad de estos paisajes son diversas pero la principal es 
el cambio de uso del suelo vinculado con el incremento del acceso 
a la tierra a través de redes de comunicación vial (Vides-Almonacid 
y Justiniano, 2011). Actualmente se tienen proyectadas una serie de 
redes viales para el sector norte de la Chiquitania. Una de ellas es la 
ruta que conectará las localidades de Santa Rosa de la Roca, Puerto 
Villazón, Piso Firme y Remansos, un tramo de 465 km de longitud 
que atravesará los departamentos de Santa Cruz y Beni (Estado Plu-
rinacional de Bolivia, 2016).
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Si bien por ahora existen en esta área caminos de orden secundario 
y terciario, el desarrollo de una red vial hasta el año 2020 podría 
constituir una oportunidad para integrar las regiones productivas 
generando así diversos bene�cios directos a las comunidades loca-
les, como el mejoramiento del acceso al mercado. Sin embargo, las 
carreteras también podrían convertirse, en el futuro, en uno de los 
principales impulsores de la deforestación y degradación de la cober-
tura boscosa (p. ej. el Bosque subhúmedo semideciduo chiquitano) 
y otros hábitats naturales en la región (p. ej. Cerrado).

Durante los últimos años se han incrementado las modelaciones 
espaciales para predecir –en una serie de tiempo hacia el futuro– el 
cambio de uso de la tierra, especialmente en áreas de desarrollo de 
carreteras a escalas de nivel global (Meijer et al., 2018) y nacional 
(Soares-Filho et al., 2004; Casella y Paranhos Filho, 2013; Reymon-
din et al., 2016). Para el caso de Bolivia, excepto por Vargas et al. 
(2012), las proyecciones de cambios en la cobertura del suelo no han 
considerado metodológicamente el desarrollo de la infraestructura 
vial (Sangermano et al., 2012; Müller et al., 2014; Vides-Almonacid 
et al., 2015; Tejada et al., 2016; Maillard, 2018).

En este marco, el presente estudio se centra en determinar los escena-
rios futuros del impacto directo e indirecto que causaría la construcción 
de la carretera especí�camente en el municipio de San Ignacio de 
Velasco –en términos del cambio de la cobertura de vegetación– a 
partir del análisis espacial de las actividades humanas desarrolladas 
entre 1986 y 2016 y una proyección de los cambios que podrían 
ocurrir hasta el año 2046.

Área de estudio

El área de estudio comprende principalmente los municipios de San 
Ignacio de Velasco y Concepción, ubicados en el norte del departa-
mento de Santa Cruz. Además, se han considerado en el análisis otros 
municipios circundantes al área directa de impacto de la carretera: San 
Pedro, Santa Rosa, San Javier, San Miguel, Ascensión de Guarayos, 
San Rafael, Urubichá y El Puente en el departamento de Santa Cruz; 
y San Javier, Huaracaje, Magdalena, San Andrés, Baures y Trinidad 
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en el departamento del Beni, así como también una parte del Estado 
de Mato Grosso en el Brasil (Fig. 1). Toda esa región presenta una 
llanura plana a ondulada con presencia de serranías aisladas, con una 
altitud que alcanza hasta los 1.095 msnm. En el sector boliviano, 
esta área de referencia contaba hasta el año 2012 con una población 
de 134 mil habitantes según el Censo de Población y Vivienda del 
Instituto Nacional de Estadísticas (INE, 2012).

En este sector de Bolivia el clima es húmedo tropical, con una tempe-
ratura media anual que oscila entre los 22,3 ºC y 27,8 ºC, mientras 
que la precipitación media anual se sitúa entre los 800 mm y 2.000 
mm, y una evapotranspiración potencial de 1.944 mm y los 2.203 
mm (Ibisch y Mérida, 2003). Navarro (2011) indica que las regiones 
biogeográ�cas de esta región pertenecen a los sectores del Guapore, 
Beniano oriental, Chiquitano central, y el Chiquitano transicional a 
la Amazonia. Cada una de estas regiones se caracteriza por presentar 
ecosistemas únicos y frágiles.

En cuanto a las áreas protegidas presentes, destaca el Parque Nacional 
Noel Kemp� Mercado (PN-NKM) (Fig. 1) ubicado en los municipios 
de San Ignacio de Velasco (Santa Cruz) y Baures (Beni) con una 
extensión de 1.5 millones de ha, considerado uno de los espacios de 
conservación de mayor biodiversidad en el país y declarado Patri-
monio Natural de la Humanidad por la UNESCO, único en Bolivia 
con esta distinción. En cuanto a las áreas protegidas de carácter 
departamental, se encuentra la Unidad de Conservación del Patri-
monio Natural–Refugio de Vida Silvestre Departamental Ríos Blanco 
y Negro (UCPNRVSD-rbyn) con 1.4 millones de ha, situada entre los 
municipios de Ascención de Guarayos, Urubichá y Concepción (Fig. 
1). Según Quiroga et al. (2011), las áreas protegidas municipales 
incluyen la Reserva Municipal de San Ignacio (RM-SI) con más de 
76 mil ha (San Ignacio de Velasco), el Área Protegida Municipal del 
Patrimonio Natural y Cultural de Copaibo (APMPNC-C) con 347 mil 
ha (Concepción), y el Área Natural Municipal de Manejo Integrado 
Laguna Mar�l (ANMMI-LM) con 71 mil ha (San Ignacio de Velasco) 
(Fig. 1). Además, se incluye la Reserva Forestal Bajo Paraguá (RF-BP) 
con 1.3 millones de ha situada entre los municipios de San Ignacio 
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de Velasco y Concepción (Fig. 1). Los límites de la Reserva Forestal 
Bajo Paraguá se sobreponen en más de la mitad de la super�cie del 
Área Protegida Copaibo y Reserva de San Ignacio.

Mapa 3. Trazados potenciales de la construcción de la carretera en el 
norte del departamento de Santa Cruz, en relación a las áreas 
protegidas nacionales, departamentales y municipales, y una 
reserva forestal

Fuente: Elaboración propia.

El Estado Plurinacional de Bolivia (2016) elaboró el Plan de Desa-
rrollo Económico y Social en el marco del Desarrollo Integral para 
Vivir Bien (PDES), para la gestión comprendida entre los años 2016 
y 2020. En este plan se contempla la construcción y rehabilitación 
de diversas redes viales fundamentales a través de la Administradora 
Boliviana de Carreteras (ABC), con la participación directa del nivel 
central del Estado y las contrapartes de los gobiernos departamentales 
y municipales. La carretera que se pretende construir en el municipio 
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de San Ignacio de Velasco hasta el año 2020, podría contar con dos 
escenarios de trazados potenciales (Fig. 1).

El trazado de la carretera # 1, mencionado en la plani�cación del 
PDES y presentado en la página o�cial de la ABC como carretera en 
de�nición, se iniciaría en la comunidad Santa Rosa de la Roca y 
llegaría hasta Remansos (Beni), pasando por Piso Firme.5 El tramo 
vial hasta Piso Firme tendría una extensión de 286 km y bordearía 
el Área Protegida Municipal de Copaibo (Fig. 1).

El trazado potencial #2 (no mencionado en el PDES) se podría iniciar 
hipotéticamente en un camino municipal existente basado en la ruta 
presentada por la ABC que comienza en la comunidad Carmen de 
Ruiz, y tendría una longitud de 353 km hasta llegar a Piso Firme, 
pasando muy cerca al Parque Noel Kemp­ Mercado (Fig. 1).6 Cerca 
de este segundo trayecto vial se sitúa el Cerro Manomó, ubicado 
a 150 kilómetros al norte de San Ignacio de Velasco, en el cual se 
registra uno de los depósitos de fosfatos uraníferos más importantes 
del país (Tejada, 2012).

Si bien actualmente existe una red caminera vial de orden secundario 
y terciario en ambos trazados, la carretera a construirse atravesaría 
el área de la Reserva Forestal Bajo Paraguá, y una región que alberga 
ecosistemas boscosos (Bosque subhúmedo semideciduo de la Chiqui-
tania, bosques amazónicos), no boscosos (Cerrado, Pampa termitero, 
sabanas abiertas) y acuáticos (Fig. 2).

5 (http://www.abc.gob.bo/wp-content/uploads/2018/08/mapa_abc_2018_
web.pdf ).

6 (http://www.abc.gob.bo/wp-content/uploads/2018/08/mapa_abc_2015_
web.pdf ).
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Foto 1. Trazado # 1: a) Sabanas inundables, entre Santa Rosa de la Roca y San Rafaelito; b) Cerrado (Pampa mon-
te), cercano al área de Tiraque-24 de Junio; c) Bosque subhúmedo semideciduo de la Chiquitania, área de comu-
nidades Tiraque-24 de Junio (Fotos: Weimar Torres, 2018).

Trazado # 2: d) Cerrado, área de La Unión (Foto: Weimar Torres, 2018); e) Bosque subúmedo semideciduo de la 
Chiquitania bien conservado con presencia de Cusi (Attalea speciosa), área de comunidades Campamento-Colora-
do-Candelaria (Foto: Weimar Torres y William Alfaro, 2018); f) Camino principal, área de La Unión (Foto: Reinaldo 
Flores, 2009).
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Métodos

Identificación de la cobertura del suelo

Con la �nalidad de poder obtener un mapa de la cobertura boscosa, 
se utilizaron siete imágenes satelitales del sensor TM del año 1986 
(Landsat 5) y siete del sensor OLI/TIRS del año 2016 (Landsat 8), las 
cuales se caracterizan por presentar una resolución espacial moderada 
de 30 m. Estas imágenes fueron descargadas desde el portal de internet 
del Servicio Geológico de los Estados Unidos (USGS)7 y Libra,8 con 
una cobertura nubosa menor al 10%. Las escenas fueron procesadas y 
clasi�cadas con ayuda del CLASlite 3.3 (Sistema de Análisis Landsat 
de Carnegie – Lite), un paquete de software diseñado para la identi�-
cación altamente automatizada de la deforestación y degradación de 
bosques a partir de imágenes de satélite de sensores remotos (Asner et 
al., 2009). A través del algoritmo AutoMCU (Segregación Espectral 
Automatizada Monte Carlo), CLASlite ofrece la particularidad de 
realizar un análisis cuantitativo de la cobertura fraccional o porcentual 
(0-100%) de la vegetación viva del dosel o vegetación fotosintética 
(PV), vegetación muerta o vegetación no fotosintética (NPV), y super-
�cie expuesta o sustrato expuesto (S), dentro de cada pixel satelital 
(Ibíd.). En el árbol de decisión simple, se utilizó el valor estándar de 
PV≥80 y S<20 en cada imagen de satélite, excepto por la escena 229-
071 del año 2016 (PV≥70% y S<30). Se mantuvieron los valores por 
defecto en las opciones de enmascaramiento para la eliminación de 
nubes, sombras de nubes, sombras del terreno y agua. Para determinar 
los cambios en la vegetación se mantuvieron los controles deslizantes 
de 50% para deforestación y 25% para degradación.

Posteriormente, con el software ArcGis 10.4 se realizó una veri�cación 
y clasi�cación de la deforestación mediante digitalización manual en 
pantalla. Finalmente se generaron cuatro clases de coberturas terrestres 
(bosque, no bosque, deforestación, otras coberturas). Una vez obtenido 
el mapa de cobertura fraccional de las imágenes de satélite para los 

7 https://earthexplorer.usgs.gov
8 https://libra.developmentseed.org

c
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años 1986 y 2016, se de�nió con ArcGis 10.4 el área del proyecto, el 
área de fuga (leakage area) y el área de referencia. El área de proyecto 
está constituida por cinco áreas protegidas y una reserva forestal, 
donde se están realizando los esfuerzos para reducir los cambios de la 
cobertura boscosa y no boscosa. El área de fuga, que está representada 
por la región donde podrían realizarse asentamientos y cambio de 
uso del suelo, constituye el área de in�uencia de la carretera (10 km 
de amortiguamiento a cada lado). El área de referencia fue de�nida 
en base a un rectángulo donde potencialmente se podrían producir 
efectos a los lados de la carretera en la región, y con la que se realizó 
el recorte de las escenas clasi�cadas. La tasa anual del cambio de 
cobertura boscosa para las áreas de fuga y referencia fue determinada 
a través el método estandarizado propuesto por Puyravaud (2003).

Validación de campo

Para evaluar el nivel de incertidumbre de la clasi�cación resultante se 
obtuvieron 221 puntos de veri�cación en campo en los años 2017 y 
2018, de los cuales 109 puntos fueron tomados con el KoBo Collect, 
una aplicación abierta para dispositivos móviles mediante un formu-
lario creado para este estudio en el portal de internet KoBo ToolBox.9 
Se obtuvo información referente a la localidad, caracterización de 
cada sitio y cuatro registros fotográ�cos de respaldo georeferenciados 
para los cuatro puntos cardinales. Los otros 112 puntos de campo 
fueron obtenidos de manera aleatoria desde 37 mosaicos compuestos 
de ca. 3.700 fotografías aéreas adquiridas por un dron DJI Mavic Pro. 
Adicionalmente, se recurrió a 75 sitios de validación de campo de la 
deforestación registrados por la Autoridad de Fiscalización y Control 
Social de Bosques y Tierra (ABT, 2016), y 48 puntos centroides de 
los cuerpos de agua (p.ej. lagunas) más extensos (>5 km2) en base 
a la cobertura de lagunas de GeoBolivia.10 Los 344 puntos fueron 
agrupados en cuatro categorías (bosque, no bosque, antrópico y 

9 http://www.kobotoolbox.org
10 www.geo.gob.bo
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agua) y analizados en una matriz de error propuesta por Olofsson 
et al. (2014).

Escenarios de cambios de la cobertura del suelo a futuro

La proyección de la transformación a futuro de la cobertura terrestre 
hasta el año 2046, fue realizada a través del módulo Modelador de 
Cambios Terrestres (LCM, Land Change Modeler). El LCM es una 
herramienta desarrollada por el Clark Labs junto a Conservación 
Internacional incluida en el software TerrSet (Eastman, 2015). El LCM 
analiza cambios basados en la corteza terrestre, modela el potencial 
para transiciones en el terreno y predice el curso de los cambios en el 
futuro. El LCM permitió obtener mapas de cambio de las cuatro clases 
entre el periodo 1986 y 2016 (módulo Change Analysis del TerrSet), 
así como también mapas de persistencia, de ganancia/pérdida, de 
transición y de intercambio. Se generó además un mapa espacial de 
tendencias en tercer orden polinomial. En estos análisis se conside-
raron únicamente los cambios de bosque a antrópico y de no bosque 
a antrópico, excluyendo a las otras clases (p.ej. lagunas, ríos). Para el 
modelado se consideraron ocho variables estáticas y dinámicas que 
consideraron factores geofísicos, de conservación y socioeconómicos 
(Anexo 1). Las variables estáticas representaron características que se 
supone que permanecen constantes en el tiempo (p.ej., topografía). 
En nuestro modelo, también supusimos que la distribución de las 
áreas protegidas es una característica estática de la región. Las variables 
dinámicas, por el contrario, representan características que cambian 
a través del tiempo.

Las variables de los factores geofísicos usados fueron la elevación y 
la pendiente del terreno. La elevación se basó en el modelo digital 
de elevación (DEM) del sensor Aster GDEM versión 2,11 y a partir de 
este DEM se construyó un mapa de pendiente en grados en el TerrSet. 
En la variable de conservación se utilizó la cobertura de áreas pro-
tegidas nacionales, departamentales y municipales. El mapa de las 

11 http://gdem.ersdac.jspacesystems.or.jp
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áreas protegidas fue procesado usando el método de transformación 
de probabilidad de verosimilitud mediante la herramienta Evidence 
Likelihood de la Variable Transformation Utility del LCM, usando los 
mapas de transición entre bosque a antrópico y no bosque a antró-
pico. En las variables socioeconómicas, se creó un mapa de permiso 
y tenencia de la tierra usando los mapas de concesiones mineras, 
planes de desmonte, áreas de asentamiento no legales, tierras �scales 
o en proceso, propiedades privadas, concesiones forestales, planes 
de manejo forestal, tierras comunitarias de origen, áreas protegidas 
y cuerpos de agua (ver anexos 1 y 2). Para esta variable se asignaron 
valores de restricción de 0 a 1, considerando una puntuación más baja 
a determinadas áreas, como cuerpos de agua, que no tendrán cambios 
notables en contraste con otras que son más propensas a cambios como 
las áreas de planes de desmonte que tienen valores más altos. Este 
mapa fue también procesado usando el método de transformación de 
probabilidad de verosimilitud. Entre otros factores socioeconómicos 
se consideraron las distancias a centros poblados, vías camineras, 
ríos secundarios, y áreas antrópicas (ver anexos 1 y 2). Los caminos 
de los años 1986 y 2016 fueron digitalizados en pantalla en ArcGis 
10.4 con ayuda de las imágenes Landsat y se categorizaron en rutas 
primarias (nacionales), secundarias (departamentales, municipales) 
y terciarias (comunales, privados). Los mapas de distancias para cada 
una de estas variables fueron calculados con la herramienta Cost (cost 
grow), con una distancia máxima de crecimiento de tipo in�nito y 
se usó el área de referencia como super�cie de fricción. Las variables 
geofísicas, conservación y socioeconómicas fueron sometidas a prueba 
con el coe�ciente de V de Cramer que integra el LCM, para evaluar el 
valor potencial explicativo de la variable en el submodelo (Eastman, 
2015). Las variables fueron procesadas en el submodelo de transición 
usando el Perceptrón Multicapas (MLP, Multi-Layer Perceptron). Para 
este análisis se usaron los parámetros de MLP en sus valores normales 
por defecto. Como resultado el LCM generó un mapa de transición 
potencial de bosque a antrópico y de no bosque a antrópico.

En el módulo de predicción de cambios (Change Prediction) se 
asignó una proyección hasta el año 2046 en la cadena de Markov. Se 
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empleó además el desarrollo dinámico aleatorio de caminos y la ruta 
potencial de transición más alta. En los parámetros de crecimiento de 
carreteras se utilizó un valor de 5 km para crecimiento en longitud y 
16 km para esparcimiento de las vías secundarias, en tanto que para 
el desarrollo de los caminos terciarios se usaron las distancias de 3 
km y 8 km, en base a lo propuesto por Jiang (2007) para la región 
de la Chiquitania. Se empleó el factor de omisión (skip factor) por 
defecto. Se realizaron proyecciones en relación a los dos escenarios 
de la carretera proyectada, y una modelación sin la carretera. Esto 
permitió obtener una estimación de las áreas de transición potencial 
de bosque y no bosque a antrópico, así como también un mapa de 
probable cambio en el paisaje entre los años 2016 y 2046, en inter-
valos de 5 años. Adicionalmente se hizo una proyección de cambios 
a futuro excluyendo la carretera.

Finalmente, se realizó un cálculo de la deforestación en las áreas 
protegidas, el cambio que podría ocurrir dentro de ciertos rangos 
de distancia (0, 5, 10, 20 km) en los dos tramos.

Resultados

Cobertura del suelo en los dos trazados de la carretera y 
escenarios de cambios a futuro

Trazado de la carretera # 1. A través de la clasi�cación de las imágenes 
de satélite, se ha podido determinar que históricamente, en un área 
de amortiguamiento de hasta 10 km a cada lado de esta potencial 
carretera, el área antrópica se incrementó en un 6% en el periodo 
comprendido entre los años 1986 y 2016 (Mapa 4). Las proyecciones 
a futuro del modelador muestran que, ante el escenario de la cons-
trucción de esta red vial en este trazado de ruta, la deforestación se 
incrementaría en un 43% hasta el año 2046 (Mapa 4), en un área 
de amortiguamiento de 10 km. Pero al hacer el análisis de rango de 
distancias, es evidente que los cambios más notables de cambio de 
cobertura (144.285 ha perdidos) se podrían producir en los 5 km más 
cercanos a la carretera pavimentada (Mapa 4). Es notorio el contraste 
con los resultados obtenidos bajo un escenario sin el desarrollo de esta 
infraestructura vial que sería la tercera parte (52.767 ha perdidos).
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Trazado de la carretera # 2. Se determinó de que a cada lado de esta 
segunda potencial ruta en un rango de 10 km, se perdió históricamen-
te (entre 1986 y 2016) el 3% de la cobertura de vegetación (Mapa 
4). Sin embargo, el análisis con el LCM proyecta un escenario donde 
el área antrópica se incrementaría en un 34% (Mapa 4). Al igual 
que en el trazado # 1, en los primeros 5 Km se localizaría la mayor 
super�cie (132.257 ha perdidos) de cambio de cobertura (Mapa 4) 
con la carretera construida, mientras que sin la carretera el impacto 
sería menor (51.191 ha).

Mapa 4. Cobertura del suelo para los años a) 1986, b) 2016, c) 2046 
trazado #1, d) 2046 trazado # 2, donde se distinguen el bosque 
(verde), no bosque (verde claro), antrópico (amarillo) y otras 
coberturas (gris).
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Fuente: Elaboración propia.

Figura 11. Escenarios de la deforestación para el año 2046 en rangos 
de distancia, considerando la ausencia o presencia de la 
carretera en sus dos trazados potenciales
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Cobertura del suelo en áreas protegidas y reserva forestal, 
considerando escenarios de cambios a futuro

En el Parque Nacional Noel Kemp� Mercado, la tasa anual del cambio 
de la cobertura boscosa (la cual constituye el 93% de la extensión total) 
era de –0,16 para un periodo de análisis de 30 años (1986–2016), 
incrementándose del 76% al 78%, en tanto que la super�cie antrópica 
de 599 ha en 1986 se redujo a 151 ha en 2016. Aunque es un área 
de protección estricta a nivel nacional, las proyecciones de cambio 
muestran que, ante los dos trazados de la carretera, el área antrópica 
en el parque se incrementaría en un 1% (Fig. 5, Tabla 1).

El Área Natural Municipal de Manejo Integrado Laguna Mar�l, aunque 
fue creada en 2010, muestra un incremento de la super�cie boscosa 
del 7% en un periodo comprendido entre 1986 y 2016 (Fig. 5). La 
tasa anual de pérdida de la cobertura boscosa fue de 0,36, con un 
incremento del 10%. Las proyecciones del LCM muestran que en 
el escenario de construcción de la carretera # 1 el área antrópica se 
incrementaría al 56% y en el escenario # 2 alcanzaría al 63% (Fig. 
5, Tabla 1).

Constituida como reserva en el 2011, el Área Protegida Municipal 
del Patrimonio Natural y Cultural de Copaibo muestra una pérdida de 
2.406 ha de bosque en el periodo de 30 años de análisis (Fig. 5, Tabla 
1), mientras que el área antrópica se incrementó de 92 a 1.941 ha, 
con una tasa anual de cambio del 0,02. Las proyecciones de cambio 
de la cobertura del suelo en un periodo de 30 años indican que ante 
la construcción de la carretera en el escenario # 1 el área antrópica 
se incrementaría del 17% al 19% (Fig. 5, Tabla 1).

Para la Reserva Forestal Bajo Paraguá, los resultados obtenidos de 
la clasi�cación de las imágenes satelitales indican que existió un 
incremento del 2% de la cobertura boscosa entre 1986 y 2016 (Fig. 
5). Para el año 1986, la super�cie de intervención humana era de 
2.093 ha y en 2016 se incrementó a 3.536 ha, con un cambio de 
la cobertura boscosa de –0,07. Las proyecciones del LCM muestran 
que ante el escenario de construcción de la carretera # 1 la super�cie 
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antrópica sería de 185.189 ha, en tanto que en el escenario # 2 el área 
antrópica alcanzaría una super�cie de 195.260 ha (Fig. 5, Tabla 1).

En el área de la Unidad de Conservación Patrimonio Natural–Refugio de 
Vida Silvestre Departamental Ríos Blanco y Negro, la super�cie boscosa se 
redujo en un 6% en 30 años. Por otro lado, las áreas antrópicas tenían 
una super�cie de 102 ha en el año 1986 y se incrementaron notable-
mente a 2.666 ha, con una tasa anual de deforestación de 0.14, hacia 
el año 2016. Las proyecciones del LCM muestran que en el escenario 
de construcción de la carretera # 1 el área antrópica se incrementaría a 
un 4% y en el escenario # 2 alcanzaría el 7% (Fig. 5, Tabla 1).

Los resultados obtenidos para la Reserva Municipal de San Ignacio 
muestran que la super�cie boscosa se incrementó en un 2% (Fig. 5, 
Tabla 1) considerando que el área antrópica tenía una super�cie de 
12 ha en 1986 regenerándose hasta 2016. La tasa anual del cambio 
de la cobertura boscosa en esta área protegida es de –0,06. Las pro-
yecciones de cambio de la cobertura del suelo en un periodo de 30 
años, indican que ante la construcción de la carretera en el escenario 
# 1 el área antrópica se incrementaría a 1.262 ha y en el escenario # 
2 a 1.718 ha (Fig. 5, Tabla 1).

Figura 12. Tendencia del incremento del área antrópica en las áreas 
protegidas y reserva forestal, para el periodo 1986-2016, y 
escenarios de la deforestación para 2046 en los dos trazados de 
la carretera

Trazado 1
Trazado 2

1986 1996 2006 2016
Años

2026 2036 2046

Su
pe

r�
cie

 an
tró

pic
a (

ha
)

25000

20000

15000

10000

5000

0

a



136

Trazado 1
Trazado 2

1986 1996 2006 2016
Años

2026 2036 2046

Su
pe

r�
cie

 an
tró

pic
a (

ha
)

50000

40000

30000

20000

10000

0

b

Trazado 1
Trazado 2

1986 1996 2006 2016
Años

2026 2036 2046

Su
pe

r�
cie

 an
tró

pic
a (

ha
)

200000

150000

100000

50000

0

d

cTrazado 1
Trazado 2

1986 1996 2006 2016
Años

2026 2036 2046

Su
pe

r�
cie

 an
tró

pic
a (

ha
)

70000

60000

50000

40000

30000

20000

10000

0



137

a) Parque Nacional Noel Kemp� Mercado, b) Área Natural Municipal de Manejo Integrado Laguna Mar�l, c) Re-
serva Municipal del Patrimonio Natural y Cultural de Copaibo, d) Reserva Forestal Bajo Paraguá, e) Unidad de 
Conservación del Patrimonio Natural - Refugio de Vida Silvestre Departamental Ríos Blanco y Negro, f) Reserva 
Municipal de San Ignacio. Fuente: Elaboración propia.
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Cuadro 3.  Superficie y porcentaje del área boscosa, no boscosa, antrópico y 
otras clases, en las cinco áreas protegidas y una reserva forestal, 
analizadas en el estudio para los años 1986 y 2016, y el escenario 
de cambio hasta el año 2046

Área protegida y/o 
reserva forestal/

Cobertura

Super�cie 
total (ha)

1986 2016 2046
Trazado # 1

2046
Trazado # 2

ha % ha % ha % ha %

Parque Nacional Noel 
Kemp� Mercado (93%)

1.410.180            
 

Bosque   1.068.815 76 1.121.188 80 1.103.716 78 1.100.035 78

No bosque   325.374 23 273.521 19 273.513 19 273.513 19

Antrópico   599 0 151 0 17.426 1 21.107 1

Otros   15.626 1 15.552 1 15.526 1 15.525 1

Área Natural Municipal 
de Manejo Integrado 
Laguna Mar�l

70.874          
 

Bosque   45.778 65 51.002 72 20.634 29 17.079 24

No bosque   18.782 27 9.197 13 6.831 10 5.529 8

Antrópico   570 1 7.228 10 39.915 56 44.773 63

Otros   5.786 8 3.489 5 3.494 5 3.494 5

Reserva Municipal del 
Patrimonio Natural y 
Cultural de Copaibo

346.991          
 

Bosque   342.502 99 340.096 98 282.959 82 278.026 80

No bosque   4.332 1 4.954 1 4.771 1 4.713 1

Antrópico   92 0 1.941 1 59.216 17 64.207 19

Otros   111 0 46 0 45 0 45 0

Reserva Forestal Bajo 
Paraguá

1.360.604          
 

Bosque   1.250.491 92 1.275.602 94 1.096.081 81 1.087.612 80

No bosque   95.692 7 63.862 5 61.550 5 59.984 4

Antrópico   2.093 0 3.536 0 185.189 14 195.260 14

Otros   12.520 1 17.797 1 17.784 1 17.748 1

Continúa en la siguiente página
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Patrimonio Natural–
Refugio de Vida Silvestre 
Departamental Ríos 
Blanco y Negro

1.421.965        

 

Bosque   1.378.469 97 1.322.284 93 1.265.505 89 1.222.104 86

No bosque   35.611 3 89.837 6 87.975 6 88.526 6

Antrópico   102 0 2.666 0 61.103 4 103.953 7

Otros   7.992 1 7.387 1 7.383 1 7.383 1

Reserva Municipal de San 
Ignacio

76.673          
 

Bosque   74.298 97 75.700 99 74.437 97 73.981 96

No bosque   2.383 3 980 1 974 1 974 1

Antrópico   12 0 0 0 1.262 2 1.718 2

Otros   0 0 13 0 1 0 1 0

Fuente: Elaboración propia.

Discusión

El modelo se aplicó a una escala regional para inferir cuál podría ser 
el impacto de la carretera en el futuro, suponiendo que no se tomen 
medidas para reducir la deforestación. Los resultados muestran que 
la implementación de este proyecto de infraestructura incrementará 
potencialmente la deforestación en un 34-43% en el área de estudio 
(10 km de rango), especialmente si no se realizan acciones apropiadas 
de ordenamiento territorial y control de los asentamientos y uso del 
suelo. De hecho, las áreas directamente cercanas a la carretera (0-5 
km) están actualmente indicadas por el modelo como áreas de alto 
riesgo de deforestación.

De acuerdo al PDES, la construcción de la carretera podría justi�carse 
porque permitiría la integración de regiones productivas, facilitaría el 
acceso al mercado para los productores rurales, daría oportunidades 
de trabajo y llevaría servicios a las comunidades aisladas. Sin embargo, 
las áreas potencialmente productivas para actividades agropecuarias 
constituyen en la actualidad Tierras de Producción Forestal Perma-
nente, por lo que podrían sobrevenir o incrementarse diferentes 
con�ictos socioambientales directos e indirectos. Es conocido que 
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las carreteras (principalmente las pavimentadas) fragmentan los pai-
sajes y desencadenan la colonización humana y la degradación de los 
ecosistemas, generan pérdida de la biodiversidad y alteración en las 
funciones ecosistémicas (Ibisch et al., 2016). Las carreteras aumentan 
además los riegos de incendios (Cochrane, 2003), y conducen a un 
aumento de las emisiones de gases de efecto invernadero y contami-
nantes atmosféricos (Creutzig, 2016).

Existe evidencia que demuestra que la pérdida boscosa tiende a propa-
garse de manera más rápida alrededor de caminos recién construidos 
o pavimentados, debido a la implementación de redes de caminos 
secundarios. En la Amazonia de Brasil, por cada kilómetro de camino 
secundario legal se desarrollan casi tres kilómetros ilegales (Barber et 
al., 2014), y se estima que el 95% de toda la deforestación ocurre 
dentro de los 5.5 km próximos a un camino consolidado (pavimentado 
o no pavimentado; Laurance et al., 2002). Los caminos secundarios 
se crean en varios tipos de estructura paisajística, que van desde el 
típico patrón de espina de pez (�shbone), en el que las pequeñas pro-
piedades o asentamientos se distribuyen regularmente a lo largo de 
las carreteras, hasta aquellas dominadas por remanentes considerables 
en ranchos ganaderos extensivos (Oliveira-Filho y Metzger, 2006). 
Un típico ejemplo de la dinámica de patrón de espina pez se observa 
actualmente en el camino existente en el trazado de la carretera # 
1, en la región sur del Área Protegida Copaibo, donde se asientan 
comunidades interculturales (Vides-Almonacid et al., 2015). Los 
caminos secundarios de tercer orden en la Chiquitania muestran una 
tendencia a irradiarse a partir de las vías principales y de los centros 
poblados más densos como vías de acceso a propiedades privadas, 
comunidades alejadas y caminos internos de concesiones forestales 
(Vides-Almonacid et al., 2007). En el reporte anual de la FAO (2018) 
se menciona que, en los últimos diez años, pequeños agricultores 
sin títulos de propiedad se trasladaron a las tierras bajas del país 
en busca de áreas con mejor calidad de suelos (zonas planas, con 
drenaje adecuado y alta fertilidad), y el gobierno nacional les otorgó 
amnistías por deforestación ilegal con la condición de que apliquen 
programas integrados de restauración de bosques mediante sistemas 
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agroforestales, o en todo caso, la producción de alimentos. Este fe-
nómeno solo ha provocado el aceleramiento de la deforestación y el 
incremento de estos caminos secundarios, así como la degradación 
de suelos que no son aptos para las actividades agrícolas intensivas, 
sino principalmente suelos para la producción forestal permanente.

Bolivia se encuentra entre los principales países donde se incrementó 
considerablemente la deforestación a una escala global en las últimas 
décadas, especialmente en sus bosques secos tropicales (Hansen et 
al., 2013). Esta tendencia de cambio de la cobertura incluye además 
algunos espacios protegidos de carácter nacional (Vargas et al., 2012; 
Fernández-Llamazares et al., 2017), pese a que el país suscribió el 
Convenio sobre la Diversidad Biológica, y donde se comprometió 
a conservar al menos el 17% de su super�cie terrestre para 2020 a 
través de una red de áreas protegidas. Asimismo, uno de los pilares 
estratégicos para el Vivir Bien en armonía con la Madre Tierra del 
Estado Plurinacional de Bolivia, lo constituye el Mecanismo Conjunto 
de Mitigación y Adaptación al cambio climático a través del manejo 
integral y sustentable del bosque (Pacheco B., 2014). La construcción 
de carreteras pavimentadas que atraviesen espacios legalmente prote-
gidos y a la vez en tierras de producción forestal permanente –que son 
fundamentales para la implementación del mecanismo de mitigación y 
adaptación señalado– deberían considerarse en las decisiones políticas 
y las acciones de plani�cación y prevención de daños y de con�ictos 
socioambientales. Un ejemplo claro del consecuente impacto de la 
deforestación por el crecimiento de caminos, lo constituye la Re-
serva Forestal El Choré en el departamento de Santa Cruz, donde 
se aceleró en los últimos años el uso agropecuario del suelo, así 
como los asentamientos ilegales y se estima que para el año 2034 
se perderá el 32% de su área boscosa (Vides-Almonacid et al., 2015).

En la región de la Chiquitania y en sus ecosistemas vinculados, 
la tendencia de cambios en las áreas protegidas es acelerada. Vi-
des-Almonacid et al. (2015), identi�caron para el periodo 1986-2013 
que la pérdida de la cobertura de vegetación en la Reserva Forestal 
Bajo Paraguá fue del 0,32%, en tanto que para el Área Municipal 
del Patrimonio Natural y Cultural de Copaibo fue del 0,53%. En este 
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sentido, el escenario es preocupante ya que esta carretera atravesaría 
completamente una reserva forestal (Paraguá), discurriría por un 
área muy cercana a una reserva municipal (Copaibo), y por el área 
de in�uencia de un parque nacional de gran valor como patrimonio 
natural en el país y el mundo (Noel Kemp­) y de otras áreas protegidas 
departamentales (Ríos Blanco y Negro) y municipales (San Ignacio, 
Laguna Mar�l). Las áreas que presentan la mayor probabilidad de 
cambio son Laguna Marfíl (56-63%), Copaibo (17-19%), Paraguá 
(14%). Estas áreas presentan un alto valor para la conservación por 
los servicios ambientales que proporcionan y sus niveles altos de 
riqueza de biodiversidad y endemismos (Vides-Almonacid et al., 
2007). Además, actúan como una barrera defensiva que protege a otros 
ecosistemas circundantes que no tienen el mismo nivel de supervisión, 
especialmente si se fortalecen las políticas de conservación dentro 
de las áreas. La presión sobre estas áreas puede aumentar y tener un 
impacto negativo si la construcción de la carretera no es respaldada 
por medidas y políticas de conservación y ordenamiento territorial.

Conclusiones

Con la creciente preocupación por las implicaciones de la defores-
tación tanto en el cambio climático como en el funcionamiento de 
los ecosistemas, la modelización del cambio de uso de tierras se está 
utilizando ampliamente para generar escenarios de deforestación y 
evaluar y/o prever potenciales con�ictos socioambientales. La pla-
ni�cación del territorio resulta compleja, y para ello es necesario 
determinar modelos prospectivos que brinden información lo más 
cercana posible a la realidad para la gestión y desarrollo del territorio. 
Este estudio analizó la deforestación pasada, actual y futura potencial, 
presentando resultados que pueden ser fácilmente interpretados por 
tomadores de decisiones y autoridades. Se identi�caron claramente 
a los proyectos de infraestructura vial como los facilitadores de la 
deforestación en las áreas protegidas, éstos podrían generar fuertes 
impactos directos e indirectos sobre los ecosistemas naturales. Debido 
a la existencia de las dos vías de acceso no pavimentadas, y dadas las 
condiciones geográ�cas del área de estudio, el riesgo de deforestación 
sigue siendo alto sin importar que la vía esté o no pavimentada. El 
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análisis rea�rma la importancia de realizar evaluaciones de impacto 
ambiental que deben acompañar cualquier proyecto de infraestructura 
vial, pero también de la necesidad de políticas nacionales y locales 
para frenar la deforestación y promover estrategias de conservación 
para ecosistemas críticos y áreas prioritarias para la biodiversidad. 
También es importante la consulta informada a los diferentes actores y 
sectores sociales involucrados para lograr minimizar o evitar impactos 
negativos y potenciales con�ictos socioambientales.
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Anexos

Anexo 1.

Cuadro 4.  Insumos cartográficos y espaciales utilizados en la 
construcción de las variables para el LCM

Variable Tipo Fuente

DEM
Continúa AsterGDEM 2 (http://gdem.ersdac.

jspacesystems.or.jp)

Pendiente
Continúa Elaboración propia en base al  

AsterGDEM 2.

Áreas protegidas nacionales Categórica (binaria) Servicio Nacional de Áreas Protegidas, 2015.

Áreas protegidas 
departamentales y 
municipales

Categórica (binaria)
Dirección de Conservación del Patrimonio 
Natural, 2015.

Tenencia de la tierra 
(propiedad privada, tierra 

�scal, TCO)

Categórica
Instituto Nacional de Reforma Agraria, 2014.

Concesión forestal
Categórica Autoridad de Fiscalización y Control Social 

de Bosques y Tierra, 2015.

Plan de manejo forestal 
(PGMF)

Categórica Autoridad de Fiscalización y Control Social 
de Bosques y Tierra, 2015.

Área de asentamiento no 
legales

Categórica Autoridad de Fiscalización y Control Social 
de Bosques y Tierra, 2015.

Concesiones mineras Categórica Servicio geológico y técnico de minas, 2010.

Red caminera 1986 Categórica (binaria) Elaboración propia.

Red caminera 2016 Categórica (binaria) Elaboración propia.

Centros poblados Categórica (binaria) Instituto Nacional de Estadística, 2015.

Ríos secundarios Categórica (binaria) Instituto Geográ�co Militar, 2016.

Cobertura 1986
Categórica Elaboración propia en base a clasi�cación de 

imágenes satelitales Landsat 5.

Cobertura 2016
Categórica Elaboración propia en base a clasi�cación de 

imágenes satelitales Landsat 8.
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Anexo 2.

Cuadro 5.  Valores de restricción de la variable de permiso y tenencia de 
la tierra

Permiso o tenencia Valor de restricción Observaciones

Plan de desmonte
1 Son áreas que tienen permiso de desmonte, y la 

deforestación es un hecho.

Concesiones mineras
0.8 Si se hace extracción, una concesión minera 

siempre tiene impactos.

Tierra �scal o en 
proceso

0.8 Estas áreas son susceptibles de ser colonizadas sin 
ningún tipo de plani�cación ni respeto a las leyes 
vigentes, como la 1715 y 1700.

Tierra �scal o en 
proceso

0.8 Estas áreas son susceptibles de ser colonizadas sin 
ningún tipo de plani�cación ni respeto a las leyes 
vigentes, como la 1715 y 1700.

Área de asentamiento 
no legales

0.5 Existen algunos asentamientos que aún no tienen 
título, el asentamiento siempre es para hacer 
algún tipo de actividad económica.

Concesión forestal 0.4 Las concesiones sufren presión de colonizadores.

Plan de manejo forestal 
(PGMF)

0.4
Los PGM sufren presión de colonizadores.

Propiedad privada
0.4 Tiene la capacidad económica para el cambio de 

uso, pero debe respetar las reglas de las leyes 
1715 y 1700.

Tierras Comunitarias de 

Origen (TCO)

0.3 La capacidad de cambio de uso es mínima, pero 

nuevas carreteras someten a las TCO a presión 
de colonizadores.

Parque Nacional
0.1 Los parques son respetados y no existe 

infraestructura caminera.

Cuerpos de agua 0 No existen cambios en las lagunas y ríos.
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CAPÍTULO 5:

Conflictos ambientales en áreas metropolitanas: 
El caso de Santa Cruz de la Sierra

Fernando Prado Salmón1

Definición del problema a abordar

Amenazas, vulnerabilidad y riesgos

Las actividades humanas que se desarrollan en un territorio, al entrar 
en relación o contacto con el medio físico natural y transformarlo, 
tienen como resultado impactos o efectos ambientales que en muchos 
casos asumen la forma de riesgos que deben ser gestionados de alguna 
manera.

Los procesos de urbanización y ocupación del espacio urbano metro-
politano entran en relación con el medioambiente natural presionando 
sobre los recursos naturales, modi�cando equilibrios naturales, gene-
rando demandas, restricciones, etc., que generalmente ponen en riesgo 
el equilibrio ecológico de un territorio. Eso sucede principalmente 
con los nuevos asentamientos humanos para vivienda y comercio, las 

1 Fernando Prado, Doctor en Arquitectura y Urbanismo, especializado en pla-
ni�cación urbana y regional y en metodologías para investigación en Ciencias 
Sociales. Tiene más de 40 años de carrera profesional, se ha desempeñado en 
la docencia y en el sector público, es autor y co-autor de una importante can-
tidad de investigaciones en temas de desarrollo humano, expansión urbana, 
mecanismos de participación, entre otros. Es Director del Centro de Estudios 
para el Desarrollo Urbano y Regional (cedure) desde 1999.
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obras y demandas de infraestructura para, por ejemplo, agua potable, 
alcantarillado, energía, transporte etc.; así como con la producción 
industrial y su efecto contaminante del aire y agua.

Se ha avanzado bastante en el tema ambiental concebido como y 
centrado en los riesgos ambientales. Ha quedado de�nida la cadena 
conceptual que muestra cómo las amenazas ambientales se pueden 
convertir en riesgos si hay condiciones de vulnerabilidad. El riesgo, 
en condiciones de vulnerabilidad conduce a los desastres.2 A su vez, es 
la mala gestión ambiental la que produce o conduce a la degradación 
ambiental la cual incrementa la vulnerabilidad y el riesgo de que se 
produzcan los desastres.

Esta relación puede ser mejor sistematizada y manejada a la luz de 
los nuevos enfoques sobre gestión de riesgos urbanos, que identi�can 
cuáles son las amenazas (naturales o socionaturales) que se generan 
como consecuencia de un determinado asentamiento humano, y 
cuales las vulnerabilidades detectadas, las que, recordemos, pueden 
ser de carácter económico, social, cultural o institucional.

El análisis y mapeo de las amenazas y vulnerabilidades derivadas 
de la relación de las actividades humanas con el medio físico nos 
permitirá conocer los riesgos que eventualmente pueden convertirse 
en desastres de gran magnitud, sobre todo si no hay una adecuada 
gestión de esos riesgos.

Lo dicho puede expresarse grá�camente de la siguiente manera:

2 No hablaremos de “desastres naturales” porque –según casi todos los autores– 
los desastres no son naturales, son siempre sociales.
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Figura 13.  La relación ente amenazas, vulnerabilidades, riesgos y 
desastres

Del riesgo al conflicto: salto conceptual

Hasta aquí hemos querido desbrozar nuestro camino para concentrar-
nos en lo nuestro, que no es tanto el tema de los riesgos ambientales 
sino el de los con�ictos ambientales que se generan o pueden generarse 
en una hipotética situación de riesgo. Es decir, establecido el riesgo y 
las vulnerabilidades del caso, que puedan llevar a desastres si no hay 
una buena gestión ambiental, la existencia misma de esa posibilidad 
es la que puede generar una situación de con�icto.

Pero para que exista un con�icto ambiental urbano tienen que existir: 
i) un problema ambiental ya presente o un riesgo del mismo, ii) in-
tereses contrapuestos frente al riesgo/problema, y iii) actores sociales 
que representen esos intereses (uno que lo produce o promueve y 
otro que se siente perjudicado o en riesgo).

Definición de conflicto ambiental urbano

Nos parece que la de�nición más acertada de un con�icto ambiental 
territorial o urbano es la formulada por Francisco Sabatini,3 quien 
sostiene:

3 Francisco Sabatini, sociólogo y plani�cador urbano chileno, estuvo en Santa 
Cruz como profesor de la Maestría sobre Plani�cación del Desarrollo Local, 
desarrollada por cedure y el Centro de Estudios Superiores Universitarios 
(cesu), de la Universidad San Simón de Cochabamba.

Amenazas Vulnerabilidad

DesastreGestión del
riesgo

Riesgo
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Los con�ictos ambientales son en realidad con�ictos sociales por el 
control de los territorios y en tanto tales tienen gran relevancia para el 
urbanismo. Se trata de con�ictos originados por cambios en los usos 
del suelo, la esencia del desarrollo urbano y por la distribución de las 
externalidades derivadas de esos cambios, un fenómeno territorial. 
Por lo mismo, los con�ictos ambientales no son, en lo fundamental, 
distintos de los con�ictos urbanos derivados del desarrollo de proyectos 
inmobiliarios o de infraestructura (Sabatini, 1997, pág. 78).

Pero también es válida la de�nición de Cesar Padilla:

Con�icto ambiental es el generado por un impacto, problema o daño 
ambiental que involucra a dos actores cuyos intereses respecto a esos 
impactos son contrapuestos (Padilla, 2000, pág. 12).

Factores presentes en los conflictos ambientales urbanos

La revalorización de la ecología urbana, –porque en última instancia 
eso es lo que estamos viviendo con la generación y atención de con-
�ictos ambientales urbanos– es posible a partir de la identi�cación 
de las causas de este tipo de con�ictos. Según varios autores, entre 
ellos el ya mencionado Sabatini pero además Carlos de Mattos, Pablo 
Cicollela y muchos otros, los factores que se encuentran presentes 
en la generación de con�ictos ambientales urbanos por lo general 
son los siguientes:

Una vocación exportadora, es decir un territorio ya globalizado con 
presencia de inversiones destinadas a la exportación y capitales globales.
Una marcada tendencia a la urbanización, es decir elevados indicadores 
de incremento de la urbanización del suelo, normalmente bajo formas 
de enorme dispersión y segregación socioespacial y con presencia, 
nuevamente, de capital inmobiliario externo.
Una mayor conciencia ambiental de la población, no solo en sus clases 
medias sino también en sus sectores populares, sobre todo en temas que 
tocan directamente su calidad de vida o sus posibilidades de ingresos.
La existencia de libertades democráticas que hacen posible los derechos 
de opinión, organización y control social.

Se debe reiterar que para que exista un con�icto debe necesariamente 
existir un actor social que no solo es perjudicado, sino que además 
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tiene la conciencia su�ciente como para organizar y promover el 
con�icto. De lo contrario, el posible daño se consolida.

Conflictos ambientales y globalización

Otro elemento fundamental para entender los actuales con�ictos 
ambientales urbanos en regiones metropolitanas globalizadas es la 
fuerte tensión entre lo global y lo local. Esta tensión es expresada 
como la dualidad del territorio entre uno moderno, cosmopolita y 
globalizado y el otro que representa lo local, lo popular y lo informal 
(Prado Salmón, 2018). En muchos casos los con�ictos ambientales 
pasarán a través de esta dualidad, por ello, lo que se auspicia es el 
enfoque “glocal”, es decir la compatibilización entre lo local y lo global.

Las externalidades

También es fundamental considerar el tema de las “externalidades” 
de cualquier acción sobre el territorio. Este concepto, producto de la 
cultura económica del siglo XX, indica que toda acción de modi�cación 
sobre un territorio –pensando sobre todo en inversiones industriales, 
habitacionales, comerciales, de servicios y su consecuente infraes-
tructura– produce efectos sobre el medioambiente, que se llaman 
justamente externalidades, las cuales a su vez pueden ser positivas o 
negativas. El mayor énfasis se ha dado siempre a la corrección de las 
externalidades negativas, como ser el incremento del ruido, conta-
minación del aire, eliminación de masa arbórea, etc., cuyos efectos 
negativos son evidentes y sobre los cuales se ha concentrado la teoría 
y las acciones de plani�cación y estudios ambientales.

Políticos y economistas coinciden en señalar que por lo general las 
externalidades negativas son socializadas, es decir se las carga a los 
ciudadanos o al Estado, mientras que las externalidades positivas 
normalmente se privatizan. Al respecto, Sabatini sostiene:

Más que un desafío técnico, la crisis de la plani�cación urbana en-
cierra un desafío político. En torno a las externalidades se enfrentan, 
de una parte, las fuerzas económicas que se han hecho fuertes en las 
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ciudades y, de otra, los intereses y valores de sus habitantes (Sabatini, 
1997, pág. 80).

En el siglo XX los principales problemas que concentraban la atención 
eran la vivienda, el empleo y los servicios públicos; en la actualidad 
se prioriza la salud, el medioambiente y la justicia, entendiendo por 
esta la seguridad y la democracia.

La transformación del suelo urbano en mercancía: del valor de 
uso al valor de cambio

En las sociedades urbanas tradicionales la adquisición de un predio 
para construir estaba ligada estrechamente a su inmediato uso; nadie 
compraba un terreno si no pensaba utilizarlo más o menos a corto 
plazo. Su valor por tanto estaba en función del uso que el mismo 
tendría de inmediato, como sucedía con la compra de terrenos para 
actividades agrícolas.

Con la penetración del capitalismo y sobre todo del capital inmobi-
liario, el suelo urbano se convierte en mercancía y su compra ya no 
está vinculada a su uso más o menos inmediato sino a la plusvalía 
que se podrá obtener con el tiempo y en su reventa. Nace el valor de 
cambio y con este la especulación inmobiliaria que es determinante 
en los territorios metropolitanos globalizados como el caso de Santa 
Cruz, tema que analizaremos más adelante.

Esta transformación y este enfoque traen consigo importantes riesgos 
primero y luego posibles con�ictos ambientales y socioeconómicos.

Conflictos ambientales urbanos y la planificación y gestión del 
territorio

Una buena gestión ambiental puede desactivar los riesgos ambienta-
les impidiendo que éstos se conviertan en desastres o, en con�ictos 
que enfrenten a diversos actores sociales urbanos. No obstante, es 
necesario alertar que esa gestión no puede en ningún caso sustituir 
a la plani�cación, pues es ésta la que de�ne los objetivos que luego 
la gestión debe convertir en realidades.
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Sin embargo, el problema es que en nuestros países, aun en aquellos 
como Bolivia que se declaran de raíz socialista, la plani�cación no 
ha llegado al territorio, ésta ha sido entregada al capital inmobiliario, 
es decir, mientras en otros temas se ha tenido una economía dirigida 
y una fuerte presencia estatal, por ejemplo en el control de exporta-
ciones o en las políticas cambiarias, en el ámbito de la pani�cación 
territorial se ha vivido un exacerbado neoliberalismo, con una ausencia 
total de Estado.

Una buena plani�cación territorial, o un buen plan urbano ambien-
tal como se llaman ahora, está en posibilidades primero de detectar 
los posibles con�ictos ambientales, prever las medidas que se deben 
tomar para evitarlos o por lo menos de�nir las medidas paliativas 
sobre todo identi�cando los intereses en juego para que en el proceso 
de gestión estos actores puedan desplegar sus posibilidades. Por eso 
es que la plani�cación/gestión es la herramienta para desactivar los 
con�ictos, siempre que se apoye en los actores sociales identi�cados 
como activos.

Pero puede haber problemas entre la normativa urbanística y las 
normas ambientales que generen con�ictos ambientales. La relación 
entre plani�cación, medioambiente y con�ictos ambientales está 
muy bien planteada por Azuela, A., y Cosacov, N. (2013) quienes 
analizan los con�ictos que se generan entre la plani�cación urbana, 
sus normas de densidades y usos del suelo y las normas ambientales 
nacionales cuando, por ejemplo, en algunos barrios de baja densi-
dad los nuevos reglamentos urbanos permiten la alta densidad con 
el consecuente cambio del carácter y el medioambiente del barrio 
involucrado. Azuela y Cosacov muestran cómo en muchos casos las 
normas urbanísticas especí�cas de cada zona no se están adecuando 
a las normas ambientales más generales que son las que de�nen la 
calidad de vida de las personas.

Conflictos ambientales y pobreza

Este tema es de fundamental importancia y lo presentamos porque 
existe la idea muy difundida de que los temas ambientales son algo así 
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como un “lujo” que se pueden permitir las clases sociales y los países 
que han resuelto ya sus problemas básicos de subsistencia. Como la 
cultura, se dice, el tema ambiental viene “después” de que se resuelvan 
los problemas de subsistencia. En ambos casos eso es un error.

Pero también existe el mito de que en todo con�icto ambiental los 
“buenos” son los pobres y los malos normalmente están entre los 
empresarios y/o el Estado.

Si bien es verdad que los primeros casos de con�icto son una reacción 
a un impacto ambiental genérico que solo las personas de un cierto 
nivel educativo perciben, por ser efectos de largo plazo o por involucrar 
variables de equilibrios universales o “macro” que no son del dominio del 
ciudadano común, lo cierto es que cada vez más y conforme se mejora 
la información, la organización y la participación, la población está en 
condiciones de movilizarse y de�nir como con�icto muchos problemas 
ambientales que tocan directamente a su vida cotidiana, la calidad de 
la misma y sobre todo a su actividad económica y de subsistencia.

En su obra “no siempre pobres, no siempre ecologistas” Folchi retoma 
otros autores como Martinez Alier y Ramachandra Guha para usar la 
expresión “ecologismo de los pobres” en los siguientes términos:

Ecologismo popular es la defensa del medioambiente que hacen los 
pobres cuando su subsistencia, que depende de éste, es amenazada o 
violada por la invasión de poderes superiores: el mercado o el Estado 
(Folchi D., 2001, pág. 80).

Sin embargo, su posición está matizada en el siguiente párrafo:

Considerando la enorme aceptación del término “con�icto ambiental” 
resulta apropiado introducir un par de conceptos nuevos: yo pre�ero 
hablar de “tensión ambiental” en lugar de “problema ambiental” (dema-
siado asociado a la idea de daño ambiental) y pre�ero hablar de “con�icto 
de contenido ambiental” y no de “con�ictos ambientales” para abarcar 
con�ictos vinculados a la dimensión ambiental y no solo aquellos en 
los que “se de�ende el medioambiente”…lo que se produce no es un 
con�icto entre dos actores “por” el medioambiente sino un con�icto 
entre dos actores “en” un medioambiente especí�co, una tensión entre 
intereses incompatibles con el medioambiente de por medio” (Folchi 
D., 2001, pág. 91).
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En síntesis, en estos con�ictos no se “de�ende el medioambiente” 
per se, se de�ende aquello que permite la vida humana, estando el 
medioambiente involucrado.

La negociación, los consensos o la “judicialización” del conflicto 
ambiental

Para todos está claro que en primera instancia los con�ictos ambienta-
les urbanos deban poder resolverse mediante la negociación entre los 
actores, llegando a consensos que satisfagan a todos. Dice Jordi Borja, 
citado por Sabatini:

El desafío más propiamente político que enfrentan los plani�cadores 
territoriales comprometidos con la calidad de vida y con el desarrollo 
sustentable de los territorios, es transformar los con�ictos ambienta-
les y territoriales en consensos. La movilización y educación públicas 
orientadas a producir estos consensos forman parte de la construcción 
de la legitimidad social y política de la plani�cación estratégica (Borja, 
1996, pág. 89).

Sin embargo, en muchos casos, justamente porque se trata de con�ictos 
entre “espacio económico” y “espacio vital”, como decía J. Friedmann 
en su famosa obra sobre la plani�cación en el tercer mundo, el con-
senso no se puede alcanzar, de ahí que es importante acudir a lo que 
los códigos urbanos y las leyes ambientales nos puedan aportar. La 
experiencia ha mostrado que en muchos casos los códigos urbanos son 
el principal generador del con�icto, mientras que las leyes ambientales, 
más modernas y de carácter general, pueden ser de mucha más ayuda.

Resultados de la investigación
LOS ACTORES SOCIALES QUE PROTAGONIZAN CONFLICTOS AMBIENTALES URBANOS

Con el marco conceptual y metodológico presentado en el acápite 
1 presentamos a continuación la situación de los con�ictos ambien-
tales en la región metropolitana de Santa Cruz de la Sierra como un 
“estudio de caso” que nos permite concretar, con ejemplos reales, los 
conceptos que hemos avanzado hasta aquí.
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Para desarrollar nuestro aporte presentamos a continuación los prin-
cipales actores de los con�ictos ambientales que hemos identi�cado 
en la región metropolitana:

Gobierno central
Gobierno departamental
Gobiernos municipales
Empresarios de distintos sectores, locales y/o globales
Clases medias, nuevas y tradicionales, que actúan como sociedad civil
Sectores populares corporativos e informales emergentes
Sectores locales en situación de pobreza

Desarrollaremos los con�ictos detectados en el siguiente orden:

a) Con�ictos de la población pobre con actividades económicas 
y/o autoridades

b) Con�ictos de las clases medias con autoridades
c) Con�ictos de las clases medias con el capital
d) Con�ictos de las autoridades con los sectores populares corporativos

Los 15 conflictos ambientales urbanos seleccionados para el 
análisis

Los siguientes son los con�ictos ambientales urbanos que hemos 
seleccionado como representativos, por su temática, sus formas de 
lucha, los actores involucrados y los resultados obtenidos (o no):

A. Conflictos protagonizados por los vecinos de base

1. Traslado del vertedero de Normandía

Descripción del con�icto: En 1994, mediante licitación pública, se 
crea por primera vez un sistema de recojo y tratamiento sanitario de 
desechos sólidos. Se expropia un área llamada Normandía veri�cando 
la no presencia de habitantes en el lugar puesto que el mismo sería 
contaminado. Unos 10 años después, hacia 2005, hay ya población 
en torno al vertedero, con vecinos que solicitan su traslado.

Una auditoría ambiental determina que no hay daños y que el com-
plejo puede quedarse dos años más. Entre 2016 y 2018 los vecinos, 
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aduciendo problemas de salud y olores insoportables, bloquean varias 
veces el ingreso de los camiones porque el traslado no se ha producido. 
Una nueva auditoría da un plazo fatal hasta junio de 2019. Mientras 
tanto, paradójicamente, en estos años el Gobierno Municipal ha 
hecho inversiones en esos barrios.

Actores sociales: Por una parte el Gobierno Municipal, que no pudo 
mantener deshabitada el área de protección y tampoco cumplió con 
las fechas �jadas de traslado. Por otra parte los vecinos pobres, quienes 
escogieron una forma radical de protesta, que era el bloqueo de los 
camiones con los desechos. El Gobierno Departamental, encargado 
por ley de supervisar estos temas ambientales brilló por su ausencia.

Resultados: Por ser tan extrema la medida, nunca contó con apoyo 
ciudadano y casi siempre concluyó el con�icto con promesas de tras-
lado y de ejecución de obras para los barrios involucrados, además de 
cooptación de sus dirigentes. Muchas lecciones que aprender y tema 
todavía pendiente, con más de 1.500 toneladas de basura recogidas 
cada día.

Foto 1: Residentes bloquean acceso a basurero municipal. Fuente: El Deber, 01/07/2018.
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2. Defensa de las áreas verdes en barrios populares

Descripción del con�icto: Al inicio del proceso de urbanización en 
barrios suburbanos, los vecinos no apreciaban las áreas verdes y para 
equipamiento social que la plani�cación les dejaba, por ello rápidamente 
éstas eran ocupadas por inescrupulosos. Los vecinos hasta manifesta-
ban su apoyo porque así esas áreas baldías no se convertían en nido 
de malhechores. Esta situación cambió cuando la inversión municipal 
comenzó a llegar a estos barrios, entonces los vecinos comenzaron a 
proteger las áreas verdes denunciando su ocupación abusiva.

Actores sociales: Los vecinos organizados de barrios periféricos que la-
mentablemente no tuvieron el apoyo del Gobierno Municipal ni de la 
sociedad civil organizada.

Resultados: Su técnica de lucha, consistente en hacer valer sus dere-
chos ante el Gobierno Municipal no tuvo éxito, no recibieron ningún 
tipo de respaldo. Faltó el apoyo legal y de la fuerza pública municipal, 
además del apoyo de la sociedad civil; las áreas verdes y de uso público 
de estos barrios en gran parte se perdieron y se pierden aún hoy, sin 
que surja un verdadero con�icto ambiental urbano.

3. Defensa de la laguna Guapilo

Descripción del con�icto: Fueron los vecinos de la villa 1° de Mayo 
quienes descubrieron la belleza, las potencialidades y valiosas cualidades 
ambientales para diversas actividades –recreativas e incluso económi-
cas– de una enorme laguna arti�cial que forma parte de la red urbana 
de drenaje pluvial. El municipio la tenía abandonada y llena de basura 
con el riesgo de convertirse en un mercadillo informal.

Los vecinos se organizaron y pidieron ayuda a instituciones y plataformas 
de la sociedad civil. Cuando ese apoyo se materializó y los voluntarios 
trabajaban con los vecinos plantando árboles, limpiando la basura y 
estudiando la biodiversidad, intervino el Gobierno Municipal con 
300 funcionarios para frenar esta iniciativa popular y en pocos días 
maniobraron para que ocho dirigentes de la zona, justamente los que 
se habían involucrado, perdieran su mandato o deban competir con 
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juntas paralelas creadas políticamente por el Gobierno Municipal. Esta 
entidad desconfía de las actividades de base y siempre cree que son 
parte de alguna confabulación “contra ellos”. En este caso, la iniciativa 
popular con apoyo de voluntarios fue mal vista y poco tolerada.

Actores sociales: Las organizaciones vecinales que descubrieron y promo-
vieron el potencial de la laguna tuvieron un papel protagónico, aunque 
después de esa iniciativa varias fueron descabezadas, pero importante 
también fue la participación de instituciones sin �nes de lucro como el 
Centro de Estudios para el Desarrollo Urbano y Regional (CEDURE) 
y otras que prestaron apoyo técnico con sus voluntarios. El Gobierno 
Municipal asumió un rol de actor social negativo.

Resultados: No obstante la abierta hostilidad municipal, las juntas 
vecinales lograron una importante alianza con los habitantes de la parte 
este de la laguna, población de altos ingresos que viven en urbanizaciones 
cerradas. La defensa de la laguna y sobre todo la lucha contra la basura 
los ha uni�cado y es un bellísimo ejemplo cohesión social consolidada.

Foto 2: La laguna Guapilo, población pobre y de clase alta, unidos en defensa de la laguna. Fuente: Google maps.
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Foto 3: Voluntarios de la Revolución Jigote, en el trabajo de plantación de arbolitos. Fuente: Archivo CEDURE, 2018.

4. Contaminación acústica por rockolas, cantinas chicherías y talleres 
(ruidos molestos)

Descripción del con�icto: El traslado de la población de clase me-
dia y alta a urbanizaciones cerradas se debe, entre otras razones, a 
la total falta de control que existe en la ciudad “abierta” sobre las 
actividades que producen ruidos. Esta situación es particularmente 
grave en barrios populares donde el control municipal es inexistente 
y los vecinos no pueden dormir a ninguna hora.

Actores sociales: Los vecinos de barrios pobres que sufren las conse-
cuencias de los ruidos. Los empresarios casi siempre informales que 
desarrollan estas actividades sin respetar las normas, y el Gobierno 
Municipal que demuestra no solo desinterés, sino comprobada com-
plicidad con estos empresarios, como se ha demostrado ampliamente 
en estrados judiciales.

Resultados: Poca a ninguna solución a este tipo de con�icto. A los 
vecinos, cuyo reclamo es normalmente difundido mediante los me-
dios, no los escucha nadie; aunque han existido casos en que valientes 
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vecinos han iniciado procesos legales que ponen en di�cultades a los 
infractores y de paso a los funcionarios municipales que no colaboran, 
a la larga, siempre han ganado los abusivos no obstante la existencia 
de normas.

5. Accidentes viales por falta de señalización y control

Descripción del con�icto: Es cada vez más frecuente la reacción de 
los vecinos frente a muertes provocadas por el trá�co sin control y 
la ausencia total de señalización. Esta reacción consiste en bloquear 
la avenida hasta que las autoridades vengan y prometan soluciones, 
cosa que no siempre ocurre.

Actores sociales: Los vecinos de la zona, que bloquean, apoyados por 
algunos medios de comunicación que se hacen presentes y funcionarios 
municipales que deben constatar las denuncias.

Resultados: Lamentablemente los problemas denunciados en la mayor 
parte de los casos no son atendidos, o lo son después de varios años, 
debido a la lenta burocracia municipal.

Foto 4: Bloqueo de la vía a Cotoca por atropello a padre e hija. Fuente: Red Uno Bolivia, 2018.
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Foto 5: Vecinos bloquean avenida. Fuente: Bolivisión, 2017.

B. Confl ictos protagonizados por plataformas y colectivos

6. Construcción de edi�cio municipal en parque urbano

Descripción del con�icto: En una decisión incomprensible, el eje-
cutivo municipal decide construir el nuevo edi�cio para albergar la 
administración municipal en pleno parque urbano, contraviniendo 
caprichosamente todas las normas urbanísticas. Hubo una compacta 
manifestación de rechazo a esa decisión de parte de los colectivos y las 
plataformas interesadas en los temas urbanos pero sus manifestaciones 
fueron bloqueadas con violencia a manos de funcionarios municipales 
y dirigentes vecinales cooptados por el Gobierno Municipal. Se inició 
un juicio, pero el mismo no avanzó por complicidad de la Fiscalía y el 
poder judicial, pues el alcalde en esos días había manifestado su apoyo 
al gobierno central. El edi�cio se construyó, pero hasta ahora, más de 
dos años después, no ha sido ocupado.

Actores sociales: Los movimientos y plataformas de la sociedad civil, 
conformados básicamente por clase media urbana, por una parte, y el 
Gobierno Municipal por otra. También podríamos considerar como otro 
actor social al Gobierno central, que protegió al alcalde con la Fiscalía y 
la justicia. No hubo participación de sectores populares y tampoco de 
los sectores empresariales, ambos mantuvieron silencio.

Resultado: Manifestantes golpeados, amenazas de juicio, presiones de 
todo tipo sobre los medios de comunicación. El edi�cio fue construido 
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en pleno parque urbano, tal como se puede ver en las fotos, sin embargo, 
queda totalmente alejado de la ciudad y de sus habitantes, sobre todo 
de los barrios populares, ¿era eso lo que se quería? Por otra parte, el 
impacto ambiental será catastró�co para la zona que forma parte del 
pulmón verde de toda la región metropolitana.

Foto 6: El edi�cio municipal en pleno parque urbano. Fuente: Google maps.

Foto 7: Colectivos y plataformas por el medioambiente toman con frecuencia las calles, 
fuente: El Deber Digital 2017 y 2018.
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7. Deforestación total de 4 hectáreas de bosque en plena área urbana

Descripción del con�icto: Un hermoso bosque de cuatro hectáreas 
ubicado dentro del 4º Anillo –que en Planes Directores de la alcaldía 
anteriores había sido reservado como parque urbano– fue arrasado 
totalmente, al margen de normas municipales, por una empresa que 
después se supo fue contratada para construir allí un centro comercial. 
Antes del desastre varias plataformas y colectivos ambientales, entre los 
cuales se destacaba el Colectivo Árbol, pusieron en alerta al Gobierno 
Municipal para que evitara el desastre que se venía. Los funcionarios 
municipales manifestaron que estarían atentos, pero la destrucción se 
produjo sin que los funcionarios muevan un dedo, consumándose así 
una de las talas de árboles más masivas que se recuerde. Los propietarios, 
que nunca aparecieron, contrataron matones y dirigentes corruptos 
de la zona para mantener a raya a los miembros de los colectivos. No 
cabe duda que tuvieron también protección municipal, como fue fácil 
comprobar posteriormente.

Actores sociales: Empresarios inmobiliarios en clara combinación con 
funcionarios municipales y dirigentes vecinales contratados en la zona, 
por una parte, y colectivos y plataformas ambientales conformadas bási-
camente por sectores de clase media bien informados y comprometidos.

Resultado: Cuatro hectáreas de bosque arrasados, grupos y colectivos 
desmoralizados y prestigio de Gobierno Municipal claramente daña-
do. Intereses del capital inmobiliario protegidos. En otro contexto se 
podría haber negociado la salvación parcial del bosque, pero no hubo 
posibilidad de negociación pues contaban con la protección municipal.

8. Juicio a dirigentes del Colectivo Árbol

Descripción del con�icto: La presencia de un hermoso “Motoyoé” 
en un terreno donde se levantaría una construcción llevó a un grupo 
del Colectivo Árbol a visitar el predio para veri�car si existía una 
autorización para derribar ese árbol y si no sería posible modi�car el 
proyecto arquitectónico para salvarlo. La respuesta del propietario fue 
un proceso legal fulmíneo por allanamiento de domicilio, amenazas y 
otros delitos parecidos. El juicio marchó a gran velocidad en un país 
en el que la justicia demora años para cualquier proceso, y ahora los 
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acusados están con arraigo y libertad condicional teniendo que �rmar 
presencia cada quince días. Como es de suponer, en condiciones nor-
males este proceso no podría haber marchado a esa velocidad y con 
esos resultados, así que es evidente que aquí hubo una mano negra, que 
hay que imaginar cual puede ser. El juicio siguió durante varios meses.

Actores sociales: Colectivo Árbol con el apoyo de otros colectivos y 
plataformas, capital inmobiliario y, de alguna manera el gobierno 
municipal que se mani�esta con una sospechosa dureza y rapidez. 
Muy poco apoyo de medios de comunicación e instituciones locales.

Resultado: Los directivos del Colectivo Árbol estuvieron bajo proceso 
durante varios meses, incluida su líder Eliana Torrico.

Foto 8: Página SIETE, 2018.
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9. Destructivo proceso urbanístico en Porongo (mal llamado Urubó)

Descripción del con�icto: A �nes del siglo pasado un empresario 
cruceño construyó un puente sobre el río Piraí y desarrolló un am-
bicioso proyecto urbanístico al frente, en el municipio de Porongo, 
denominado Pueblo Colinas del Urubó. El proyecto está concebido 
como un suburbio americano, de baja densidad y con mucho verde. 
Su intervención estaba enmarcada en su propio Plan Director que 
abarcaba más de 2.000 hectáreas urbanizables, garantizando el respeto 
a las normas urbanísticas.

El éxito del proyecto determinó que todas las propiedades aledañas 
se valorizaran y por tanto se habilitaran también como áreas urba-
nas. Sin embargo, el proceso se dio de manera muy desordenada, 
sin respetar el Plan Director y sin planes maestros para los servicios 
básicos de agua, alcantarillado y drenaje. Se urbanizó de manera 
intensa sin respetar adecuadamente las características ambientales, el 
suelo, la vegetación y la topografía. Toda el área pasó a denominarse 
“Urubó” convirtiéndose en un sello de zona cara, de prestigio y muy 
buena inversión.

Hasta ahí, si bien el proceso era descuidado, todavía podía ser ma-
nejable pues seguía orientado a población de altos ingresos que cui-
daban por lo menos lo básico del nuevo territorio. Lo grave vino 
después con la incursión de poderosos intereses inmobiliarios que, 
aprovechando el “sello” Urubó, comenzaron a urbanizar bajo este 
nombre zonas ubicadas a más de 10 kilómetros de distancia, en altas 
densidades, incluso en otros municipios, en una �agrante muestra 
de deshonestidad comercial. Es ahí cuando el proceso espanta a la 
sociedad cruceña y varios grupos ambientalistas ponen el grito al 
cielo sobre lo que allí estaba sucediendo.

Los temas enfocados eran varios: i) se había loteado con �nes mera-
mente especulativos una super�cie que no sería ocupada hasta el año 
2035, como sostenían estudios de Canedo (2017) primero y de JICA 
(2018) después, ii) se estaban parcelando áreas demasiado cercanas 
al parque nacional Amboró, facilitando incluso la penetración de 
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cocaleros, iii) se estaba destruyendo los suelos, los bosques y los re-
cursos hídricos, y por último, iv) se estaban destruyendo las zonas de 
recarga de agua potable, al cementar áreas arenosas como las pampas 
del Cuyabo, que en el Plan de Uso del Suelo (PLUS) �guran como 
áreas protegidas no urbanizables.

Ante el clamor de la sociedad cruceña, la Gobernación decide para-
lizar las urbanizaciones y realizar una auditoría ambiental, medida 
que es muy bien recibida por todos. Sin embargo, una intervención 
judicial sentenció que dicha auditoría no podía ser pagada por la 
Gobernación, debía ser pagada por los propietarios. Ese absurdo 
leguyero paralizó la auditoría y ahora se trata de hacer algo parecido, 
pero que no se llame auditoría… pero en el camino, parece que ya 
se perdió el impulso.

Actores sociales: El empresariado inmobiliario que paralizó la auditoría, 
la Gobernación responsable por ley de las licencias ambientales y del 
control del territorio, el Municipio de Porongo donde se aprueban la 
mayor parte de estas urbanizaciones y las plataformas y colectivos de 
la clase media, que incluso elaboraron y presentaron videos de lo que 
estaba sucediendo.

Resultados: Ninguno de importancia; quizá el municipio de Porongo, 
que está siendo asistido por una fundación española denominada 
Metrópolis, pueda encauzar ciertos controles, pero es poco probable 
dadas las enormes inversiones que se realizan en el territorio y lo 
pequeño y débil que es este municipio, con una Gobernación muy 
alejada de los temas en cuestión.
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Foto 9: Una urbanización en Porongo. Fuente: Facebook.

10. Defensa del humedal Curiche La Madre

Descripción del con�icto: Hace 20 años, en el marco del Plan Director 
del Municipio se detectó un importante humedal natural de más de 
10 hectáreas ubicado en el sector oeste de la ciudad, muy cerca del río 
Piraí. De inmediato se iniciaron los procesos para consolidarlo como 
área protegida, pues cumplía con todos los requisitos. Se hicieron 
los estudios ambientales, pero curiosamente el proyecto no avanzó; 
el humedal fue achicándose permanentemente porque camiones 
vertían en éste desechos y escombros para ir rellenándolo y construir 
en él. La pelea ha sido permanente y se ha logrado salvar una parte.

Actores sociales: Propietarios que desde un inicio se opusieron te-
nazmente al proyecto de cambio de uso del suelo del humedal para 
poder construir, ambientalistas que pelearon denodadamente durante 
20 años por preservar el humedal con toda su �ora y fauna, y el 
Gobierno Municipal, como siempre con una posición ambigua que 
por momentos apoya y en otros desaparece.
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Resultado: Aunque muy pero muy disminuido en super�cie y en 
biodiversidad, se debe reconocer que la ciudad ha ganado un intere-
sante humedal que estaba destinado a desaparecer.

11. Ensanchamiento caprichoso del 4º Anillo Oeste

Descripción del con�icto: La riada de 1983 obligó a rediseñar el 4º 
Anillo en un sector del oeste, con lo cual quedó, entre éste y el dique 
de contención, una estrecha faja de área verde paisajísticamente muy 
interesante en la que la gente jugaba fútbol, entre otras actividades. 
No obstante que el estudio ya mencionado de JICA releva que ese es el 
sector con mejor �uidez del 4º Anillo en toda la ciudad, el Gobierno 
Municipal elaboró un proyecto para ensanchar el 4º Anillo justamente 
en esa zona, con una justi�cación pobrísima.

Inmediatamente las plataformas y los colectivos de orientación am-
biental e instituciones técnicas de plani�cación y… los futbolistas, 
intervinieron solicitando que esa área verde se mantenga. La respuesta 
municipal fue hacer una manifestación paralela, confundir a los 
asistentes, pero en última instancia mantener su proyecto.

Foto 10: Los cruceños han peleado 20 años por preservar este patrimonio, importante para la ciudad. Fuente: 
Google Maps.
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Actores sociales: Plataformas y colectivos básicamente de la clase 
media, Gobierno Municipal y futbolistas.

Resultados: Ninguno, el Gobierno Municipal rati�có su proyecto 
y pasó esa información a JICA, para que la incorpore en el Plan de 
transporte metropolitano.

Foto 11: Esta es la faja verde que el Gobierno Municipal quiere “encementar” inútilmente. Fuente: Archivo CEDURE.

C. Confl ictos protagonizados por el Gobierno Municipal

12. Nuevo mercado mayorista y traslado de ambulantes a nuevos 
mercados

Descripción del con�icto: Ante el caos que se venía creando en ave-
nidas principales y el reclamo de la ciudadanía por las di�cultades 
de circulación, el Gobierno Municipal tomó la decisión política 
de enfrentar a los llamados “gremialistas”, –en realidad vendedores 
ambulantes y/o con caseta en espacio público–, para ello, realizó 
un censo de gremialistas, negoció con los dirigentes y procedió a 
construir nuevos mercados.

No todos los gremiales aceptaron trasladarse y no a todos los que 
aceptaron el traslado se les asignó un puesto en los nuevos mercados, 
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por lo que se generaron verdaderas guerras campales en las calles, así 
como graves denuncias de corrupción. Los enfrentamientos calleje-
ros entre vendedores y las fuerzas del orden del municipio fueron 
prolongados y violentos y se tuvo que recurrir incluso a la ayuda de 
la Policía nacional para liberar las calles.

Actores sociales: Las agrupaciones de gremialistas y el Gobierno 
Municipal.

Resultados: Si bien el programa le costó al Gobierno Municipal 
alrededor de 50 millones de dólares, muchos vendedores quedaron 
insatisfechos por no haber podido acceder a un puesto en los nuevos 
mercados. Como se trata de un problema estructural, que no ha sido 
visto como tal, lo más probable es que, como ha sucedido en el pasado, 
las calles se vuelvan a llenar de vendedores. Este con�icto común a 
muchas ciudades necesita ser abordado desde su raíz socioeconómica 
partiendo del análisis del crecimiento de la informalidad urbana.
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Foto 12 y 13: Gremialistas desalojados de las calles en protesta pues no hay espacio para ellos en los nuevos 
mercados, fuente: El Deber Digital (abril 2018).

D. Confl ictos que no llegaron a ser tales por falta de actores

13. Contaminación del aire por chaqueo, quema de basura y escapes 
vehiculares

Hay temas ambientales gravísimos pero que en una sociedad como 
la cruceña no logran aún convertirse en con�ictos porque los ciuda-
danos no conocen en profundidad los daños que los mismos están 
causando sobre su salud y en general sobre su calidad de vida. Son, 
parafraseando a Pirandello, “con�ictos en busca de un actor social”, 
actor que aún no aparece, por lo que el problema persiste sin ser 
percibido como tal.

Ese es el caso del humo de los chaqueos en las áreas agrícolas durante 
tres a cuatro meses al año, la quema de la basura en las zonas urbanas 
y la contaminación generada por vehículos antiguos sobre todo de 
transporte público. Nadie se interesa por enfrentar este grave daño 
a la salud pública. La alcaldía monitoreó la calidad del aire por unos 
meses, publicando diariamente los resultados, pero luego, quizá por 
presiones, dejó de hacerlo.
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14. Micro basurales y basura en calles y mercados

Todos observamos un pésimo servicio de barrido y limpieza de calles, 
así como la permanente formación de micro basurales y en especial 
la enorme cantidad de basura maloliente en mercados y canales de 
drenaje. Existe una empresa responsable de este incumplimiento, 
sin embargo, no solo no se la sanciona sino más bien se amplía an-
ticipadamente su millonario contrato ante el silencio de todos. No 
hay actores con la fuerza de poder enfrentar al Gobierno Municipal, 
sobre todo cuando está aliado a poderosos intereses empresariales.

15. Inundaciones periódicas de barrios enteros

Debido a la ausencia de un moderno o renovado sistema de drenaje 
pluvial y el incremento de asentamientos humanos clandestinos, los 
sectores periféricos se inundan con demasiada frecuencia; lamenta-
blemente ello se asume como una fatalidad y la gente no se organiza 
para exigir soluciones de fondo, como si fueran fenómenos naturales 
que van más allá de las competencias municipales.

Foto 14: Inundaciones que se producen apenas llueve, sin que haya actores sociales que denuncien este con�icto 
ante el Gobierno Municipal, responsable de garantizar el drenaje pluvial de la ciudad. Fuente: Archivo CEDURE.



176

Foto 15: Bibosi en plena avenida que el alcalde quiere derribar. Los vecinos pelean porque bajo su sombra es 
intensa la vida social. Han pedido ayuda a organizaciones cruceñas. Fuente: Archivo CEDURE.

Conclusiones y recomendaciones

1. Es muy clara la separación entre con� ictos socioambienta-
les que son denunciados por las clases medias organizadas 
en plataformas y colectivos, y los con� ictos ambientales que 
tienen como protagonistas a los sectores populares vecinales. 
Son muy pocos los casos en que hay con� uencia de actores, 
como en el caso de la laguna Guapilo.

2. Los con� ictos socioambientales que involucran a sectores ve-
cinales normalmente están referidos a temas muy puntuales 
que no han sido mencionados aquí pues tienen rápida solu-
ción luego de un oportuno bloqueo de una avenida. Normal-
mente son temas menores producto del descuido o la falta 
de atención de las autoridades por cumplir compromisos ya 
asumidos, como limpieza de áreas verdes, señalización de ave-
nidas, arreglo de aulas, de calles, etc.

3. Los sectores populares y su dirigencia normalmente no tie-
nen la información y el asesoramiento necesarios para encarar 
problemas estructurales y de fondo como la titulación de sus 
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lotes, la inseguridad ciudadana, la pérdida de sus áreas verdes 
o las frecuentes inundaciones.

4. En la mayor parte de los casos el reclamo es ante el Gobier-
no Municipal, el cual no se maneja según los nuevos plan-
teamientos del gobierno abierto (por ejemplo transparencia, 
e�ciencia o control social). Peor aún, en varios casos, como 
hemos visto, está claramente del lado de grandes intereses 
empresariales y del capital inmobiliario.

5. La clase dirigente está ausente del debate urbano y partici-
pa solo cuando están en riesgo sus inversiones inmobiliarias, 
es decir cuando el capital inmobiliario puede ser tocado; en 
otros temas no participa en absoluto, no ejercen ciertamente 
liderazgo alguno.

6. Los grandes con�ictos socioambientales normalmente son 
denunciados por las plataformas y colectivos de clase media, 
pues están organizados y poseen la información necesaria. Sin 
embargo su tarea, por ser de carácter voluntario, en muchos 
casos no tiene posibilidades de prolongarse en el tiempo. La 
prensa, su aliada, no hace prolongados seguimientos por ob-
vias razones de mercado.

7. En los grandes con�ictos ambientales, los actores denuncia-
dos y que protegen intereses con “externalidades” negativas 
normalmente son muy fuertes, pues involucran capitales ex-
ternos y en muchos casos también gente del gobierno, con 
mucho peso político y control sobre los medios de comuni-
cación y la justicia.

8. Los gobiernos departamental y municipales, por una serie de 
razones no llegan a cumplir con las competencias que las le-
yes les asignan. Si bien hay funcionarios comprometidos con 
su trabajo, el sistema mismo no facilita que éstos colaboren 
con el bien común; la burocracia, presiones, intereses y po-
litiquería están permanentemente al acecho para frenar las 
voluntades positivas.
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La implementación de los derechos de los pueblos indígenas y la 
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CAPÍTULO 6:

Lomerío: La autonomía indígena de base territorial 
como fuerza de transformación de conflictos 
socioambientales

Mirna Inturias1, Iokiñe Rodríguez2, Miguel Aragón3, Elmar Masay4, 
Anacleto Peña5

Introducción

En este texto se analizan las dinámicas transformadoras que caracte-
rizan la lucha del pueblo Monkoxi por ser autónomos y libres. Sus 
reivindicaciones tienen como �nalidad la gestión autónoma de su 
territorio, en este sentido, muchos de los elementos del marco de 
transformación de con�ictos socioambientales mencionados en el 
primer capítulo de este libro son aplicados aquí.

1 Mirna Liz Inturias, docente y coordinadora del Instituto de Investi-
gación Cientí�ca Social de la Universidad nur, Santa Cruz, Bolivia,  
mirnainturias@gmail.com.

2 Iokiñe Rodríguez, investigadora y docente, Escuela de Desarrollo Interna-
cional (dev), Universidad de East Anglia, Reino Unido, i.rodriguez-fernan-
dez@uea.ac.uk.

3 Miguel Aragón, abogado y especialista en temática agraria indígena, asesor 
jurídico de la cicol, aragonburgos@yahoo.es.

4 Elmar Masay, cacique general de la cicol.
5 Anacleto Peña, ex cacique general y asesor técnico de la cicol.
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Históricamente, el territorio de Lomerío sufrió el saqueo de sus recursos 
(tierra, madera, minerales) por parte de terceros, y sus habitantes –al no 
ser dueños del territorio y vivir en situación de esclavitud– han tenido 
como su mayor aspiración la libertad.

El pueblo Monkoxi se caracteriza por tener un proceso histórico mar-
cado por momentos de con�icto y consecuente ruptura, lo que le 
ha permitido dar saltos cualitativos y avanzar hacia su autonomía; lo 
que ellos denominan “el camino hacia la libertad” (Peña, Entrevista, 
2016). Los momentos particulares de su historia están estrechamente 
relacionados con el proceso histórico de Bolivia en general.

Los Monkoxi se refugiaron en el territorio actual de Lomerío a raíz de 
las presiones de las misiones jesuíticas y persecuciones de los denomi-
nados “patrones”, los hacendados dueños de la tierra, para someterlos a 
condiciones de esclavitud como mano de obra gratuita principalmente 
para la explotación de goma. Ellos denominan a este periodo “la escla-
vitud” momento que empieza en el siglo XVIII y cambia y se transforma 
a mediados del siglo XX. Esta situación fue una característica entre 
los pueblos indígenas de las tierras bajas de Bolivia (Chaco, Oriente 
y Amazonía). En Lomerío, la situación de “Patronazco” se perpetuó 
hasta bien entrada la década de 1970 (García, 2014).

Si bien la Reforma Agraria de 1953 signi�có un cambio estructural al 
constituirse en un primer intento de redistribución justa de la tierra 
bajo el lema “La tierra es de quien la trabaja”, este no fue el caso para 
las tierras bajas, las demandas territoriales indígenas fueron ignoradas 
hasta �nes de la década de 1980, en parte debido a las bajas densidades 
poblacionales y el efecto de una estructura agraria y forestal dominada 
por patrones locales.

La Reforma Agraria en el oriente del país no produjo grandes cambios 
en la distribución de la tierra. Esta reforma, paradójicamente, bene�ció 
a las élites regionales establecidas en los centros poblados urbanos con-
solidando propiedades rurales, usualmente para actividades agrícolas o 
crianza de ganado que expandieron rápidamente sus posesiones sobre 
tierras públicas. Las élites regionales frenaron de manera permanente 
las demandas indígenas sobre tierra y bosques y se extendieron en parte 
sobre zonas ocupadas por pueblos indígenas (Pacheco, 2009).
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Aunque los habitantes de Lomerío tenían limitadas posibilidades de 
acceso legal a la tierra y se vieron obligados a ser agricultores en espacios 
pequeños, fueron in�uenciados por un modo de organización ajeno 
denominado Sindicato con un componente económico fuerte, “en el 
momento que entra el sindicato al territorio en los años sesenta, había 
una alta producción de maní y se urgía de una organización que forta-
lezca la comercialización del mismo” (García I. , 2014).

Sus demandas políticas estaban estrechamente ligadas al acceso y te-
nencia legal de la tierra. La libertad podía lograrse si se recuperaba el 
derecho de la tierra. De esta manera se fue rompiendo el yugo con 
los antiguos patrones y se escucharon gritos de libertad en distintos 
lugares del territorio Monkoxi. “La comunidad de Salinas fue uno de 
los primeros lugares donde se dio wasca a los patrones”, (Rodriguez, 
2014). Por tanto, el nacimiento en 1982 de la Central Indígena de 
Comunidades Originarias de Lomerío (CICOL) bajo el principio de 
“libertad” y como organización política representativa inicia un nuevo 
momento donde la lucha por la propiedad colectiva del territorio es 
el principal horizonte.

La investigación-acción como herramienta de transformación de 
conflictos socioambientales

Desde el año 2013 hasta la actualidad se viene desarrollando una ex-
periencia de apoyo y acompañamiento al pueblo Monkoxi de Lomerío 
por parte de investigadores de la Universidad Nur y de la Universidad 
de East Anglia (UEA).6 El objetivo mayor de esta iniciativa es forta-
lecer los procesos re�exivos de la CICOL y sus comunidades, generar 
espacios de aprendizaje y ayudar a trabajar escenarios futuros para 
fortalecer su autonomía mediante la sistematización e identi�cación 
de lecciones aprendidas. La principal estrategia metodológica utilizada 
ha sido la investigación participativa, buscando desde la academia 

6 En un primer momento, la colaboración se realizó en el marco del Proyecto 
Conservación, Mercados y Justicia, ejecutado entre 2013 y 2016. En 2017 se 
inició una nueva colaboración en el marco del Proyecto ACKnowl_EJ: Co-pro-
ducción de conocimiento entre académicos y activistas de justica ambiental (2017-
2019).
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generar o propiciar procesos de transformación social-ambiental. Por 
lo tanto, el rol del investigador en algunos casos ha sido de facilitador 
de procesos, pero también de bisagra para establecer puentes de diálogo 
entre el pueblo indígena y los hacedores de políticas públicas.

En este camino se han desplegado una serie de métodos y técnicas; 
por ejemplo, el Método etnográ�co, que consiste en la conformación 
de un equipo de investigadores indígenas quienes mediante entrevis-
tas a ancianos reconstruyeron la historia del territorio (se publicó un 
libro sobre la historia de Lomerío que fue distribuido en los diferentes 
núcleos educativos del territorio). También se elaboraron varios videos 
participativos sobre la construcción colectiva de su historia, la gestión 
de sus bosques tomando como hilo conductor los planes de manejo 
forestal, y con testimonios de líderes sobre logros y limitaciones del 
proceso de consolidación de su autonomía.

Así mismo, se diseñó y ejecutó un proceso de formación de liderazgos 
para la autonomía desde un enfoque de desarrollo y fortalecimiento 
de capacidades. Este proceso contó con la participación de jóvenes 
líderes de las comunidades y se hizo extensivo a estudiantes del último 
curso de secundaria.

Por otra parte, con el objetivo de generar un espacio de discusión sobre 
los desafíos de la gestión futura de la TCO Lomerío –haciendo énfasis en 
la consolidación del gobierno propio y el buen uso de “su casa grande”– 
se desarrollaron talleres participativos para proyectar escenarios futuros.

Otra técnica utilizada fueron los foros y seminarios de intercambio con 
el objetivo de dialogar sobre la autonomía de base territorial con otros 
actores, sistematizar estos elementos y generar publicaciones. Estos 
espacios crean las condiciones para coordinar acciones conjuntas, 
conocer al otro, crear redes, difundir experiencias, etc. Por ejemplo, el 
Cacique General de la CICOL participó en un Foro de Transformación 
de Con�ictos llevado a cabo en 2017 en Colombia, y la CICOL partici-
pó en el Foro Internacional “Bolivia y sus desafíos socio-ambientales” 
donde jugó un papel importante presentando y compartiendo el caso 
de la autonomía de Lomerío en una de las mesas de trabajo.

Esta es una técnica que se espera seguir aplicando en acciones futuras para 
ayudar a la CICOL a intercambiar experiencias de autonomía similares 
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que permitan a los Monkoxi aprender de procesos más avanzados y 
de esta manera de�nir estrategias futuras para la consolidación de su 
autonomía.

Descripción del estudio de caso

La Tierra Comunitaria de Origen (TCO) de Lomerío es un territorio 
indígena ubicado a 380 kilómetros al noroeste de la ciudad de Santa 
Cruz, en la provincia Ñu�o de Chávez. Se corresponde en un 90% 
con el Municipio de San Antonio de Lomerío, sin embargo, también 
está sobrepuesto en menor proporción a los municipios de Concepción 
y San Miguel de Velasco (mapa 5). Esta región de las tierras bajas de 
Bolivia es conocida como la “Chiquitanía”.

Mapa 5. Ubicación de la TCO de Lomerío en el territorio de Bolivia
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De acuerdo con el último Censo (INE, 2012), en el municipio de Lo-
merío viven aproximadamente 6.500 personas, la población proyectada 
para 2018 alcanza la cifra de 6.959 habitantes.

La TCO de Lomerío fue titulada en mayo de 2006, cuenta con una 
extensión de 259.188 hectáreas. Viven en el territorio un total de 29 
comunidades organizadas en la Central Indígena de Comunidades 
Originarias de Lomerío (CICOL), cuya máxima instancia representativa 
es la Asamblea General de las Comunidades.

El pueblo que vive en este territorio se autodenomina Monkoxi, pre-
senta una homogeneidad cultural y social bastante fuerte. Del total 
de la población de Lomerío un 20% habla bésiro como su idioma 
materno y además entiende el castellano (generalmente los ancianos) 
y un 73% habla castellano. Sin embargo, todos aquellos que solo 
hablan castellano, también en diferentes grados, entienden el bésiro. 
La escuela, la cual ingresó al territorio en los años setenta, produjo un 
proceso de castellanización acelerado y con esto un debilitamiento 
del idioma madre (Talleres Comunales, Historia de Lomerío, 2016).

Entre las actividades económicas de los Monkoxi se encuentran la 
agricultura de subsistencia, el aprovechamiento de recursos forestales 
maderables, actividades de extracción minera a pequeña escala y en los 
últimos años –como parte de un impulso del gobierno– se está incursio-
nando en la ganadería. También existen grupos de artesanos y algunos 
otros emprendimientos económicos como la recolección de miel.

Historia del proceso del con�icto

A partir de la expansión capitalista de mediados del siglo XX las áreas 
�scales del trópico empezaron a ser distribuidas de forma gratuita hasta 
50.000 hectáreas si correspondía la solicitud a una empresa ganadera, 
y hasta las 2.000 hectáreas en caso de una solicitud como propiedad 
mediana. Esta tierra fue distribuida en los siguientes 40 años de forma 
ine�ciente, corrupta e ilegal y se titularon predios que crearon derechos 
propietarios sobrepuestos. Además, en el marco de la ocupación de la 
frontera, hacia los años setenta se entregaron 20 millones de hectáreas 
bajo contratos a empresas madereras (Pacheco, 2009). En este contexto, 
el territorio del pueblo Monkoxi se veía permanentemente vulnerado 
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por el saqueo de sus bosques por parte de empresarios madereros y 
la normativa vigente no reconocía derechos colectivos y tampoco la 
propiedad sobre los recursos naturales.

Las décadas de 1980 y 1990 tuvieron como característica el fortaleci-
miento y consolidación de organizaciones indígenas locales y regionales, 
pero también de organizaciones nacionales (Confederación de Pueblos 
Indígenas de Bolivia-CIDOB) todo esto en el marco de convenios in-
ternacionales como el 169 de la OIT. La alianza con diversas ONG fue 
muy importante. La organización Apoyo Para el Campesino-Indígena 
del Oriente Boliviano (APCOB) jugó un rol signi�cativo en la confor-
mación de organizaciones indígenas en tierras bajas y en constituir 
alianzas con la cooperación internacional para el ingreso de los primeros 
proyectos forestales. En consecuencia, en los años ochenta los Monkoxi 
iniciaron un proceso de desarrollo de capacidades en manejo forestal, 
instalaron un aserradero en la comunidad de Puquio con la �nalidad 
de proteger los bosques y el territorio expulsando empresas madereras 
y proponiendo una nueva legislación forestal.

Todas estas acciones sentaron las bases para in�uir y plantear pro-
puestas para las reformas de segunda generación que caracterizaron el 
accionar de los gobiernos en la siguiente década. En este periodo y en 
el marco de gobiernos neoliberales se promulgaron varias leyes como 
la Ley INRA (1715), la cual reconocía los territorios indígenas; la Ley 
Forestal, que reconocía derechos de propiedad del bosque para pueblos 
indígenas; la Ley de Participación Popular y de Descentralización, que 
posibilitó la participación indígena en instancias del Estado como son 
los actuales municipios.

En este contexto, en Lomerío se implementan proyectos forestales, la 
CICOL apuesta por la demanda como Tierra Comunitaria de Origen 
(TCO) y de forma orgánica consiguen ser reconocidos como municipio 
autónomo (1999).

El siglo XXI signi�ca para los Monkoxi encarar desafíos importantes 
tanto internos como externos. El año 2006, después de un largo y 
tedioso proceso de saneamiento, logran la titulación de su territorio; 
paralelamente, el proyecto de gestión territorial, �nanciado por la 
cooperación danesa, fortalece los procesos de gestión de su TCO y 
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consolida liderazgos locales. Se inicia también la implementación 
de algunos proyectos productivos. Sin embargo, este apoyo dismi-
nuye paulatinamente y la cooperación de manera general inicia un 
proceso progresivo de retirada del país. Así, grandes territorios co-
lectivos titulados se encuentran huérfanos de políticas públicas que 
acompañen procesos de desarrollo legítimos dejando estos espacios 
en una situación de alta vulnerabilidad.

Con la nueva Constitución Política del Estado de 2009, Bolivia nace 
como Estado Plurinacional y reconoce las autonomías indígenas 
como condición de esta plurinacionalidad. En este marco, el pueblo 
Monkoxi da fuerza al proceso histórico de búsqueda de autonomía 
enmarcándose en un proceso administrativo tedioso y lleno de trabas, 
pero paralelamente buscando construir una autonomía que pone a 
prueba las estructuras antiguas del Estado como es el municipio.

Analizando el caso de Lomerío desde el marco de la justicia ambien-
tal,7 los diferentes momentos de su historia estuvieron marcados por 
acciones y estrategias orientadas al reconocimiento, la redistribución 
y la participación como ciudadanos, (�gura 14). Estos tres elementos 
están presentes en cada etapa de su historia. El primer momento se 
caracterizó por la necesidad de ser libres. El reconocimiento entonces 
es un elemento bastante característico de este largo periodo. A medida 
que las relaciones van cambiando las diferentes demandas de justicia 
ambiental van creciendo o disminuyendo en importancia. El siglo 
XX combina los tres elementos siendo la redistribución de la tierra 
y los bosques uno de los más representativos. En los años noventa, 
las acciones se orientaron a lograr el reconocimiento de sus derechos 
territoriales, la titulación del territorio da paso para que en la actua-
lidad adquiera fuerza la esfera de la participación. La consolidación 
de la autonomía indígena signi�caría pensar en tipos de ciudadanía 
intercultural, otras que impliquen nuevas estructuras de gobierno y 
participación.

7 Para profundizar sobre las dimensiones de justicia ambiental ver: Martin, 
2017. 
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Figura 14. Etapas de lucha por justicia ambiental en el territorio de Lomerío
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192

Amenazas y debilidades para el ejercicio de la autonomía, los actores 
implicados

Hay una gran variedad de actores que hacen vida en el territorio in-
dígena de Lomerío y con los cuales la CICOL se ha venido vinculando 
para el avance de su demanda territorial y de autonomía. Estos se 
pueden dividir en internos y externos (�gura 15).

Figura 15.  Actores que determinan la conflictividad territorial en la TCO de 
Lomerío

ACTOR

Familias zonas: San Antonio, Santa Rosa 
del Palmar
Familias zonas: Puquio y San Lorenzo
CICOL
Comunidades indígenas
Comités forestales
Organizaciones Territoriales de Base (OTBs)
Parroquia
CEPIL
Actores internos estatales
- Concejales
- Alcalde
Distrito escolar

Sociedad civil
- Empresas mineras
- Compradores de madera
- Iglesia Católica
- ONG
 - Universidades
Actores estatales
- Gobernación
- Corte Electoral
- Viceministerio de Autonomías
-Ministerio de Desarrollo Productivo y 
Economía Plural
-Ministerio de Desarrollo Rural y Tierras

Fuente: Elaboración propia en base a entrevistas, observación.

Amenazas

Independientemente de los avances normativos y legales que trans-
formaron el rostro del país, el mercado marca su propio ritmo frente 
a una política económica que impulsa el extractivismo en nombre 
de la modernización y el crecimiento. Esta situación se expresa en 
Lomerío a través de diversos frentes de presión sobre el territorio de 
las diferentes actividades económicas de los actores externos. Estos 
frentes tienen que ver con la expansión de la frontera agrícola, la acti-
vidad ganadera, la explotación ilícita de madera (piratería), la toma de 
tierra de forma ilegal (asentamientos ilegales) entre otros (�gura 16).

    ACTORES EXTERNOS
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Figura 16. Frentes de presión sobre Lomerío

Fuente: Elaboración propia en base a Vadillo, Salgado, y Muiba, 2013.

Debilidades internas

La aparente homogeneidad del pueblo Monkoxi esconde estructuras 
de poder familiares claramente de�nidas por límites espaciales. Las 
comunidades de San Antonio y Santa Rosa del Palmar, que albergan el 
60,66% de la población, actualmente ejercen una forma de gobierno 
estatal local que en perspectiva seguirá generando grandes diferencias 
de desarrollo con las otras dos zonas (El Puquio y San Lorenzo) que 
tienen el 39,34% de la población.

Desde los años sesenta e impulsada por las zonas de Puquio y San 
Lorenzo se fue conformando la CICOL, que como ya se mencionó, 
es la organización matriz que representa a las 29 comunidades. Esta 
organización es el ente legítimo y titular del territorio y es un actor 
que se relaciona de manera directa tanto con organizaciones indíge-
nas regionales como con instancias públicas estatales, pero no tiene 
atribuciones municipales. Por otro lado, el cantón de San Antonio 
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fue apoyado por la iglesia católica que durante mucho tiempo ejerció 
el rol de Estado apoyando en la construcción de viviendas, hospital, 
escuela, etc.; y en la formación de liderazgos locales a partir de la 
promoción de becas y estudios para profesores. De esta manera se 
fue construyendo el pueblo de San Antonio. Los otros cantones 
no tuvieron el mismo impulso y por su lado buscaron alianzas con 
algunas ONG que los apoyaron en la construcción de visiones territo-
riales como la titulación de tierras, el manejo forestal y la autonomía 
indígena de base territorial.

El gobierno municipal, creado en 1999 con sede en el pueblo de San 
Antonio, ha sido un espacio de lucha de poder permanente por parte 
de las estructuras familiares anteriormente descritas. El gobierno 
autónomo municipal manejará entre 2016 y 2020 aproximadamente 
cinco millones de dólares y tiene competencias sobre el desarrollo 
productivo (artesanía, miel de abejas, ganadería, agricultura, pro-
ducción forestal), el desarrollo humano (agua potable para consumo 
humano, educación, salud, deporte), además de otras temáticas como 
el medioambiente, el desarrollo rural y urbano, la cultura, etc. (Go-
bierno Autónomo Municipal de San Antonio de Lomerío, 2018). En 
síntesis, es la presencia del Estado en el territorio indígena.

Entonces, el poder de estas familias se impone desde hace muchos 
años a través del gobierno estatal local. Esto no ha cambiado pese a 
casi 10 años de existencia del Estado Plurinacional de Bolivia.

Esta hegemonía política se muestra en el siguiente grá�co que expone 
los resultados de las últimas elecciones municipales donde dos opcio-
nes políticas juntas: el Movimiento Demócrata Social (demócratas) 
y la alianza Solidaria Popular (ASIP) tienen mayoría absoluta sobre la 
opción del Movimiento Al Socialismo (MAS) que es la que respalda 
a la CICOL.



195

40,59 

19,7 

39,71 MAS 

DEMOCRATAS 

ASIP 

VOTACIÓN EN ELECCIONES DE CONCEJALES, 2015
(en porcentaje)

38,55 

19,32 

42,13 MAS 

DEMOCRATAS 

ASIP 

VOTACIÓN EN ELECCIONES DE ALCALDE, 2015
(en porcentaje)

Fuente: Elaboración propia con base en datos del Órgano Electoral Plurinacional, 2018.

Figura 17. Votaciones en elecciones de alcalde y concejales
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Para el pueblo Monkoxi que busca la autonomía indígena, la presencia 
de los partidos políticos signi�ca una división en las comunidades 
por cuestiones de preferencias políticas. Esta división no existiría en 
la democracia basada en usos y costumbres que caracterizaría a la 
autonomía indígena.

La opción de combinar dos formas de democracia no ha dado re-
sultados positivos:

Para el gobierno estatal local (Gobierno Municipal), la democracia 
de tipo occidental (un ciudadano un voto) signi�ca que la mayoría 
electoral gobierna a través de los partidos políticos u organizaciones 
ciudadanas electorales, donde seis personas (un alcalde y cinco con-
cejales) representan a las seis mil personas administrando recursos 
económicos que vienen del Tesoro General de la Nación (TGN).

Para las 29 comunidades y la CICOL, la democracia se desarrolla a 
través de las asambleas comunales e intercomunales y sin presencia 
de los partidos políticos u organizaciones ciudadanas electorales, 
donde todos los representantes de las 29 comunidades gobiernan su 
destino y con apenas algunos miles de dólares que además salen del 
bolsillo de los comunarios y de instituciones de ayuda social que no 
son estatales.

El reto es que la democracia comunal e intercomunal sea la que di-
rija el gobierno estatal autónomo indígena, se eliminen los partidos 
políticos y que las normas propias de las comunidades se apliquen 
junto a las normas estatales.

LOS PROCESOS DE TRANSFORMACIÓN

A continuación, se describe el proceso de la transformación del pueblo 
Monkoxi hacia la autonomía, tomando como elementos de análisis 
las estrategias que se fueron desarrollando para impactar sobre las 
diferentes esferas de poder.
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Figura 18. Estrategias de transformación de confl ictos

Marcos 
institucionales,

legales, económicos y 
políticos

M
ET

A Impactar y cambiar los 
marcos existentes para 
reconocer los derechos 
humanos y políticos, la 
diferencia cultural, etc.

-Resistencia: 
movilización social / 

político, trabajo en red, 
plebiscitos.

-Abogacía: Cabildeo
-Nuevas instituciones: 
gobiernos autónomos 

y formas de control 
territorial.

-Participación 
en estructuras 

existentes: gobierno 
local, instituciones 
consuetudinarias, 

asambleas, comités
-Nuevos modos de 

producción / tecnologías 
alternativas

-Reforzamiento de la 
organización local

-Capacitación basada 
en la transformación de 

con� ictos
-Sensibilizar a los 

tomadores de decisiones 
y al sector empresarial

-Produce y disemina 
nuevos conocimientos

-Reconocimiento de la 
historia local

-Revitalización del 
conocimiento local

-Demarcación territorial.
-Los planes de gestión 

locales
-Construción de puntos 

de vista locales del 
futuro

Impactar y producir 
un cambio en las 

interacciones de las 
personas para crear 

las condiciones para el 
diálogo.

Para desenmascarar la 
aparente neutralidad 

institucional y las  
raíces históricas de la 

exclusión.
Crear consenso social 

sobre un nuevo 
signi� cado.

ES
TR

AT
ÉG

IA
S

TIP
O 

DE
 PO

DE
R Marcos 

institucionales,
legales, económicos y 

políticos

Marcos 
institucionales,

legales, económicos y 
políticos

Fuente: Elaboración propia con base en talleres comunales, 2017.

Es necesario indicar el carácter dialéctico y dialógico de la transfor-
mación, pues un cambio en una de las esferas de poder in�uye en las 
otras. Para lograr el control territorial y avanzar con la consolidación 
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de su autonomía, los Monkoxi han ido desarrollando diferentes 
estrategias en también diferentes plataformas de lucha que a su vez 
han sido puestas en práctica para impactar en diferentes esferas de 
poder hegemónico. Estas estrategias incluyen el manejo forestal 
comunitario; la gestión autónoma de la tierra y el territorio, la edu-
cación, la salud, género y autonomía. Por limitaciones de espacio se 
desarrollan aquí especí�camente las relacionadas al manejo forestal 
comunitario, a la gestión de propiedad de la tierra y el territorio, y 
a la autonomía.

Estrategias para lograr el manejo forestal comunitario

El proceso de transformación camino a la autonomía se comienza 
a tejer de manera más estructurada a partir de los años ochenta y 
desde el sector forestal. Como se desprende de la discusión anterior, 
una de las primeras estrategias para lograr el control territorial fue 
desarrollar alianzas con una serie de organizaciones nacionales e in-
ternacionales para fortalecer la capacidad organizativa de la CICOL y 
tener acceso a recursos económicos para lograr mayor control sobre 
el uso y manejo de los bosques. Las diferentes alianzas dieron lugar 
a que la CICOL pudiera formar parte de otras plataformas nacionales 
y de esta manera incidir a nivel de la esfera estructural en cambios 
normativos y legales. Así, a �nales de los años ochenta se iniciaron 
procesos locales de manejo forestal. Estas alianzas en torno a lo local 
fueron adquiriendo fuerza y gestando propuestas de política pública 
a partir de experiencias concretas, como el aserradero y el sello verde. 
De manera paralela, la CICOL trabajó en propuestas importantes como 
la reforma legal para lograr la aprobación de la Ley Forestal en Boli-
via, la cual abrió un marco normativo que posibilitó la participación 
de las comunidades en actividades forestales con �nes comerciales.

Sin embargo, los cambios en la esfera cultural (narrativas y conoci-
mientos) han sido más lentos. En esta esfera se encuentran escondidas 
y calci�cadas estructuras coloniales y epistemes dominantes muy 
difíciles de transformar debido a lo arraigada que está la violencia 
epistémica en las culturas institucionales del Estado y de las mismas 
organizaciones con quienes se alió la CICOL. Esto se puede ver, por 
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ejemplo, en el caso de los planes de manejo, donde la mayor partici-
pación de los indígenas en procesos de gestión forestal no signi�có el 
reconocimiento y revitalización de las diferentes formas tradicionales 
de acceso, uso y control del bosque. Por el contrario, las actividades 
forestales abrieron la puerta al mercado con sus reglas y sin restriccio-
nes. Recientemente se están realizando acciones que buscan revitalizar 
el conocimiento local buscando un valor agregado a los bosques 
mediante la creación de bancos de semillas tradicionales y viveros.

Cuadro 6. Estrategias de transformación en el sector forestal

MANEJO FORESTAL

ESTRUCTURA GENTE Y RELACIONES CULTURA

1. CICOL solicita una conseción 
forestal de 150,000 Ha. al 
departamento de silvicultura

2. Expulsión de empresas 
madereras de Lomerío

3. Desarrollo de estrategias 
comunitarias de uso 
de recursos naturales: 
certi�cación forestal, 
aserradero.

4. Presionar por un cambio en 
la ley forestal

5. Establecimiento de planes de 
manejo forestal

Alianzas con la cooperación 
internacional: HIVOS (apoyo 
�nanciero), SNV (consejo) bolfor 
(investigación y capacitación)
Alianzas con ONG y cooperación 
internacional: APCOB, CEJIS
Capacitación sobre el tema del 
manejo forestal comunitario: 
aserradero, certi�cación 
forestal, etc.
Asociación con OXFAM América, 
Bolfor, APCOB
Contrucción de capacidad de 
liderazgo horizontal (APCOP)
Canavalia: agregado valor social 
a los bosques

2016: otorgar valor agregado 
a los bosques mediante 
la comercialización del 
conocimiento local en los 
esquemas de reforestación 
(bancos de semillas y viveros 
de plantas)

Fuente: Talleres participativos, 2017.

Estrategias para lograr la propiedad territorial

A nivel de derechos territoriales sin duda los avances han sido im-
portantes. En el año 2006 el pueblo Monkoxi logró la titulación de 
su territorio, el mismo que es continuo y casi no tiene presencia de 
terceros. Sin lugar a dudas, aquí las estrategias dirigidas para impac-
tar en los marcos normativos, legales e institucionales fueron muy 
signi�cativas. En el año 1990 la CICOL participa junto a la Confe-
deración de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB) en la Marcha por 
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la Dignidad, Tierra y Territorio, una histórica movilización social y 
política para lograr la propiedad territorial de los pueblos indígenas. 
De la CICOL también surge Nelida Faldin, quien representó a los 
pueblos indígenas en la Asamblea Constituyente de 2005 y luego 
participó como asambleísta en la asamblea departamental del pueblo 
Chiquitano. En el año 1996 la CICOL inició los trámites formales de 
demanda de propiedad territorial ante el Estado, que se concretan 
con las reformas constitucionales de 2006, las cuales abren espacio 
a un nuevo marco normativo y legal para la titulación de tierras a 
pueblos indígenas.

Las alianzas para lograr la titulación también fueron muy importantes. 
Muchas demandas se canalizaron mediante la CIDOB, pero la corpo-
ración Danesa de Desarrollo (DANIDA) jugó un papel fundamental 
al �nanciar mediante un acuerdo bilateral con el gobierno boliviano 
el proceso de saneamiento de tierras para los pueblos indígenas. Sin 
duda, la titulación de territorios cambió la estructura agraria en Bolivia. 
Sin embargo, pese al título, la gestión de territorios indígenas todavía 
signi�ca muchos desafíos y problemas. Por lo tanto, otros elementos 
uni�cadores como la identidad, el idioma son muy importantes para 
fortalecer los procesos de gestión territorial.

Cuadro 7. Estrategias para lograr la propiedad territorial

DERECHOS TERRITORIALES Y PROPIEDAD

ESTRUCTURA GENTE Y RELACIONES CULTURA

1. Movilización política: 1999- 
Las tierras bajas marchan 
por la dignidad, la tierra y el 
territotio

2. Demanda de derecho 
de propiedad territorial 
(Concedido en 2006)

3. Participación en las reformas 
constitucionales con lideres 
locales

Comité de Apoyo Técnico para 
la redistribución de la tierra, la 
certi�cación forestal y la gestión 
territorial
Alianzas con CIDOB, DANIDA

Fuente: Talleres participativos, 2017.
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Estrategias para consolidar la autonomía (gobierno propio)

La autonomía indígena de base territorial es una aspiración del pueblo 
Monkoxi que le otorgaría la posibilidad de consolidar el territorio y 
gestionarlo de manera sostenible. Las estrategias actuales se desarrollan 
en dos ámbitos: por un lado, respondiendo a los requisitos adminis-
trativos del gobierno para el reconocimiento de la autonomía de la 
nación Monkoxi y por otro, desarrollando acciones de información, 
reuniones y asambleas que permitan uni�car intereses al interior del 
territorio puesto que existe una división familiar que se opone a la 
consolidación de la autonomía indígena de base territorial.

El proceso de demanda autonómica ha sido lento, se inició en 2008 
con una Asamblea General en la cual Lomerío se autodenominó 
territorio autónomo. En ese momento los Monkoxi iniciaron las 
gestiones correspondientes ante el Estado y el avance –pese a ser 
sostenido– fue moroso debido a muchos pasos y exigencias burocráti-
cas. En mayo de 2018 �nalmente el Tribunal Constitucional declaró 
la constitucionalidad del Estatuto Autonómico de los Monkoxi de 
Lomerío, sin embargo, aún quedan varios pasos administrativos para 
poder culminar el proceso como la realización de un referéndum 
local, cuya fecha aún está por de�nirse.

En el avance de la demanda autonómica han sido muy importantes 
las alianzas con una gran cantidad de organizaciones indígenas, de 
la sociedad civil, académica y con ciertos sectores del gobierno como 
el Ministerio de Autonomía con el cual en tiempos recientes se ha 
venido estrechando la comunicación y colaboración.
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Cuadro 8. Estrategias para consolidar la autonomía

AUTONOMÍA POLÍTICA

ESTRUCTURA GENTE Y RELACIONES CULTURA

2008: Lomerío es declarado 
primer territorio indígena 
autónomo de Bolivia y comienza 
a presentar un reclamo por 
Autonomía Política

2008: Cabildeo en la Asamblea 
Constituyente

2008: Desarrollo del primer 
borrador de Estatutos de 
Autonomía

2009: Adaptación del estado 
político al nuevo marco de 
constitución y descentralización.

2015: presentación de toda la 
documentación al sifde:
Nos otorgaron certi�cado de 
viabilidad del gobierno

2015: Presentación del estatuto 
�nal de autonomía de la 
nación Monkox de Lomerío 
ante el tribunal constitucional 
plurinacional

En espera de la aprobación �nal.

Ministerio de Autonomías
ONG: Cejis, Fundación Tierra.

Universidades UEA, nur
TSE
TCP
TED
GMSAL

Apoyo de las organizaciones:
CIDOB
CPESC
OICH
CENTRALES

2013: reconstrucción 
participación de la historia de 
Lomerío

2016: revitalización de los 
valores culturales de la Nación 
Monkox (justicia comunitaria) 
para fortalecer el ejercicio de 
nuestro autogobierno

Fuente: Elaboración propia con base en talleres participativos, 2017.

RESULTADOS

Tomando como marco de análisis los pilares de transformación de 
con�ictos socioambientales se puede valorar qué ganó y qué perdió el 
pueblo Monkoxi a partir de sus estrategias camino a la autonomía. El 
Cuadro 9 presenta una síntesis preliminar de una re�exión colectiva 
realizada con los líderes de las comunidades en los talleres y también 
testimonios individuales.
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Cuadro 9.  Resultados preliminares: Indicadores de transformación de 
conflictos en Lomerío

¿QUÉ HEMOS GANADO?

TIPO DE TRANSFORMACIÓN

PILAR GENTE/REDES ESTRUCTURA CULTURA

VITALIDAD
CULTURAL,
RECONOCIMIENTO
Y DIVERSIDAD

Libertad
Viviendo bien

Nueva Ley Forestal
Propiedad territorial
Reconocimiento legal del 
primer territorio indígena 
de Bolivia
Las leyes ordinarias 
e indígenas tienen el 
mismo estatus
Enmienda de la 
Constitución de la 
República

AGENCIA POLÍTICA LOCAL Recursos humanos 
capacitados

Acceso de estudiantes 
indígenas a la universidad 
(profesionalización)
Mejor acceso a la 
educación
Mejor acceso a la salud

CONTROL LOCAL DE 
MEDIOS DE PRODUCCIÓN 
Y TECNOLOGÍA

Plani�cando nuestro 
propio desarrollo
Propiedad forestal
Planes de manejo 
forestal
Seguridad 
alimentaria

Seguridad legal de la 
tierra
El apoyo del gobierno
Seguridad legal de las 
casas

INSTITUCIONES Y 
SISTEMAS DE GOBIERNO

Fortalecimiento 
(y creación) de 
la Organización 
indígena (CICOL)
CICOL ha aumentado 
su poder de 
convocatoria

Experiencia en 
administración municipal
Experiencia 
administrando y 
administrando 
recursos económicos 
(descentralización)
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¿QUÉ HEMOS PERDIDO?

PILAR GENTE/REDES

VITALIDAD
CULTURAL,
RECONOCIMIENTO
Y DIVERSIDAD

Nuestro idioma se esta perdiendo: nos gustaria hacer eventos / 
reuniones en Bésiro.
Antes éramos seres humanos “completos”
Existe temor por parte de los abuelos y los líderes de que los 
jóvenes (las nuevas generaciones) se uelven traidores a CICOL, a la 
razónpor la que luchamos por nuestras tierras,
Estamos perdiendo jóvenes… no hay alternativas para ellos aquí.
Tenemos que encontrar una manera de trabajar con nuestros hijos

AGENCIA POLÍTICA LOCAL Antes, cuando venían las empresas, saliamos a luchar. Ahora, 
como hacemos con la silvicultura comunitaria, las comunidades no 
expulsan a las compañias. Hay un grupo de personas oportunistas.
Los padres no se mudan si no hay dinero involucrado
Las comunidades no quieren asumir su autoridad
Antes de bing un lider era un orgullo

CONTROL LOCAL DE MEDIOS DE 
PRODUCCIÓN Y TECNOLOGÍA

Debemos organizarnos para teneruna visión empresarial, debemos 
asegurar un valor agregado a las materias primas (madera, 
minerales, etc.) Estamos perdiendo en la venta de madera 
(vendiendo árboles en pie)
La producción agrícola no se ha mantenido, ahora compramos 
productos que producimos aquí

INSTITUCIONES Y SISTEMAS DE 
GOBIERNO

Consenso: la toma de decisiones debe garantizar por consenso, se 
establece en las normas de las comunidades. Anteriormente había 
mucha más organización en CIDOB. Ahora hay división. 
Las comunidades no saben qué es CICOL.
CICOL esta siendo atacado. La comunidad siente que CICOL no hace 
nada. Hay una falta de información sobre todas las cosas que se 
están logrando, lo que produce una caida en las comunidades y 
la información errónea Esto crea debilidades en CICOL y es usado 
por algunos sectores que quieren debilitar CICOL. La gente necesita 
estar más informada sbre todo CICOL tiene que ser fortalecido? 
La gente que deja el liderazgo intenta hacer otra “elite política” 
y crea divisiones? CICOL ha sido un instrumento, un puente para 
profesionalizarse, luego se van y no regresan? Quienes se fueron, 
que están en la ciudad, no apoyan a CICOL en la autonomía

INTEGRIDAD AMBIENTAL Estamos perdiendo el control del territorio

Diversidad, reconocimiento y revitalización cultural

En torno al pilar de diversidad, reconocimiento y revitalización 
cultural, de manera general se han logrado cambios estructurales 
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muy importantes que se traducen en el reconocimiento de derechos 
indígenas, mayor participación, una apertura del marco normativo 
que da la posibilidad de pensar en autonomías y la ansiada libertad 
para vivir en su territorio a largo plazo. Sin embargo, es importante 
mostrar que la esfera del poder cultural no muestra grandes cambios 
o avances y representa a la vez el ámbito más vulnerable.

A pesar de que muchas estrategias estuvieron dirigidas a lograr el 
derecho a la diferencia cultural en la relación con el Estado (poder 
estructural), hubieron comparativamente menos estrategias de for-
talecimiento cultural hacia adentro. En la dinámica social se nota 
una tendencia marcada de cambio cultural entre las generaciones 
jóvenes, re�ejado, por ejemplo, en el menor uso del idioma bésiro. 
Ese dato también se triangula con una encuesta realizada por CEJIS 
(2017). La misma indica que del 0 al 10 la situación de este indi-
cador (lengua propia) es de 3,8% muy por debajo de la media. Por 
otro lado, la brecha generacional entre jóvenes y adultos es grande. 
Existe el temor por parte de los ancianos de que el accionar de los 
jóvenes –partiendo de una visión de desarrollo diferente, alejada de 
los principios colectivos– conduzca a la degradación del territorio. 
El propósito de las luchas por consolidar el territorio y la historia de 
Lomerío son desconocidas por una gran cantidad de jóvenes, muchos 
de ellos han dejado Lomerío y viven en la ciudad.

Sin embargo, existen iniciativas recientes que apuntan a fortalecer 
este pilar, como por ejemplo, el cambio reciente en su auto-deno-
minación como pueblo: de Chiquitano a Monkoxi, y procesos de 
reconstrucción de la historia de Lomerío.

Agencia política

El largo proceso de lucha ha fortalecido la agencia política de los 
Monkoxi, que se re�eja tanto en su mayor capacidad de incidencia 
en políticas públicas y marcos políticos y normativos, como en el 
fortalecimiento de capacidades individuales de líderes y de los propios 
comunarios en diferentes áreas (educativa, salud, forestal, municipal). 
Esto les ha permitido estar mejor preparados en su relación con actores 
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externos (Estado, saqueadores etc.), tal como a�rma Anacleto Pena 
(ex cacique general de la CICOL, 2017):

“La población conoce las leyes que respaldan los derechos de la pobla-
ción indígena. Eso ha dado lugar a poder encaminar una política de 
incidencia y cómo defendernos también de las arremetidas externas 
que vienen en el tema de los recursos naturales. No las hemos podido 
erradicar porque es dinámica de la sociedad, pero si hemos podido 
avanzar en ejercer nuestros propios derechos, tanto políticos, econó-
micos como sociales y culturales también”.

Al interior de la TCO existe la percepción de que prevalecen tensiones 
fuertes entre varias comunidades y falta de interés de algunos líderes 
por ejercer su autoridad para implementar los acuerdos de manejo 
colectivo de los recursos ante actores externos que continúan saquean-
do los mismos. Esto debilita la fuerza de la CICOL en su conjunto.

Control de los medios de producción

Este pilar ha sido, sin lugar a duda, muy fortalecido a raíz de las 
estrategias de transformación desplegadas. La combinación de ser 
dueños de sus territorios y de sus bosques les da la posibilidad de 
controlar y de�nir las formas de desarrollo que quieren y sacar un 
bene�cio directo del uso de recursos. Aún quedan desafíos por superar 
en relación a su vinculación a las fuerzas del mercado y las lógicas de 
desarrollo del Estado, pero a grandes rasgos los Monkoxi sienten que 
este pilar ha sido uno de los más fortalecidos en su historia de lucha.

“Somos libres de poder practicar nuestras propias actividades de trabajo 
y hemos conformado nuevos grupos en la comunidad para poder en-
frentar a los grupos económicos. Por ejemplo, en nuestra comunidad 
nos hemos conformado de manera grupal, digamos para enfocarnos en 
un solo trabajo, …antes, en los tiempos de nuestros padres, no había 
ese orden. Era un poco más dispersa la cosa, y hoy tratamos de hacerlo 
de manera un poco más ordenada” (Chuviru, 2017).

Gobernabilidad (instituciones y formas gobierno)

Desde la conformación de la TCO se han dado importantes avances 
en el desarrollo de una forma de gobernabilidad colectiva propia. La 
CICOL surge precisamente con la �nalidad de salvaguardar a Lomerío 
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como territorio común. La organización ha sido clave en llevar ade-
lante las diferentes luchas y ha tenido un rol central en la demanda 
de autonomía ante el Estado. Adicionalmente a esto, en el año 1999 
los Monkoxi lograron que Lomerío fuese declarado como primer 
municipio indígena de Bolivia, ello les ha permitido adquirir paula-
tinamente destrezas en la gestión municipal, lo que a su vez les sirve 
como experiencia para un futuro gobierno propio.

Los actuales desafíos tienen que ver con:

 z Superar la tensión entre las diferentes visiones, las del bloque 
municipal y las de la autonomía de base territorial.

 z Culminar el largo proceso administrativo en las gestiones con 
el Estado para lograr la aprobación de�nitiva de su autonomía 
territorial.

 z De lograr consolidar un gobierno propio, el gran desafío será 
trabajar en la de�nición de sus nuevas formas de gobierno en 
sintonía con sus formas de justicia propia.

Integridad ambiental

A pesar de que los Monkoxi sean dueños de sus tierras y bosques, 
existe un marcado sentimiento de pérdida de control del territorio. 
En diferentes circunstancias, los recursos colectivos siguen siendo 
explotados de manera individual en desmedro de la colectividad. 
Factores como una visión fragmentada del territorio, la división 
provocada por los partidos políticos, recursos humanos formados 
por la organización que responden a otros intereses, son algunas 
manifestaciones de la falta de unidad.

Discusión: reflexiones finales

Entre los elementos que han posibilitado la transformación hacia la 
consolidación de la autonomía en Lomerío se encuentran:

 z Una organización que asume sus acciones de manera orgánica; 
la claridad, �rmeza y compromiso de sus líderes comunales; el 
deseo de libertad y autonomía de gestión como una necesidad 
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legítima nacida del pueblo (las entidades de afuera no crearon 
una falsa necesidad como a veces se identi�ca en otros procesos).

 z El establecimiento de alianzas sostenidas con diferentes or-
ganizaciones de apoyo para fortalecer aspectos técnicos y 
�nancieros.

 z El uso de una gran variedad de estrategias de lucha: movilización 
social, cabildeo, negociaciones estratégicas, participación en 
instancias nacionales de toma de decisiones, demandas de 
derechos ante el Estado, participación en la elaboración de 
reformas constitucionales, participación en la formulación de 
nuevas leyes (ej. Ley Forestal), capacitación en diversos temas 
para el fortalecimiento de la organización política y social, 
obtención de fondos para la gestión territorial.

Entre lo restrictivo, se puede resaltar:

 z La persistencia de marcos normativos y formas de pensamiento 
del modelo monocultural de Estado-Nación presentes en el 
ámbito local que di�cultan avanzar hacia la consolidación de 
una forma de gestión territorial y de gobierno propio.

 z La resistencia a la trasformación por parte de familias he-
gemónicas que han ejercido poder desde el municipio; éstas 
representan las aún presentes estructuras coloniales.

 z Una lógica desarrollista que sigue imprimiendo una racion-
alidad económica sobre el uso de los recursos naturales. La 
narrativa del Vivir Bien no se ha traducido en un cambio 
efectivo en la forma de relacionamiento con la naturaleza y 
los recursos naturales.

 z El manejo forestal continúa sujeto a lógicas del mercado y 
procedimientos burocráticos que limitan el control efectivo 
de este recurso. A esto se suma el hecho de que legalmente el 
subsuelo sigue siendo de propiedad del Estado, lo que signi�ca 
que la totalidad de los recursos minerales existentes en Lomerío 
están otorgados en concesión a empresas mineras.
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En las últimas décadas se han producido avances signi�cativos a nivel 
del reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas por 
parte del Estado. Esto se traduce en un marco constitucional que se 
autodenomina plurinacional y en la promulgación participativa de 
nuevas leyes como por ejemplo la forestal que permitió a los Monkoxi 
desarrollar un modelo de manejo forestal comunitario.

Por otro lado, obtener la propiedad territorial es sin lugar a duda el 
logro más importante para los Monkoxi en su largo proceso de lucha 
por la reivindicación de derechos sociales, culturales y políticos dife-
renciados; tener seguridad jurídica sobre sus territorios –y sobre los 
recursos naturales existentes en ellos– les da garantía de permanencia 
en sus tierras y poder hacer frente a presiones externas.

Las debilidades en los anteriores pilares de transformación también 
afectan al pilar de integridad ambiental. Si bien los Monkoxi cuentan 
con mayor seguridad jurídica sobre su territorio, las fuertes presiones 
externas ponen en duda la sostenibilidad ambiental del territorio a 
largo plazo. Su estrategia para lograr un gobierno propio a través de 
la autonomía indígena de base territorial cobra hoy más que nunca 
tanto sentido. Esto signi�caría para ellos poder avanzar también en 
el desarrollo de sus propias normas y reglas de uso territorial y de 
justicia que actualmente se encuentran debilitadas.

El acompañamiento estatal a la profundización de las autonomías 
no está presente. Los marcos normativos especí�cos siguen siendo 
mono-culturales. Avanzar hacia la interculturalidad sigue siendo un 
desafío. Las trabas burocráticas para concretar la autonomía y las 
contradicciones en los procedimientos se constituyen en obstáculos.

En la medida en que se vayan superando este tipo de di�cultades y 
las resistencias al cambio se irá transitando de una manera más sus-
tantiva hacia la transformación. Cabe mencionar que la autonomía 
indígena de base territorial cambiará en esencia la forma de elegir a 
las autoridades. Actualmente sigue vigente el modelo de democracia 
participativa ‘un ciudadano un voto’; los partidos políticos se consti-
tuyen en mediadores entre el ciudadano y sus representantes. El voto 
en asamblea es corporativo y de acuerdo a usos y costumbres (sin 
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la presencia de los partidos políticos), así está escrito en el Estatuto 
Autonómico; sin duda, éste será un cambio cualitativo puesto que a 
través de la Asamblea de las 29 comunidades se ejercerá el gobierno 
estatal autónomo indígena.

Esto signi�ca renunciar a las instituciones antiguas y construir otras 
nuevas. Se ha trabajado a nivel de la organización para posibilitar 
un pensamiento de unidad en el pueblo Monkoxi en relación con 
la autonomía. La construcción de nuevas estructuras y nueva insti-
tucionalidad al interior del territorio será un cambio transformativo 
(o radical). Hacer cambios de forma dentro del gobierno autónomo 
municipal sería un cambio reformista, no cambiaría las relaciones de 
poder dentro del territorio indígena.

Pese a los avances pareciera que existe una barrera política al interior 
del pueblo Monkoxi hacia la transformación real que se habría ori-
ginado a raíz de diferentes nociones y preferencias por dos formas 
diferentes de autonomía (municipal vs. territorial). La forma en que 
se manejen estas tensiones determinará en buena medida cómo se 
logre avanzar hacia la consolidación de la autonomía en el futuro.

Asimismo, los procesos intraculturales se han ido debilitando al 
erosionarse algunas estructuras sociales e institucionales y prácticas 
tradicionales propias relacionadas a la salud y educación; de alguna 
manera han sufrido la imposición de los sistemas estatales. Del mis-
mo modo, la incursión sin control del mercado desarrolla nuevas 
racionalidades económico-productivas que llevan a los jóvenes a un 
marcado proceso de migración a la ciudad y el consecuente desarraigo 
y desconexión con su pasado, la histórica lucha de sus abuelos por 
su territorio.

Ejercer la autonomía de base territorial signi�cará para los Monkoxi 
el establecimiento de nuevas estructuras y formas de gobernabilidad 
donde la interculturalidad sea un elemento articulador entre diferentes 
formas de conocimiento, de racionalidades económicas y de visiones 
de mundo. Este es un camino que aún queda por andar.
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Finalmente, uno de los aprendizajes clave del caso de Lomerío tiene 
que ver con la diferencia entre cambios reformistas y transformadores. 
Entendemos los cambios reformistas como las acciones que se realizan 
en un mismo marco de desarrollo, por lo tanto, la transformación 
no es holística o profunda (por ejemplo, pequeños cambios en la 
normativa que posibilitan un avance, pero la normativa permanece 
intacta). Los cambios transformadores tocarán estructuras, buscarán 
las raíces del con�icto, trabajarán en distintos niveles y escalas y se 
concentrarán en el proceso no en el resultado, por tanto, su pers-
pectiva será histórica.

La autonomía indígena de base territorial del pueblo Monkoxi es ra-
dical y transformadora porque tiene como principal desafío construir 
nuevas estructuras, nuevas instituciones, nuevas relaciones basadas en 
un diálogo intercultural. El haber incidido en el cambio constitucional 
y en la promulgación de leyes otorga a los Monkoxi la posibilidad de 
realizar cambios transformadores.
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CAPÍTULO 7:

¿Los acuerdos de la Consulta se cumplen?

Experiencia de la consulta al pueblo indígena Tacana sobre un proyecto 
de exploración petrolera en el Bloque Nueva Esperanza-Bolivia

Pablo A. Arauz Morales1

Desde la promulgación de la Ley de Hidrocarburos (N° 3058) en 
mayo de 2005, se ha sabido muy poco sobre las 30 consultas previas 
que se realizaron entre junio de 2007 y septiembre de 2015 en el 
sector de hidrocarburos. El año 2009 el Senado sancionó la Ley 
1320/08 que autoriza la exploración petrolera en los departamentos 
de La Paz, Pando y Beni. Como parte de esa labor en el norte de La 
Paz, especí�camente en la provincia Abel Iturralde, se trabajaría en 
un millón de hectáreas para hacer un estudio de búsqueda de petróleo 
con una inversión estimada en esa región (que también abarca las 
áreas de Beni y Pando) de aproximadamente 800 millones de dólares 
en la fase de exploración y explotación.

La acción de exploración no tardó más de cuatro años en llegar al 
territorio Tacana II. La primera comitiva de YPFB llegó al territorio 
el 16 de diciembre de 2013, a la comunidad de Las Mercedes, y la 
actividad concluyó en Puerto Pérez tres años y cinco meses después, el 
11 de mayo de 2017. El presente capítulo se enfoca precisamente en 

1 Pablo Arauz, biólogo, especialista en gestión territorial indígena. Trabaja en 
apoyo al pueblo indígena Tacana II desde hace varios años.
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estos procesos y presenta detalladamente el caso del pueblo Tacana II. 
Se identi�can frecuentes errores en las prácticas de consulta como el 
de “barreras a la información”, diversas irregularidades, limitado poder 
en la toma de decisiones por parte de la población local afectada, y 
la falta de transparencia con respecto a los pagos de compensaciones.

Palabras clave: Consulta previa, TCO Tacana II, derechos indígenas, 
recursos estratégicos, industria extractiva.

Introducción

El Estado boliviano ha rati�cado leyes internacionales relacionadas 
con la protección de los derechos de los pueblos indígenas como la 
Convención 169 sobre pueblos indígenas y tribales (OIT, 1989), y la De-
claración de las Naciones Unidas sobre Derechos de los Pueblos Indígenas 
(Naciones Unidas, 2007). Uno de estos derechos es el de la consulta 
previa, libre e informada ante medidas legislativas y administrativas 
del mismo Estado, y ante proyectos económicos y de desarrollo. Una 
consulta crea una plataforma donde los grupos indígenas, el Estado y 
las compañías pueden reunirse y discutir las condiciones para ejecutar 
un futuro proyecto. Para los grupos indígenas, las consultas son espe-
cialmente importantes porque son escenarios esenciales para expresar 
sus opiniones, así como para oponerse legalmente a un proyecto en 
su territorio (Schilling-Vaca�or, 2013).

El derecho a la consulta y al consentimiento previo de las naciones y 
pueblos indígenas en torno a la explotación de los recursos naturales 
en sus territorios es una de las principales conquistas de las organi-
zaciones indígenas en todo el mundo. Lo es, en la medida que pone 
un freno legal, asumido en el marco de la democracia representativa, 
al avasallamiento permanente que sufrían las comunidades indígenas 
de todo el planeta frente a la voracidad del capitalismo depredador, 
saqueador y expoliador de la riqueza natural, allí donde se encuentre; 
pero especialmente en los países que se convirtieron en el escenario 
de su expansión imperialista y globalizadora durante el siglo XX y esta 
primera década del siglo XXI: el llamado Tercer Mundo.
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En los hechos, el derecho de consulta es una frágil línea que separa 
las prácticas aberrantes del pasado (que incluyeron el genocidio de 
multitud de pueblos indígenas y el etnocidio de poblaciones enteras) 
con los buenos deseos de inclusión y respeto con los que nos llenamos 
la boca en el presente. La triste experiencia y los sucesos de Baguá,2 
que conmovieron a la Amazonía peruana, demuestran que todavía 
estamos lejos de que el derecho de consulta no solo sea respetado, 
sino al menos ejercido de manera conveniente.

Al mencionar a Baguá, entramos de lleno a un drama medular de este 
presente con�icto caracterizado por una crisis profunda del modo 
de producción capitalista en todo el planeta y la identi�cación del 
territorio amazónico como una de las fronteras a superar, abriéndolo 
a la voracidad desarrollista en aras de explotar indiscriminadamente 
sus recursos naturales y convertirlo en uno de los soportes para la 
recon�guración del modelo de acumulación vigente.

En mayo de 2005 el Estado boliviano promulgó la Ley Nº 3058 de 
Hidrocarburos. Esta ley también describe los derechos de las comu-
nidades y pueblos indígenas a ser consultados antes de que cualquier 
actividad hidrocarburífera sea conducida en el territorio de cualquier 
grupo indígena. La ley dice que “la consulta se efectuará de buena 
fe, con principios de veracidad, transparencia, información y opor-
tunidad” (Estado Plurinacional de Bolivia, 2005, art. 115). Además, 
las consultas “se realizarán con las instancias representativas de las 
Comunidades Campesinas y los Pueblos Indígenas y Originarios, 
independientemente de su tipo de organización” (Ibíd., art. 118).

El 9 de julio de 2009 el Senado sancionó el proyecto de Ley 1320/08 
que aprueba la participación de Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Bolivianos en la sociedad “YPFB-GTLI” –con un capital de 480.000 
bolivianos– para la exploración de hidrocarburos en el bloque norte 

2 El llamado “Baguazo” fue un enfrentamiento entre la policía peruana y comu-
nidades indígenas en junio de 2009. En la ciudad amazónica peruana murie-
ron 23 policías y 10 personas civiles. Para más informaciones: Dolorier Torres, 
g y Paneque Salgado, P., 2013.
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que abarca los departamentos de La Paz, Pando y Beni. El Senado 
aprobó la Ley considerando que la empresa GTL Gas To Liquid In-
ternacional se comprometió a poner todo el capital de riesgo y solo 
restaba �rmar los contratos para cuatro bloques en el norte de La 
Paz, Beni y Pando, uno en Chuquisaca, uno en Santa Cruz y otro en 
Tarija. Según el entonces presidente de la Comisión de Hacienda del 
Senado Carlos D’Arlach, en ningún momento se intentó paralizar 
este proyecto y que la Comisión de Hacienda a su cargo pidió la 
validación del proceso entre YPFB y la GTL, toda vez que el contrato 
original fue �rmado en octubre de 2008 por el ex presidente de YPFB 
Santos Ramírez, sin conocimiento del directorio de la estatal petrolera 
(BOLPRESS, 2009).

Zona prometedora

Una de las zonas más prometedoras en yacimientos hidrocarburíferos 
es la llamada no tradicional, que tiene abarca casi la mitad del territorio 
boliviano, mientras que la tradicional abarca solamente una extensión 
de 49.426 kilómetros cuadrados, ubicada predominantemente en la 
zona central y sur del país (El Deber 2019). De 1.098.581 kilómetros 
cuadrados de extensión territorial del país, entonces casi la mitad de 
la super�cie está clasi�cada como zona de interés hidrocarburífera 
(ver mapa 6).

Las primeras concesiones petroleras se hicieron en 1865 sin resulta-
dos positivos, y fue en 1895 que se iniciaron los primeros estudios 
de exploración en la zona de Incahuasi, Chuquisaca. En 1913, en 
Saipurú, en el departamento de Santa Cruz, el empresario Luis La-
vadenz realizó una de las primeras perforaciones de un pozo y logró 
obtener en concesión un millón de hectáreas para exploración y 
explotación petrolera.

En 1916 y 1920, las empresas Farquardt de Inglaterra y la chilena 
Calacoto realizaron trabajos en Santa Cruz y la provincia Pacajes de 
La Paz, con resultados negativos. Desde la aprobación de la Ley Or-
gánica del Petróleo del 20 de junio del año 1921 que da vía libre para 
realizar exploraciones petroleras en la Amazonia, solo transcurrieron 
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cuatro años para que la empresa YPFB llegue al territorio Tacana II 
(YPFB, 2011).

Mapa 6. Área de interés hidrocarburífero y zona tradicional

Fuente: Agencia Nacional de Hidrocarburos 2018, obtenido de https://www.anh.gob.bo/InsideFiles/Inicio/
Banner/Banner_Id-32-150227-0246-2.pdf.

Origen del pueblo indígena Tacana

Según diversos estudios, el ámbito de interacción del pueblo Tacana 
fue bastante amplio geográ�camente a lo largo de los ríos, consti-
tuyéndose estos en vías de comunicación, ejes de los asentamientos 
humanos y fuentes de alimentación de los distintos grupos de habla 
Tacana. “Los Tacanas son un pueblo originario del norte de La Paz, 
asentados desde épocas preincaicas entre los ríos Beni, Madre de Dios, 
Madidi y Tuichi, extendiéndose, según el relato del explorador Juan 
Álvarez Maldonado, por el río Magno o Madre de Dios hasta el río 
de Parabre (Pando o Tambopata), abarcando territorios de Bolivia, 
Brasil y Perú en sus áreas limítrofes, y formando una especie de arco 
sobre la frontera con este último país” (CIPTA, 2001).
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“Son el pueblo indígena más numeroso de los que componen la fa-
milia lingüística Tacana, a la que también pertenecen los Esse Ejjas, 
Cavineños, Araonas, Toromonas, Reyesanos o Maropas” (…) “La 
familia lingüística Tacana abarca territorios de Bolivia, Perú y Brasil 
en áreas limítrofes. (...) En Bolivia se ubican en la región compren-
dida entre el río Madre de Dios hasta Riberalta; el río Beni, hasta 
San Buenaventura; la zona de Apolo; y formando una especie de arco 
sobre la frontera con el Perú, hasta los ríos Manuripi y Othón. Sin 
embargo, la mayoría de la población se encuentra en la zona Sur de 
la Provincia Iturralde del departamento a La Paz” (Ibíd.).

Ubicación geográfica de la TCO

La Tierra Comunitaria de Origen (TCO) Tacana II se encuentra ubi-
cada al norte del departamento de La Paz, dentro de un polígono 
demandado por la TCO, desde el río Heath transfronterizo con la 
República del Perú, bajando el río hasta un puesto de control depen-
diente de la fuerza naval denominado Capitanía de Puerto Menor 
Heath, continuando por el río Madre de Dios hasta la comunidad 
El Tigre, haciendo un quiebre con rumbo Sudeste, para continuar 
paralelo al río Madre de Dios (CITRMD, 2016). La TCO Tacana II está 
conformada por cuatro comunidades:

 z Las Mercedes, ubicada sobre el río Asunta, a�uente al río Madre 
de Dios;

 z Toromonas, ubicada sobre el río Toromonas, a�uente al río 
Madre de Dios;

 z El Tigre y Puerto Pérez ubicadas sobre el río Madre de Dios.

Según datos del Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA) se 
establece que la super�cie del área demandada por la TCO Tacana II 
es de cerca de 930 mil ha.3 Este proceso de demanda de titulación fue 
iniciado hace 13 años sin poder alcanzar hasta ahora su conclusión. 

3 Resolución Determinativa rd-st 116/2007, de fecha 20/04/2007.
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Actualmente es llevado adelante por la organización matriz de la TCO, 
la Central Indígena Tacana II del Río Madre de Dios (CITRMD, 2016).

El presente trabajo tuvo lugar en el territorio de la TCO Tacana II, 
perteneciente al 5to distrito del Municipio de Ixiamas, Provincia 
Abel Iturralde, departamento de La Paz, (Mapa 7). La TCO tiene 
cerca de 700 habitantes conformando aproximadamente 155 familias 
(ACEAA, 2017).

Mapa 7. Ubicación geográfi ca del área de estudio, TCO Tacana II. 

Fuente: Acosta, 2017.
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Inicio del proceso

Yacimientos Petrolíferos Fiscales Bolivianos (YPFB), luego de adjudi-
carse el Bloque Nueva Esperanza y haber �rmado contrato con una 
empresa especializada en sísmica, solicitó información al INRA sobre 
el estado de saneamiento de la TCO Tacana II respecto a la ubicación 
del bloque y las líneas sísmicas. El INRA manifestó que las líneas 
sísmicas4 del proyecto Sísmica 2D Madre de Dios se encontraban 
sobrepuestas a la demanda de la TCO, la cual –como ya se mencionó– 
se encuentra en proceso de saneamiento. El 6 de diciembre de 2013 
el Ministerio de medioambiente y Agua (mmaya) envió una nota al 
representante legal de YPFB indicando la categoría (Categoría I) de la 
�cha ambiental como Proyecto adquisición sísmica 2D cuenca Madre 
de Dios Área Nueva Esperanza.

Los primeros acercamientos con el pueblo Tacana se realizaron el 16 
de diciembre de 2013. Una comisión compuesta por representantes 
del Área Protegida Madidi, de YPFB, del Fondo Nacional de Inversión 
Productiva Social (FPS) y de la Consultora Tarija Eco Gestión, llegaron 
al territorio para socializar el proyecto MI AGUA y el de exploración 
sísmica.5 La petición de la visita fue solicitar la elaboración de una 
línea base y aplicarla para el proyecto MI AGUA ante la instancia del 
Estado, las conclusiones de dicha reunión fueron:

La tco Tacana II facilitará los estudios técnicos ambientales y sociales 
existentes en base a los cuales Tarija Eco Gestión, después de su co-
rrespondiente actualización, propondrá la viabilización del proyecto 
mi agua.
El Secretario de Tierra y Territorio facilitará entre el 26 y 27 de di-
ciembre los estudios a Tarija Eco Gestión.
Entre el 9 y 10 de enero de 2014 Tarija Eco Gestión iniciará la actua-
lización de dichos estudios técnicos.

4 L2, L3, L4, L5, L6, L7, L9, L10, L11, L12, L13, L14, L15, L16, L17, L18, 
L19, L20, y L21.

5 Ver acta de Las Mercedes.



221

En esa reunión, los representantes de la TCO manifestaron que el pro-
yecto “Sísmica Exploratoria” de YPFB quedaba en suspenso en tanto 
el gobierno no atienda la demanda de saneamiento del territorio.

En enero de 2014 en la comunidad de Puerto Pérez se llevó a cabo la 
reunión con Tarija Eco Gestión, allí el Secretario de Tierra de la Central 
Indígena solicitó que el documento de línea base no sea entregado a 
YPFB hasta no ser aprobado por la comunidad. Los estudios de línea 
base se realizarían desde enero hasta marzo de 2014.

En marzo, en la comunidad de Toromonas, se llevó a cabo otra reunión 
para la revisión de la línea base. La TCO no aprobó el documento por 
las siguientes razones:

 z La recopilación de información para la línea base en el territorio 
duró apenas unas cuantas horas.

 z Existen vacíos de información ya que al momento de la elabo-
ración la mayor parte de la población se encontraba realizando 
la recolección de castaña (enero-abril).

 z La sistematización y socialización del documento fue realizada 
en un tiempo que se consideraba demasiado corto.

Luego de la reunión se de�nió una nueva fecha para la entrega del 
documento dos semanas más tarde.

Inicio del Proceso de Consulta

En junio de 2014, la Dirección General de Gestión Socio Ambiental 
(DGGSA), dependiente del Ministerio de Hidrocarburos, remitió la 
primera Convocatoria para dar el inicio al proceso de Consulta y 
Participación para el proyecto Adquisición Sísmica 2D Cuenca Ma-
dre de Dios, Área Nueva Esperanza a la TCO Tacana II.6 La primera 
nota recibida por la TCO de parte del Ministerio de Hidrocarburos 
y Energía (MHE), fue enviada con nombre de una TCO del Chaco.7

6 Nota MHE-04345 DGGSA-00751.
7 Información recibida de forma oral de la organización.
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Luego de muchas notas y solicitudes, en diciembre de 2014 se realizó 
la reunión de plani�cación con la elaboración de la metodología, 
cronograma y presupuesto para la ejecución del proceso de Con-
sulta y Participación. Se estableció declarar un cuarto intermedio 
por no existir acuerdo mutuo en los temas especí�cos de asesoría 
especializada y ajustes de logística. Se estableció el inicio del proceso 
en abril de 2015, después de la época de la zafra de castaña, fecha en 
la que se elaboró satisfactoriamente la de�nición del cronograma y 
presupuesto para el proceso.

Mientras tanto, el gobierno aprobó el Decreto Supremo 2298 que 
modi�ca algunas modalidades del proceso de Consulta Previa:

 z El proceso de consulta se reduce de 60 a 45 días.
 z Si el territorio se opone al proceso de consulta, la autoridad 

competente (en este caso el mhe) enviaría una nota para con-
cluir el proceso.

Ejecución de la Consulta

Como quedó de�nido en el acta de entendimiento (Acta de Cobija), 
en cada una de las comunidades el proceso de consulta tendría 3 días 
para la socialización, recorrido de campo e identi�cación de impactos 
socioambientales; actividades realizadas en junio y julio de 2015. 
De este proceso los comunarios Tacanas realizaron las siguientes 
observaciones:

 z El Decreto Supremo 2298 no fue socializado con el pueblo 
Tacana II, ni con sus instancias de representación a nivel region-
al como la Central de Pueblos Indígenas de La Paz (cpilap), 
vulnerando los derechos de los pueblos indígenas establecidos 
en la cpe y las normativas vigentes.

 z No se respetó la estructura orgánica de la tco al elaborar la 
línea base social ya que ésta no fue trabajada con todos los 
comunarios.
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 z La información contenida en el Documento de Información 
Pública (dip), no fue trabajada de forma participativa con las 
comunidades, además de contar con muchos vacíos.

 z La explicación realizada por parte del técnico del Ministerio 
de Hidrocarburos y Energía fue en base a la cartilla y no de 
acuerdo al Documento de Información Pública.

 z El tiempo de socialización del proyecto fue muy corto por lo 
cual no fue asimilado claramente.

 z La línea base socioambiental que realizó la consultora Tarija 
Eco Gestión fue hecha para el proyecto mi agua y no para la 
exploración sísmica.

 z El Plan de Relacionamiento Comunitario no fue consensuado 
con las comunidades.

Las cuatro comunidades estuvieron de acuerdo en no participar de los 
trabajos ofertados por la empresa durante la ejecución del proyecto, 
salvo en lo referente al monitoreo ambiental incrementando el núme-
ro de monitores socio ambientales indígenas. Por las observaciones, 
nuevamente se solicitó la presencia del Ministerio de Desarrollo 
Rural, el Ministerio de Tierra, el Ministerio de medioambiente y 
Agua y el INRA. Como se preveía que existirían impactos económicos 
(pérdida de castaña), la TCO Tacana II solicitó un estudio especí�co 
de producción, comercialización, calidad y afectación directa de la 
actividad de la sísmica sobre la castaña. Se programó una reunión de 
validación de acuerdos para el mes de julio.8

Firma de validación de acuerdos

La reunión programada se realizó en la comunidad El Tigre del 
22 al 24 de julio de 2015. El director de la Dirección de Gestión 
Socioambiental no asistió a la reunión lo que generó malestar en la 
asamblea, sin embargo, estuvieron presentes técnicos del Ministerio 
de Hidrocarburos. Después de un informe económico de los gastos 

8 Acta de Puerto Pérez.



224

del proceso de socialización, se revisaron los compromisos asumidos 
en la anterior reunión. Al terminar, los comunarios expresaron las 
siguientes dudas:

 z ¿Los puntos de perforación y detonación de las líneas sísmicas 
que atraviesan las áreas castañeras serán ubicadas fuera de la zona, 
como dice el documento de información pública?

 z ¿La población de la tco podrá ingresar a las zonas castañeras 
para realizar la recolección de castaña y otros recursos naturales 
de la tco?

 z ¿Los comunarios podrán ingresar a las zonas de exploración a 
cazar durante el tiempo de exploración?

 z ¿Se realizará el estudio de las afectaciones directas e indirectas 
al sistema de producción, recolección y comercialización de la 
castaña?

En septiembre, y a 44 días de no tener respuesta del Ministerio desde la 
última reunión en la comunidad de El Tigre, la TCO Tacana II a través 
del equipo técnico de la Central Indígena enviaron una nota al Director 
de Gestión Socio Ambiental del Ministerio, donde se especi�caba que 
el territorio Tacana II –al ser un bosque de alta sensibilidad ambiental 
(prístino)– provee de alimentos y una alta producción de castaña a todas 
las familias, y que la castaña es el medio económico principal de vida.

Las comunidades plantearon también que el proyecto mínimamente 
debería responder y dar solución a las siguientes preguntas y solicitudes:

 z ¿Cuál será la distancia “precautoria” apropiada para realizar la 
perforación y detonación, próxima a un árbol de castaña?

 z ¿Cuál será la forma de trabajo de YPFB para garantizar la principal 
actividad económica de recolección y comercialización de castaña?

 z ¿Cuál será la forma de trabajo de YPFB para garantizar la caza y 
pesca cotidiana?

 z Previo al inicio del proyecto, YPFB deberá garantizar la realización 
de un estudio y monitoreo sobre las posibles afectaciones cau-
sadas a los árboles de castaña y otras especies maderables y no 



225

maderables, y su impacto socio económico. Además, se deberá 
complementar los estudios sobre agua, suelo, lugares sagrados 
y otros expresados en el Documento de Información Pública.

 z El Plan de Relacionamiento Comunitario del proyecto debe 
elaborarse participativamente y ser consensuado, re�ejando solu-
ciones viables y claras a posibles afectaciones socioambientales.

 z El Ministerio debe realizar gestiones ante instancias (Vicem-
inisterio de Tierras, INRA, Viceministerio de medioambiente, 
Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB y CPILAP) 
para garantizar su participación en la siguiente reunión.

En septiembre de 2015, en la comunidad de Las Mercedes se realizó 
una reunión de concertación y validación de acuerdos del proceso de 
consulta y participación, con representantes del Ministerio y YPFB. 
Después de un amplio debate y análisis –durante cuatro días en los que 
se realizó la ponderación de impactos socioambientales al territorio y la 
población– se de�nió que el proyecto inicie en el mes de abril una vez 
concluida la zafra y que las detonaciones se realicen a una distancia de 
65 metros de cada árbol de castaña. Además, se acordó la realización 
de un estudio de afectaciones al recurso castaña y la participación de 
32 monitores indígenas.

Cumplimiento de acuerdos

A pesar de haber �rmado un acuerdo de validación (Declaración Jurada) 
de la consulta entre el Ministerio y la TCO de que toda actividad del 
proyecto se debería realizar a partir del mes de abril, YPFB convocó a 
una serie de reuniones durante los meses de zafra. Sin embargo, la co-
munidad demostró su predisposición de escuchar las preocupaciones de 
YPFB como representante del Estado Plurinacional de Bolivia. El punto 
más importante de esas reuniones fue el acuerdo de que la empresa BGP 
Bolivia S.R.L. pueda ingresar al territorio Tacana a partir de febrero 
(2016) a veri�car las áreas de campamento de apoyo y el desarrollo de 
aproximadamente cuatro perforaciones considerando las áreas de uso 
ancestral fuera de la TCO. Otro avance de esas reuniones fue la presen-
tación de los técnicos forestales contratados por YPFB, quienes serían los 
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responsables de la elaboración del estudio y ejecución del monitoreo 
socioambiental indígena. Los comunarios pusieron especial énfasis en 
el acompañamiento cercano y aprobación del estudio por toda la TCO.

Posteriormente, YPFB realizó la explicación sobre la compensación por 
los impactos socioambientales identi�cados en el proceso de consulta 
y participación.9 Después de un profundo análisis y debate se concluyó 
que la compensación para la TCO Tacana II, por las afectaciones negativas 
por la actividad hidrocarburífera, ascendía a Bs.3.475.229.

Dos semanas más tarde nuevamente se realizó una reunión entre la TCO, 
YPFB, y técnicos del Ministerio de Desarrollo Rural y Tierras. Los cues-
tionamientos centrales de los miembros de la TCO fueron los siguientes:

 z ¿Por qué YPFB no tomó las previsiones logísticas para garantizar 
la presencia del equipo técnico de la TCO?

 z ¿Por qué no se cumplió el trabajo del scouting de acuerdo al 
cronograma?

 z Se solicitó al abogado de YPFB presentar la resolución del fallo 
de la impugnación del ds 2195 comprometido en la anterior 
asamblea.

 z Se le solicitó también una explicación y aclaración de por qué no 
entregó la invitación para la inauguración del proyecto sísmico 
2D.

Luego de escuchar las explicaciones correspondientes, la asamblea de 
la TCO tomó la determinación de castigar al abogado según su sistema 
de justicia indígena, colocándolo al cepo, y de suspender la reunión. 
Ello dio lugar a una fuerte polarización entre los involucrados en el 
proceso de consulta llevando el discurso a otros niveles y temas, como 
las visiones de desarrollo o procedimientos de aprobación de normas 
estatales. Las relaciones entre la empresa estatal YPFB y los indígenas de 
la TCO Tacana II se enfriaron y causaron que se realice una reunión en 
mayo 2016 sin la presencia estatal y una siguiente reunión durante la 
cual los representantes de YPFB abandonaron la reunión y se paralizaron 
los acuerdos.

9 Basado en el Decreto Supremo 2195.
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Finalmente se retomó la comunicación un mes más tarde (junio) en 
una reunión en la que participaron representantes del Viceministerio 
de medioambiente, Biodiversidad, Cambios Climáticos y de Gestión y 
Desarrollo Forestal. El acuerdo de la reunión fue el cumplimiento es-
tricto del proceso de consulta y participación convenido anteriormente 
(septiembre 2015). De esta manera se retomó el normal desarrollo de 
las actividades del proyecto.

Posteriormente, ante un desacuerdo en la discusión sobre la distancia 
del punto de tiro hacia los árboles de castaña, nuevamente se convocó 
al Viceministerio para que desempeñe el rol de arbitraje y vele por el 
cumplimiento de lo acordado anteriormente, sin embargo, la distancia 
del punto de tiro se redujo a 40 metros.

Ejecución del proyecto

Luego de la contratación del equipo técnico para el Monitoreo So-
cioambiental (32 personas indígenas) más dos coordinadores de logís-
tica y capacitación, se realizó la actividad de ejecución de la sísmica en 
el territorio de la TCO Tacana II. En agosto de 2016 se desarrolló una 
asamblea en la comunidad de Las Mercedes a solicitud de YPFB y la 
empresa BGP para discutir una nueva propuesta acerca de los puntos de 
detonación debido a que las condiciones de existencia principalmente 
de castaña estaban poniendo en riesgo los resultados de la exploración 
sísmica. Ante la nueva propuesta realizada por YPFB, la Asamblea quedó 
sorprendida por este cambio repentino en su metodología y expresó su 
susceptibilidad. La asamblea solicitó a YPFB que dicha propuesta sea 
por escrito, y entregada a la organización y además a las autoridades 
ambientales competentes del Ministerio y Viceministerio.

La TCO, después de un análisis profundo y con el �n de dar continuidad 
al proyecto, determinó aprobar la propuesta de YPFB reiterando mantener 
la distancia de 40 metros del punto de tiro con respecto a los arboles 
de castaña, y respetar otros elementos ambientales de acuerdo con la 
normativa ambiental y acuerdos vigentes.
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Mapa 8. Representación gráfi ca de sitios potenciales de aprovechamiento. 

 

Fuente: Acosta, 2017 y archivos YPFB.
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En cuanto al número de monitores, YPFB propuso incrementar los 
monitores de cuatro personas con su respectiva capacitación, debido 
al incremento de cuadrillas. Ante ello la TCO manifestó que exige que 
todo acuerdo se cumpla estrictamente.

En el desarrollo de la reunión, uno de los monitores socioambientales 
indígenas denunció una serie de irregularidades como malos tratos, 
tanto verbales como físicos, falta de alimentación, además del incum-
plimiento de los acuerdos de evitar el corte de especies forestales de 
importancia para la TCO. La denuncia fue tratada en la asamblea con 
la presencia de las personas denunciadas quienes pidieron disculpas. 
Esto quedó establecido en un acta de compromiso. Sin embargo, el 
acuerdo no fue del agrado de la asamblea que manifestó su discon-
formidad declarando a estos trabajadores como personas no gratas y 
solicitándoles no volver al territorio. Se advirtió que en caso de que 
nuevamente se presente un caso de incumplimiento a los acuerdos 
y falta de respeto hacia el pueblo Tacana II, la TCO a través del co-
rregimiento, aplicaría reglamentos internos y el castigo tradicional.

El trabajo de los monitores fue importante puesto que reveló varias 
otras irregularidades en cuanto al cumplimiento de los acuerdos es-
tablecidos llevando a la realización de nuevas reuniones, entre éstas 
una reunión con el ministro de Gobierno Carlos Romero. En esa 
asamblea se hizo notar a YPFB que la empresa BGP no estaba cumpliendo 
con los compromisos establecidos en el acta de validación. Entre los 
temas observados se reclamaba que 454 puntos de tiro no cumplían 
con el parámetro de los 40 metros para el resguardo de la castaña, 
de igual manera se encontraron 101 puntos de tiro comprometidos 
que afectarían áreas de arroyo, quebradas, curichis y nacientes al no 
cumplir la distancia mínima establecida (100 metros).

Finalmente se determinó (en septiembre) replegar a los monitores 
socioambientales indígenas a su campamento, solicitando a YPFB la 
ejecución de una asamblea para octubre en la comunidad de Toromo-
na. La empresa BGP se comprometió a revisar y neutralizar los puntos 
de tiro que no cumplían los parámetros de distancia establecidos.
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Cuadro 10. Cronología de los sucesos durante el proceso

Fecha Suceso

Diciembre, 2013 Primeros acercamientos entre el Estado y el pueblo Tacana II

Enero, 2014 Reunión interinstitucional para aprobación de la línea base

Marzo, 2014
Reunión con la consultora Tarija Eco Gestión para la revisión de la línea base

Junio, 2014
Primera Convocatoria para dar inicio al proceso de consulta y participación, 
a cargo de la Dirección General de Gestión Socio Ambiental (DGGSA)

Diciembre, 2014 
Reunión de plani�cación con la elaboración de la metodología, cronograma 
y presupuesto

Junio/Julio, 2015 Socialización del proyecto sísmico en las comunidades

Septiembre, 2015 
Concertación y validación de acuerdos del proceso de consulta y 
participación

Febrero, 2016 Reuniones acerca de áreas de campamento y presentación de técnicos 
forestales, de�nición del monto del pago de compensación

Abril, 2016 Desacuerdos y aplicación de justicia indígena al abogado de YPFB

Junio, 2016 Se retoma la comunicación, contratación de monitores indígenas

Agosto, 2016 Discusión de puntos de tiro para la exploración

Octubre, 2016 Asamblea de aclaración de reclamos y acuerdos �nales

Fuente: Elaboración propia.

Pueblos en estado de aislamiento

Hubo una serie de reportes de identi�cación de campo sobre indicios 
de pueblos indígenas en aislamiento, además de comunicaciones 
hacia la operadora del proyecto y acciones cortas. Se percibió un 
desconocimiento por parte de las autoridades de informes formales 
dirigidos a instancias pertinentes y no se realizaron acciones de fondo. 
Ello fue considerado una vulneración a la medida preventiva y plan 
de contingencia, estipulados en la Ley 450, además de lo suscrito 
sobre el tema en el Convenio 169 de la OIT.
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Mapa 9. Indicios de pueblos en estado de aislamiento

Fuente: Acosta, 2017.

Conclusiones

El proceso muestra diferentes fases de cooperación y tensión entre las 
autoridades estatales y el pueblo indígena Tacana II. Las cuestiones 
de disonancia abarcaban tanto temas directamente relacionados al 
proceso concreto de exploración sísmica en la zona como también 
a la percepción de justicia, el actuar del Estado central o visiones de 
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desarrollo. Según la perspectiva del pueblo Tacana II, los logros más 
importantes del proceso fueron:

 z Ejecución de la consulta en base a las normativas vigentes (CPE, 
convenios internacionales, Ley de Hidrocarburos, Decreto 
29033, Ley de medioambiente).

 z Respeto a la recolección de la castaña.
 z Movilización libre por el territorio (caza, pesca, recolección).
 z Modi�cación a la malla sísmica.
 z Salvaguarda del árbol de castaña (un total de 2.345 árboles), y 

otros elementos ambientales (ríos, quebradas, arroyos).
 z Un equipo de 48 monitores socioambientales indígenas ta-

canas capacitados para el monitoreo de la exploración sísmica 
en la Amazonia boliviana con bosques amplios de castaña y 
diferentes cuerpos de agua

 z El 90% (180) de los pozos observados (162), fueron neutral-
izados y de esta manera no detonaron.

Los cambios en los acuerdos establecidos, aunque por más mínimos 
que hayan sido, fueron tomados con mucha susceptibilidad por parte 
del pueblo Tacana II. Como un aspecto muy importante se puede 
resaltar que el proceso de consulta contó con el acompañamiento 
permanente de la dirigencia de la TCO Tacana II (5 personas), desde 
su inicio hasta su conclusión.

Llegar a acuerdos no fue fácil, muchas veces se pidieron cuartos 
intermedios de ambas partes (comunidad y autoridades estatales), 
abandono de reuniones por parte de YPFB, intervención del ministro, 
viceministro, y constantes intercambios de notas amedrentando a 
dirigentes y técnicos para llegar a consensos. Algo muy importante 
fue la participación de la empresa dueña del proyecto, en este caso 
YPFB, cuyos representantes en varias ocasiones realizaron aclaraciones 
del proyecto.
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A MODO DE CONCLUSIÓN

“La crisis social y ecológica tiene una estrecha relación con las estructuras 
sociales dominantes,
las relaciones de poder y de fuerzas, los contenidos de la política estatal,
las dinámicas de mercantilizar la fuerza de trabajo,
la naturaleza humana y no-humana y el conocimiento,
así como con la tendencia hacia la crisis que es propia de las sociedades 
capitalistas”

Ulrich Brand y Markus Wissen

América Latina posee-pese a los esfuerzos realizados desde la recupe-
ración del sistema democrático, hace algo más de 30 años-indicadores 
sociales y económicos de desigualdad con niveles de con�ictividad 
preocupantes. Esto, junto con la herencia histórica que signi�có la 
represión a las poblaciones indígenas, continúa caracterizando el clima 
social y económico en muchos de los países de la región. Tras el perío-
do relativamente estable de democratización creciente y de progreso 
económico, América Latina se está enfrentando a un preocupante 
deterioro político y social, lo que podría afectar de forma negativa al 
desarrollo y a la estabilidad política. Las dinámicas globales de la post 
guerra fría han generado cambios estructurales que han repercutido 
en la región a nivel económico, ecológico, y social, y están afectando 
tanto a las poblaciones rurales como urbanas, generando tensiones 
entre diferentes sectores de la población.

Bolivia no se excluye de esta preocupante tendencia de problemas 
estructurales no resueltos que derivan en progresivos con�ictos. Se 
pueden identi�car múltiples factores que contribuyen al incremen-
to de escenarios de con�icto, entre estos podemos mencionar las 
graves desigualdades socioeconómicas entre lo urbano y lo rural; la 
pobreza y medios de subsistencia insostenibles; inequidad en cuanto 
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a propiedad, tenencia y distribución de la tierra; las di�cultades en 
cuanto a la gestión de recursos naturales (por ejemplo el incremento 
considerable de la desforestación) vinculadas a la fase actual de acu-
mulación capitalista donde se consumen cada vez más materiales, 
energía y agua a escala planetaria, entre otros.

El Foro Internacional “Bolivia y sus desafíos socioambientales” nos ha 
permitido detenernos re�exivamente en una forma de manifestación 
del con�icto. Es generalizado el consenso en la comunidad académica 
respecto a la caracterización del con�icto como una realidad presente 
en la historia de las sociedades y culturas humanas que abarca todas 
las dimensiones de la vida. En toda sociedad, así como entre los 
individuos y las relaciones que establecen, hay tensiones internas 
que llevan al con�icto y al cambio. La perspectiva de la diversidad 
y la diferencia, como otra realidad que se expresa en las identidades 
individuales, sociales o de las culturas, nos permite entender que 
ningún ser humano, sociedad o cultura es igual a otra, que cada 
una tiene sus propias formas de representación, de racionalidad, de 
intereses, necesidades y objetivos, que hacen que surjan diferencias. 
Estas, al no ser debidamente canalizadas, se convierten en con�ictos.

El con�icto es, por tanto, una consecuencia de una situación de 
divergencia social, es decir, de una relación contradictoria, de confron-
tación o disputa que sostienen diversos actores sociales y políticos al 
poseer valores (cosmovisiones) y/o intereses diferentes. Generalmente 
el con�icto, surgirá como manifestación cuando se intente desplazar 
a otro actor social de la posesión, acceso o uso de bienes, recursos, 
derechos, valores o posiciones escasas o apreciadas.

Los con�ictos se asemejan a los laberintos, son complejos y confusos, 
que toman cursos de acción diversos y se constituyen en el motor del 
cambio social. El con�icto y el cambio son dinámicas que expresan 
la condición natural de toda sociedad. El cambio es permanente y es 
necesario generar mecanismos �exibles y con capacidad de adaptación 
a los nuevos contextos ambientales emergentes. Debe entenderse al 
con�icto como proceso de interlocución, como un proceso dialogal 
y de encuentro.
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Cuando las acciones constituyen una lucha por poder, valores, esta-
tus, o acceso a recursos que se dan en un contexto o ambiente que 
los in�uye, se origina una situación de con�ictividad social. En este 
sentido, se denomina con�icto socioambiental cuando esa situación 
de con�ictividad se desarrolla por la forma de uso y control de los 
recursos naturales o cuando las comunidades se ven directamente 
afectadas por los impactos derivados de un determinado proyecto o 
actividad territorial.

Los con�ictos socioambientales aparecen en muchas de las relaciones 
sociales. En torno a la naturaleza o con respecto a ella, R. Orellana 
a�rma que, “el hombre produce concepciones, va- lores, percepciones, 
es decir, una visión de la naturaleza y de sí mismo dentro de ella. 
Esta visión es una construcción subjetiva que se produce y reproduce 
socialmente. Es a partir de esta visión que el hombre desarrolla hábitos 
y prácticas con respecto a la naturaleza”. Por tanto, como lo señala 
el artículo del Grupo Con�uencias, “los con�ictos socioambientales 
tienen a menudo causas intangibles producto de un choque entre 
diferentes visiones del mundo y cosmovisiones, que se expresan en 
un choque entre modelos de desarrollo, visiones de la naturaleza y 
hasta entre diferentes sistemas de conocimientos”.

Los con�ictos socio-ambientales no solo son aquellos generados por 
el acceso y el control de los recursos ambientales (agudizados por 
las presiones sobre dichos recursos) sino también por las relaciones 
económicas, políticas y socioculturales entre los actores y sectores que 
en ellas con�uyen, “provocando degradación, escasez y privaciones 
sociales en algunos sectores de la sociedad e impulsando un despla-
zamiento geográ�co de las fuentes de recursos naturales del sur hacia 
el norte así como sumideros de residuos hacia la periferia” según lo 
a�rman los integrantes del Grupo Con�uencias.

Los con�ictos socioambientales son interdisciplinarios en su tra-
tamiento, pues los actores involucrados expresan sus preocupacio-
nes no solo en función de los impactos ambientales negativos, sino 
también de otros impactos sociales, económicos, salud, etc., y por 
tanto es evidente que los con�ictos socioambientales son parte clave 
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de los procesos de desarrollo, entendiendo que desarrollo no puede 
ser únicamente un proceso económico, y que es más que solamente 
crecimiento económico.

En ese sentido Rene Orellana nos plantea que “el ser humano y la 
naturaleza en conjunto deben ser concebidos como el centro del 
desarrollo. El desarrollo debe ser integral y con un enfoque holís-
tico buscando la armonía entre los seres humanos y la naturaleza y 
promoviendo al mismo tiempo la satisfacción de las condiciones 
materiales y espirituales de las poblaciones”. Negar que el desarrollo 
es un problema de relaciones de poder no ha llevado a tratar de 
separar lo que se hace en términos de desarrollo y lo que se hace 
en términos de política; por ello, constituye un imperativo para la 
arquitectura de las políticas públicas “concebir el desarrollo como 
un medio, no un �n. El �n es el Vivir Bien para el goce pleno de la 
felicidad” a�rma Orellana.

A partir de este análisis es ineludible retomar la cuestión del poder 
y la complejidad en el abordaje de los con�ictos socioambientales, 
caracterizados (como vemos por ejemplo en los casos analizados en 
la segunda parte del libro), por multiplicidad de actores con intere-
ses divergentes y yuxtapuestos pero sobre todo con gran desbalance 
entre actores desiguales en términos de poder e in�uencia a causa 
de estructuras de relaciones históricamente injustas que provocan 
situaciones como ser “a) restricciones de uso de recursos naturales 
para algunos actores, b) desplazamientos de poblaciones locales por 
expansión urbana o reordenamientos urbano-rurales o territoriales, 
c) impactos socioambientales por nuevos proyectos de desarrollo, d) 
degradación ambiental producto de actividades extractivas, e) formas 
de manejo ambiental que excluyen o invisibilizan saberes ambientales 
locales”, según lo señalado por el Grupo Con�uencias.

En todas y cada de las situaciones enumeradas en el párrafo anterior 
podemos advertir que quien toma, transmite y ejecuta las decisiones, 
es generalmente el Estado en sus distintos niveles. En tal sentido, 
cada nivel tiene la responsabilidad de transversalizar las decisiones y 
acciones en las escalas de la política, la normatividad, la plani�cación 
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y la ejecución de proyectos y programas concretos. La descripción y 
análisis de los casos descritos en la segunda parte del libro desnudan 
debilidades del Estado —nacional, departamental, municipal— que 
debe mediar para armonizar y conciliar el interés privado con el interés 
público, asegurando la existencia de espacios ambientalmente sanos, 
confortables y seguros para todos los sectores sociales sin desmedro 
de la actividad económica.

Es evidente que el Estado boliviano en los últimos años ha desarrollado 
una arquitectura normativa en procura de orientar las políticas públicas 
hacia un desarrollo integral en armonía con la naturaleza. Según el 
exministro de medioambiente y Agua, el abordaje de lo ambiental 
“tiene que englobar también los elementos sociales, económicos y a la 
Madre Tierra; debe incluir los derechos y contribuir a su realización. 
Es decir, un enfoque sesgado de lo ambiental donde las actividades 
sociales y económicas resulten en externalidades agresivas per se, no 
contribuye a un abordaje integral ni complementario”. Por ello es 
que considera que el enfoque de desarrollo de la legislación boliviana 
“plantea que los procesos productivos deben fortalecer las zonas de 
vida en lugar de destruirlas, esto equivale a fortalecer las funciones 
ambientales de dichas zonas”.

Sin embargo, de acuerdo con los resultados y conclusiones que ad-
vertimos en los tres casos estudiados en la parte segunda del libro 
hay una evidente debilidad en las estructuras institucionales del 
Estado para contribuir y lograr la realización de los derechos de la 
Madre Tierra y alcanzar un desarrollo integral. Estas di�cultades se 
incrementan aún más debido a procesos agrarios no siempre trans-
parentes y poco coordinados entre los diferentes niveles estatales (por 
ejemplo, procesos de dotaciones de tierra, cambios de uso de suelo). 
Muchos procedimientos muestran una incoherencia entre decisiones 
municipales, departamentales y nacionales o incluso entre diferentes 
instancias del gobierno. Esto se evidencia, por ejemplo, cuando A. 
Vadillo a�rma en su artículo que “la institucionalidad agraria ha 
sido considerada como ‘subordinada al poder político’ y se utiliza la 
dotación de tierras �scales como prebenda y clientelismo político”.
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Por otra parte, actualmente se evidencian explosivos procesos de ur-
banización y ocupación del espacio urbano con signos preocupantes 
de una inexistente plani�cación responsable en el área metropolitana 
de Santa Cruz motivada, fundamentalmente, por intereses especula-
tivos. Al respecto, Fernando Prado a�rma, que “con la penetración 
del capitalismo y sobre todo el capital inmobiliario, el suelo urbano 
se convierte en mercancía y su compra venta ya no está vinculada a su 
uso más o menos inmediato sino a la plusvalía que se podrá obtener 
con el tiempo y en su reventa”. Sin embargo, el prestigioso urbanista 
señala que existe la posibilidad de revertir esta tendencia con “un buen 
plan urbano ambiental”, que permitiría “detectar los posibles con�ictos 
ambientales, prever las medidas que se deben tomar para evitarlos o 
por lo menos de�nir las medidas paliativas sobre todo identi�cando 
los intereses en juego para que en el proceso de gestión estos actores 
puedan desplegar sus posibilidades”. Agrega que, “la plani�cación/
gestión es la herramienta para desactivar los con�ictos, siempre que 
se apoye en los actores sociales identi�cados como activos”.

Ciertamente que las nuevas dinámicas generadas por la presión ex-
terna de mercados, cambios normativos o nuevas exigencias globales, 
entre otros, sobrepasan muchas veces las capacidades de comunidades 
rurales como también urbanas de gestionar los cambios. Eso incluye 
entender los sucesos, acceder a la información necesaria, controlar 
y reclamar sus derechos. Al respecto con relación al impacto de la 
construcción de infraestructura vial que atraviese espacios legalmente 
protegidos, O. Maillard señala que “es necesario determinar modelos 
prospectivos que brinden información lo más cercana posible a la 
realidad para la gestión y desarrollo del territorio”.

En Bolivia, los indígenas siempre fueron una realidad presente. La 
marcha “por el Territorio y la Dignidad” del movimiento indígena 
en 1990 constituyó un punto de in�exión histórico con respecto a 
que dicha acción representó la interpelación histórica del movimiento 
indígena, en particular de las tierras bajas, al Estado y el proceso de 
formación social boliviana. Históricamente, los diversos pueblos 
indígenas han dado identidad a las distintas regiones, aportan con 
su conocimiento y arte, es decir con su cultura.
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Con la Constitución de 2009 se ha dado paso al desafío de la cons-
trucción del “Estado Plurinacional”. Se reconoce que Bolivia está 
integrada por diversas naciones y pueblos que en su conjunto hacen 
posible la existencia del “Estado Plurinacional de Bolivia”. Este cambio 
respondió a las reivindicaciones de las naciones y pueblos indígenas 
originario campesinos y la lucha contra su exclusión y marginación. 
El nuevo cuerpo constitucional incorpora al Estado los principios y 
valores comunitarios, junto con sus instituciones, autoridades, norma 
y procedimientos propios.

El Estado Plurinacional se construye a partir del reconocimiento de 
su diversidad étnica y cultural y la presencia de sus pueblos indíge-
nas a quienes se les reconoce el derecho a la libre determinación y la 
constitución de autonomías indígenas, originarias y campesinas de 
acuerdo al procedimiento establecido en la Ley Marco de Autonomías y 
Descentralización Andrés Ibáñez de 2009. Por otra parte, un conjunto 
de nuevas normativas fue aprobado para impulsar la implementación 
de lo que denomina Orellana “una visión de desarrollo integral en 
armonía con la Madre Tierra en busca del Vivir Bien” donde deberá 
articularse el sostenido crecimiento económico con la dimensión 
social/cultural y la dimensión natural, promoviendo la felicidad y el 
Vivir Bien en armonía con la naturaleza.

Ello guardaría correspondencia con las aspiraciones de los derechos 
de los pueblos indígenas y su cosmovisión. Es evidente que ese nue-
vo conjunto normativo expresa el compromiso político del Estado 
Plurinacional con los movimientos sociales en relación a los objetivos 
de fortalecimiento de las diversas formas de organización política y 
socio-económica presentes en el territorio boliviano en armonía con 
la naturaleza y bajo los valores colectivos de los pueblos originarios.

Sin embargo, a la luz de las experiencias descritas y analizadas en la 
tercera parte del libro podemos advertir que aún subsiste una suerte 
de contraposición de concepciones y cosmovisiones que hacen muy 
traumático el avance del proceso de transformaciones epistémicas y 
políticas con la rede�nición del horizonte de los cambios deseables 
y posibles en Bolivia, y en particular de los pueblos indígenas, pese 



242

a que se ha introducido un nuevo vocabulario en los discursos po-
líticos y la normativa nacional como el Vivir Bien, la Madre Tierra, 
el pluralismo político y económico, la comunidad y la solidaridad.

Aún las lógicas del actuar del grupo dominante pero también de la 
reacción de otros grupos de actores están estrechamente relacionadas a 
su visión del mundo y de desarrollo. Los casos estudiados del pueblo 
Monkoxi en la TCO de Lomerío como del pueblo Tacanas II muestran 
con�ictos que aparentemente son de naturaleza técnica, pero en el 
fondo involucran temas más profundos. El análisis de ambas expe-
riencias corrobora la premisa señalada por el Grupo Con�uencias, 
cuando a�rma que “el abordaje de este tipo de con�ictos a través de 
enfoques meramente instrumentales basados en la negociación de 
intereses, mediaciones e incluso diálogos intersectoriales, presenta 
serias limitaciones para promover procesos de cambio social que 
generen condiciones de mayor equidad y justicia. Los con�ictos 
socioambientales han mostrado en muchos casos una tendencia a 
volverse recurrentes con el uso de estos enfoques, perdiendo oportu-
nidades para lograr acuerdos democráticos y duraderos respecto a la 
gestión y conservación de recursos naturales y territorios en diversos 
puntos de la región”. Ciertamente que los con�ictos socioambientales 
incluyen frecuentemente causas intangibles relacionadas a la cultura, 
identidad y visión de la naturaleza que requieren un creativo abordaje 
para garantizar una efectiva y legítima transformación de los mismos.

Los con�ictos socioambientales tienen diversas aristas que requiere 
de intervenciones y propuestas integrales, que puedan dar cuenta de 
la necesidad de articular a aquellos que son parte del problema para 
que también sean parte de la solución. El aporte que podamos hacer a 
este análisis es muy valioso, pues los con�ictos tardan mucho tiempo 
en gestarse por lo tanto su transformación requiere de plataformas 
y análisis creativos sostenibles en el tiempo que tomen en cuenta las 
particularidades culturales y ambientales de todas las voces.

Como bien señalan los integrantes del Grupo Con�uencias “la trans-
formación de con�ictos es un proceso de transformación sociopolítico, 
cultural y psicosocial de largo plazo, en el cual es preciso atender de 
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forma articulada aspectos clave de la coyuntura en el corto plazo, y 
a la vez aspectos estructurales que se van resolviendo en el media-
no y largo plazo. El punto nodal es tener una visión estratégica de 
transformación que articule las necesidades y medidas tomadas en 
el corto plazo con el camino del largo plazo”.

Es necesario ser enfáticos en a�rmar que la transformación de los 
con�ictos socioambientales dependerá del grado de profundización 
de la democracia, el desarrollo de la cultura democrática y la imple-
mentación de los derechos de los pueblos indígenas y de la naturaleza. 
Para ello será necesario generar estrategias que permitan impactar sobre 
tres ámbitos en los que se concentra el poder en la gestión ambiental 
y el control de los territorios: a) en las instituciones, marcos legales 
y normas, b) en las personas y sus relaciones, y c) en los discursos, 
narrativas y maneras de ver el mundo.

Para �nalizar, esperamos que tanto el Foro como el presente texto 
ayuden a promover más ideas en las importantes cuestiones tratadas 
aquí, particularmente en los muchos retos que están por delante con 
respecto a la necesidad imperiosa de profundizar la comprensión 
y transformación de los con�ictos socioambientales, y también a 
proporcionar orientación para el diseño e implementación de la 
arquitectura de las políticas públicas en esta particular materia. Ex-
presamos nuestra profunda convicción con respecto a que la trans-
formación de con�ictos implica un compromiso más amplio con la 
construcción de paz en la sociedad y que se concretará en la medida 
en que se desarrollen estrategias encaminadas a la construcción de 
interculturalidad.

Desde el ámbito académico se pueden brindar espacios de análisis 
y re�exión profunda de temas centrales, como las visiones de de-
sarrollo, temas interculturales, el poder y otros. Las universidades 
pueden fungir como conectores para la unión de diferentes actores 
en un espacio de generación de conocimientos nuevos, intercambios 
entre saberes integrando la investigación como un pilar de apoyo. 
Importante será potenciar los acoplamientos entre política y ciencia, 
donde las universidades podrán servir como nichos que sirvan para 
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ofrecer instancias teóricas y metodológicas para llevar a cabo este 
tipo de propuestas.

Es evidente que las buenas alianzas son indispensables. Existe un 
gran potencial para realizar intercambios con alianzas nacionales, 
latinoamericanas y globales para de esta manera llegar a una mayor 
resonancia y cooperación. Pero más importante aún es la constante 
conexión con las experiencias prácticas y acercamiento directo con 
los actores involucrados. Nuestra intención es, además, tocar las 
puertas de los escenarios en los que se fragua la arquitectura de las 
políticas públicas.

Asumimos que el Foro Internacional “Bolivia y sus desafíos socioam-
bientales” como el primer foro internacional de transformación 
de con�ictos socioambientales que de paso a una nueva línea de 
investigación del Instituto de Investigación Cientí�ca Social de la 
Universidad Nur en alianza con la Cooperación Alemana GIZ. Es el 
comienzo de un trabajo entre alianzas, un trabajo que nos desafía y 
nos transformará también a nosotros.
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BOLIVIA
DESAFÍOS SOCIOAMBIENTALES

EN LAS TIERRAS BAJAS

En marzo 2018 el Instituto de In-
vestigación Científica Social de la 
Universidad NUR (IICS NUR), Santa 
Cruz, firmó un acuerdo de coope-
ración con el Programa Servicio 
Civil para la Paz de la Cooperación 
Alemana GIZ en Bolivia. El acuerdo 
visualiza un interés común para 
trabajar en el fomento de la trans-
formación de conflictos socioam-
bientales en Bolivia mediante el 
apoyo al IICS, el establecimiento de 
una nueva línea de investigación en 
este sentido y respectivas ofertas 
académicas. El presente libro es un 
primer fruto de esta alianza.

El presente libro recoge aportes 
teóricos - conceptuales, reflexio-
nes y análisis de personas com-
prometidas con la transformación 
de conflictos socioambientales. 
Estas personas fueron reunidas 
por el Instituto de Investigación 
Científica y Social de la Universi-
dad Núr, en el marco del desarrollo 
de una línea de investigación que 
surge de la imperiosa necesidad de 
abrir caminos a la búsqueda de me-
canismos para a la transformación 
de los conflictos socioambientales. 
Se trata de  una nueva cara de la 
administración de justicia ambien-
tal que pretende ir más allá de la 
fórmula jurídica escueta, pero en 
ningún caso contra ella.

“Esta publicación es el primer resultado tangible de la cooperación entre el 
Servicio Civil para la Paz (ZFD, por sus siglas en alemán) y la Universidad 
Núr. Dada la gran coincidencia entre los principios, visiones y objetivos, 
en marzo de 2018, las dos instituciones firmaron un acuerdo de coopera-
ción. Se comparte la convicción de que el fomento de la paz requiere de 
un genuino diálogo y de la transformación no violenta de los conflictos.”

Alejandro Christ, coordinador Programa Servicio Civil para la Paz de la 
Cooperación Alemana GIZ en Bolivia

“Bajo esta alianza se lanza la iniciativa de un Foro que genera un espacio 
constructivo con diferentes actores que nos permite llevar al campo de la 
acción estos preceptos, nos demuestra la crisis que existe en torno a la 
dinámica socioambiental y nos da pautas de cómo podemos afrontar de 
forma pacífica y conciliadora esta realidad. El presente documento es la 
sistematización de las diferentes intervenciones de actores cuya experiencia 
y acción consideramos pueden ayudar en este sentido.”

William Shoaie, Rector Universidad NUR

Mirna Inturias, Kristina von Stosch,  
Henry Baldelomar, Iokiñe Rodríguez




